
Eduardo Javier Ruiz Vieytez 

El derecho al ambiente como 
derecho de participación 

Colección Derechos Humanos «P. Francisco de Vitoria» 



• 

EDUARDO JAVIER Rurz VIEYTEZ 

EL DEREC·HO AL 
AM1BIENTE -COMO 

DERECHO DE 
. PARTICIPACION· 



© Ararteko 
© Autor: Edúardo Javier Ruiz Vieytez 
Ilustración de cubierta: Terra incognita,, de fosé Luis Eceizá. 

· 

Técnica miX:ta. Setiembre 1990. 
Impresión: Itxaropena, S.A. - Zarautz (Gipuzkoa) 
O.L.: s.s. 658/93 
1.S.B.N.: 84-8.7122-47�7 



PRESENTACION 

Con el presente trabajo, la Institucitin del Ararteko inaugura 
una colección denominada Derechos Humanos «P. Francisco de 
Vitoria», en honor a aquel renombrado humanista, cuya impor­
tante obra sentó las bases del Derecho internacional. Esta colec­
eión agrupará distintas monografías obre los derechos de los 
ciudadanos que, desde una pelispectiva científica tratará de dar 
a conocer aquellos a pectqs más latentes de nuestra sociedad, en 
cuanto a la garantía de los derechos humanos. 

Esta iniciativa se enmarca en una actuación más amplia de 
difusión de los derechos humanos, que se inició con la convoca­
toria de becas de colaboración en la investigación y formación 
en el área de los derechos humanos en general y la figura del 
Ombudsman en particular. 

· 

. Esta decisión de conceder becas trata de propiciar una labor 
de investiga�ión en el campo de lo derechos del ciudadano 
desde una óptica interdisciplinar, mediante la realización de ·tra­
bajos que aporten una vi.i¡ión sobre la situación actual de Ja 
defensa y protección de determinados derechos hu.manos, pro­
fundizando en Wla búsqueda de solueiones que trate de afrontar 
la problemática actual de la sociedad vasca. 

La experiencia no ha podido ser más fruetífera, y la alta 
calidad de los trabajos desarrollados hasta el momento nos ha 
animado a considerar la publicación, en el ámbito de la colec­
ción que inauguram�n¡, de aquellas investigaciones cuya difu­
sión entendemo que puede contribuir en el área a adémica y 
administrativa a un acercamiento en profundidad a los derechos 
estudiados. 
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El derecho al ambiente como dere he de participación obra 
·de Eduardo Javier Ruiz Vie}ltez, que se hizo acreedor de la pri­
mera beca convocada por e ta Institución, c0n tituye el primer 
trabaj0 de investigación qu da inicio a esta nueva serie o colec­
ción monográfica. 

Pese a la juventud de su autor, destaca la madurez con que 
aborda el objeto de su investigación, así como la gran solidez de 
su argument . La bra t.á estru turada en tres partes en las 
que e -desarrolla el derecho al ambiente como derecho bumruw, 
como derecho constitucional y como clerec.bo de particwación. 
No dudo que la presente obra ha de servir pára una conciencia-­
ción obre uno de los grandes problemas de nuestros dlas, que 
lejos de lugare comunes, agrupa-aporta un interesante material 
jurídico que sin duda ·ontribuirá a un mejor entendimiento de 
un derecho tan íntimamen.te unid a la calidad de vida. 
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PREFACIO 

El presente trabajo constituye el resultado de una beca de 
colaboración promovida por la Institución del Ararteko en octu­
bre. de 199 1 .  La realización del misl)lo ha sido posible graciás al 
apoyo tanto económico, como, sobre todo, material, técnico y 
humano ofrecido desde este orgánismo. Considero justo, por 
tanto, dedicar las primeras palabras de esta breve presentación a 
agradecer sinceramente al titular de la Institución del Arartekü', 
así como a las demás personas que con él colaboran en su oficina, 
la ayuda y amabilidad que en todo momento me han brindado. 
He de señalar que también .ha sido un placer la relación can la& 
personas que prestan sus servicio en 1a biblioteca del Parla­
mento Vasco, a quienes hago extensiva mi gratitud. 

Pese a considerar que la mejor presentación la con tituye 
siempre el propio trabajo, creo que resulta adecúádo anunciar, 
en breves líneas, el contenido y objetivo del mismo. Básica­
mente, se ha pretendido reforzar la tesi que busca configurar 
jurídicamente el derecho al ambiente de modo efectivo 
medüinte su conversión, fundamentalmente, en· un derecho de 
participación. Al parecer, desde el Consejo de Europa se ha 
estudiado la posibilidad de integrar el derecho a un ambiente 
adecuado en el Convenio de Derechos Humanos; no desde su 
consideración como derech.o sustantivo, sino a través de su 
reformulación en un derecho de participación. Esta vía, sin 
duda sugerente, podría abrir en el futuro un camino similar 
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para lograr mayores cota·s de efectividad en muchos de los 
derechos económicos, sociales y culturales. 

Para ello, se realiza aquí un estudio de las posibilidades par­
ticipativas que el ordenamiento español, partiendo desde su 
nivel eonstitucional, ofrece actualmente respecto al derecho al 
ambiente, intentándose señalar las alternativas y los desarrollos 
adecuados que podrían ayudar a la progresiva conceptualización 
del mismo como un derecho de participación también en el 
ordenamiento interno. 

Podríamos decir, en conclusión, que el trabajo se estructu­
ra en tres desiguales apartados que responden a otras tantas 
ópticas de observación de este derecho. En el primero de ellos, 
el derecho al ambiente es tratado desde su consideración de 
derecho humano. En el segundo, se hace mención del derecho 
al ambiente en el ordenamiento interno y como derecho o 
principio constitucionalmente relevante. Por último, la tercera 
es la óptica de la participación ambiental en nuestro ordena­
miento actual. 

Finalmente, es preciso advertir que, pese a que el ordena­
miento de referencia para este estudio es, lógicamente, el Dere­
cho del Estado español, el origen del mismo justifica y explica 
que las referencias autonómicas que en él aparecen se centren 
preferentemente en el Derecho de la Comunidad Autónoma 
vasca, lo cual, por otra parte, no busca desde luego reducir las 
miras del trabajo, sino presentarlo como más cercano a sus 
potenciales lectores. 

E.J.R.V. 

Bilbao, julio de 1992 
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INTROD{JCCION 

EL MEDIO AMBIENTE, · · 

LA COMUNIDAD INTERNACIONAL 
Y'EL DERECHO 





La etapa final en la elaboración del presente trabajo coin­
cide en el tiempo con la celebración en Río de Janeiro de la 
Conferencia de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
y el De'sarrollo. Esta significativa coincidencia no puede ser 
obviada a la hora de introducir el contenido general de este· 
estudio y enmarcarlo en un contexto más amplio. La apertura 
de esta conferencia internacional, heredera directa de la cele­
brada hace 20 años en Estocolmo que supuso el punto de par­
tida para el Derecho Internacional del Ambiente, ha estado 
rodeada de un clima más bien pesimista respecto a los resulta­
dos jurídicos esperados. No en vano, la protección del medio 
en el que hoy vive la humanidad es un teina que trasciende a 
las más importantes esferas políticas y económica de la 
comunidad internacional y su plasmación real descubre fuertes. 
conflictos de intereses a escala mundial, lo que explica la difi­
'
cultad de que las vagas declaraciones retóricas vayan acampa� 
ñadas de precisos compromisos asumibles por la mayoría de 
los Estados·y organizaciones que en este foro se han dado cita. 

Sin embargo, tampoco puede olvidarse que, lejos de tratarse 
de una reunión intergubernamental más y tendente a la discu­
sión de problemas más o menos técnicos y desapercibidos para 
la población en general, la conferencia de Río de Janeiro ha 
trascendido ampliamente a las sociedade avanzada y a la 
sociedad internacional constituyendo, sin duda, un elemento 
muy importante en la concienciación universal acerca de los 
prpblemas medioambientales, y ello con independencia de sus 
resµltados jurídicos concretos . 

• 

. � 
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En realidad, esta concienciación de la población mundial 
sobre los 

,
.PfOblemas que afectan a nuestro entorno no es, ni 

mucho,filenos, superflua. Nunca la humanidad se había enfren­
tado en su historia a efectos ambientales tan graves y profundos 
como los que en esta última etapa 'del siglo estamos viviendo. 
La mayoría de ellos, además, eran casi inimaginables hace sólo 
20 años, cuando ya la conciencia colectiva acerca de la temática 
ambiental había conseguido sentar a los representantes de la 
mayoría de los Estados del mundo en una conferencia específi­
ca en la ciudad de Estocolmo. 

A pesar de que no pueden negarse determinados avances en 
la política ambiental internacional en los últimos 20 años, la 
realidad apunta más bien a que la situación es hoy mucho más 
preocupante, . requiriéndose en muchos casos respuestas inme­
diatas de la comunidad internacional ante problemas franca­
mente serios . 

. Hoy día, todos los elementos que componen nuestro entamo 
natural y físico, es decir, suelo, aire, agµá bo�ques, fauna y 
flora, sufren en mayor o menor medida los efecto pernicio os 
de nuestra civiFzación, provocándose desajustes que al mismo 
tiempo se convierten en importantes amenazas para la propia 
humanidad. En palabras de Moustafa K. Tolba, director ejecuti­
vo del Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente (PNUMA), «si bien los seres humanos son los princi­
pales causantes de la degradación de la Tierra y de la desertiza­
ción, son también sus primeras víctimas» ( 1 ). Esta continua 
interacción del hombre con su entorno explica la necesidad 
imperiosa de que la sociedad internacional tome conciencia 
clara de los desajustes medioambientales que nuestro modo de 
vida produce y sus posibles consec·uencias, así como de la 
importancia de arbitrar respuestas decididas y compartidas, en 
las que también el Derecho tendrá un papel que desempeñar. 

Determinados problemas ambientales han acaparado última­
mente la ateneión de la opinión pública internacional con espe-

(1)  TOLBA, Moustafa K. Salvemos el planeta: problemas y esperanzas. Nai­
robi:·Chapmanand Hall, 1992. 
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cial intensidad. Entre ello , sin duda alguna, se encuentra eJ del 
agujera producido en Ja capa de ozono causado pr.inc:JipaJmente 
por lo clorofh.lorocarbonos (CFCs). En determinadas zona de 
la Antártida, Ja pérdida de ozono en primavera ha Uegadó al 
nivel del 30%, cuando una reducción del 1 % puede causar un 
aumento del 2% en las radiaciones uJtravjoletas del sol que lle� 
gan hasta no otros, provocando, entre otras consecuencias, la 
reduoeión de la eficacia del sistema inmunizador del cuerpo 
humano, la aparición. de cataratas y cáncer de piel además de la 
desapadción de deteoninadas plantas y organismos acuáticos. 

Tampoco es meno_s preocupante e1 fenómeno del eambio 
climático provocado por el dióxido de carbono y el vapor d� 
agua con el correspondiente caJentamiento progresivo del pla­
neta. En eJ último igló, la temperatura media mundial ha 
aumentada de 0,3 a 0,6 grados centígrados y si el efecto inver­
nadero no es corregido, podrla produciise u:,n incremento similar 
cada sólo 10 años. Las consecuencias de tal mutación térmica 
seóan-nefastas para muchas zona. del planeta, cuyo clima cam­
biada. ustancial y bruscamente, con Jos consiguientes efec.to 
para su población. Al mismo tiempo, los niveles del mar p'odrf­
an ascender basta 6 cm. en los próximo 100 años, inundando 
is_Jas y tierras bajas desplazando a millones de personas y redu­
ciendo las zonas de cultivo. 

Otra de las grandes amenazas ambientales con que se 
enfrenta hoy la humanidad viene directamente motivada por el 
uso irracional de los recursos naturales. En efecto, el agua, uno 
de los elementos esenciales para la vida de los seres humanos 
anima.le y vegetales, e administrada de un mode muy ineficaz, 
tanto desde el punto de vista cuantitativo como desde el cualita­
tivo. El derroche excesivo.de agua es una de las causas directas 
de su esca ez, mientra que la creciente contaminación de la· 
misma principalmente por la industria y la agricultura, la con­
vierte coI,J demasiada frecuencia en vehículo rransmisor de 
enfermedade y polución. Por otra parte, el u 0 incontrolado de 
agua de lo rios para irrigación puede provocar también de as­
tres ünportanres. Esta es la causa directa del descenso en 3 
metros del nivel del mar de Aral previéndose una disminución 
de entre 9 y 1 3  metros para finales de siglo, con las correspon-
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dientes implicaciones négativas que ello provocará en el entor­
no de este, hasta ahora, gran mar interior. 

Otro tanto puede afirmarse de la desaparición acelerada de 
los árboles del planeta, especialmente en lo que se refiere a los 
bosques tropicales de América, Africa y Asia. «Los efectos de 
la desforestación son de una gran amplitud. Los bosques son el 
hogar de muchos pueblos y de muchas especies; cuando los 
bosques desaparecen, también desaparecen sus habitantes. Los 
l;>osques evitan la erosión del suelo y proporcionan uno de los 
principales sistemas naturales de control de las aguas. Al desa­
parecer los árboles, se permite qué torrentes de agua fluyan des­
controladamente por las vertientes montañosas, causando aludes 
e inundaciones. Finalmertte, los árboles tienen un papel impor­
tante en la  estabiLi7.aeión del clima» (2). Esto no obstante, 
durante el pre ente siglo han desaparecido el 60% de las flores­
tas húmedas del globo y un 20% del bosque mundial. 

LB¡s mismas preocupaciones pueden extenderse a la conser­
vación de las especies animales y vegetales del planeta. Desde 
la Conferencia de Estocolmo, hace tan solo 20 años, ha desapa­
recido la quinta parte de las especies de la Tierra y la desfores­
tación, el cambio climático o la sequía amenazan con hacer 
desaparecer una cuantía mayor en las próximas décadas. Estos y 
otros problemas ambientales con los que hoy se enfrenta la 
humanidad no hacen sino acrecentarse si incorporamos dos nue­
vas variables al esquema: el crecimiento demográfico y las acti­
vidades bélicas. Entre 1970 y 1990 la poblac ión: mundial , 
aumentó en 1 .600 millones de habitantes, esperándose para las 
próximas dos décadas un incremento de 1 .700 millones de per­
sonas, de las cuales una .abrumadora mayoría nacerán y vivirán 
en condiciones económicamente insuficientes y ambientalmente 
deplorables. No en v·ano, los porcentajes de población urbana 
que vive en tugurio� y asentamientos degradados ronda ya el 
70% en muchas ciudades hiperpobladas del Tercer Mundo. Por 

(2) CLARKE, Robín. Texto entresacado de la versión divulgativa de la obra 
alvemo.� el planeta: problemas y esperanzas de TOLBA, M. K. Nairobi: 

Chopmanand Hall, 1992, p. 13. 
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otra parte, los conflictos armados actuales no sólo suponen la 
desviación de ingentes sumas de dinero, sino que también ocu­
pan y arra an grande extensiones de terreno y provocan 
amplios contingentes de rnfugiados, todo 10 cual conlleva efec­
tos pernicioso sobre eJ. entorno. Particularmente dañina para: el 
am.biente i;esult6 1a llamada Guerra del GoJfo de 1991 que en 
un solo mes, provocó unas nube:) de contaminación tan den a 
que se oscureció la zona, descendiendo la temperatura en variás 
de las áreas afectadas. 

Semejante panorama global hace innecesaria cualquier dis­
cusión acerca de la conveniencia de adoptar políticas ambienta­
les decididas a escala mundial. Todos los Estados son cons­
cientes de la necesidad de redoblar esfuerzos en el orden 
ambiental para proteger, al. fin y al cabo, a la propia humani­
dad. Pero la aplicación de las políticas ambientales adecuadas y 
la generalización de una tecnología ecológica se traducen ine­
vitablemente en costos de naturaleza económica. A partir de 
este punto, afloran las fricciones y disputas entre los distintos 
intereses implicados, intentando cada cual asumir el menor 
compromiso económico posible. 

Es fundamentalmente aquí donde se conecta el tema 
ambiental con el mayor problema actu..al de la humanidad, cual 
es el de la trnmenda lnjustida en el repaito de la riqueza mun­
dial y la condena de millones de sere� humanos a la margina­
ción y la pobreza. Si se trata de repartir con equidad los costos 
de las couecciones ambientále que precisa nuestro planeta, es 
lógico, en primer lugar, considerar la ituación económica de 
los distintos países del mundo y, en segundo término, aclarar la 
,responsabilidad de U;nos y otros en la generación de los proble­
mas ecológicos que hoy todos padecemos. 

No es difícil advertir la gran injusticia que subyace en el sis­
tema económico mundial actualmente vigente. Las enormes 
diferencias de bienestar y riqueza entre el Norte y el Sur, así 
como las inhumanas condiciones en que se ven obligadas a 
vivir las mayorías pobres de los pueblos del Tercer Mundo, 
resultan hoy radicalmente inaceptables. Lejos de componerse, 
esta brecha entre seres humanos tiende a agrandarse y a perpe-
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t'Uarse gracia a mecanismo ·económicos y jurídico de injusta 
dependencia, de los cuales el fenómeno de ta deuda extema no 
es ·ino un ex.ponente más. Una quinta parte qe la población 
mundial acapara el 82,7% del producto mundial brutó y el 
81,2% del comercio mup.dial. P r el contrario, Ja quinta pa:rte 
má pebre se tiene que cenformar con el l 4% de la 1jqueza y 

on el J % del· comercio mundial. En el Tercer Mundo, l .300 
millones de per ona no tienen acceso al agua potable y 1.000 
millone de eres humano padecen hambre. «En e-seos dato � 

relallvo a 1990, la deuda exterior de Jo pafse subdesa.Jl'olla-
·do e sitúa en L,2 billones de dólares, el 44� más que su pro-
duct nacional bruto global. Ese mismo año devolvieron a los 
paf ses rico erca de O. O mHLones de dólares en intereses por 
flus deudas y una cantidad may r d apital. Actualmente, lós 
países pobre pagan a Jo ricos más de lo que reciben en con-
cepto de inver ión y ayuda. In Jus in tituciones intemacionale 
com el ondo Monetario Internacional y el Banco Mundial 
están saeande de lo paí·e subdesarrollados más dinero del que 
inviert n en ellos» (3). En realidad, las cifra macroecenómica 
demuestran que Ja tarta mundial es má que su!iciente para 
todos los que poblamo e ·te planeLa. Lo que realmente genera 
esta irna jón es el repart d la riqueza, copando un curuto de 
la. humanidad mucho má de lo que en rigor le corr�spondería. 
De este modo lo más ric0 obtienen un trozo del pastel 15 
vece' mayor que el que llega a lo más pÓbre . Esta . ituación, 
además de injustificable de de un puntQ de vista ético y huma-
no re ulta ecológi�amente insostenible a largo plazo. 

En segundo lugar es también evidente qu 110 todo los pue­
blos han contribuido en igual medida a provocar Jo problemas 
ambienfales qµe hoy conocemo . Por supuesto, han sido los paí­

se desarroµado los que históricamente han motivadó la apari­
ción de 1os desequilibrios ecológico más in1portantes. El con­
sumo e.c; también muy uperior en los pueblo·. rio <S del globo. 
Por ajemplo, el norteamericano medio utiliza 70 vece más agua 

(3) Texto aparecido en la revi ta Mundo NefJro, nfl 354, dejunio de 1 992, 
p. 10. Los datos están to1nados del Informe sobre Desarrolfo humano 1992, 
elaborado por el Pro�nmm de las Naciones Unídll.� para el Desarrollo. 
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que el gbané medio. Lo países prósperos que repre entan el 
20% de la p0blación total, consumen más de un 80% de los 
minerales y má cl un 75% de la energfa aomercial mun9iaJ. 
<<'Por si e to fuera poco, los paí e de arrollados instalan algw1as 
de sus industria mas nociva en paf es en de an·oll0 con el 
consiguiente vertido de sus residuos más peligrosos» (4). 

Resulta, en consecuencia, exigibl que lo p�íses desarrolla­
dos se comprometan a permitir planes de desarrollo ecológica­
mente aceptables para el Tercer Mundo y que colabolieO a su 
financiación de modo sincero. En caso conlüari0, no s01o se 
mant�.ndrán tremendas iujusticia humanas� sino que las necesi­
dade precarias· de mucho pueblos se siluarán por encima de 
a exigencia medioambientales, corriendo la humanidad el 

riesgo cle enfrentar e en el próximo siglo a una situad6n de 
olap o. ecol6gic0 desconocida en la.mstqria. 

Es Jaro que la puesta en marcha de m�rnhas medidas 
ambienta1es neoesa1;jas upondrá un e fuerzo cuantificable eco­
nómicamente, pero. que .en ningún caso resultaría inasumible 

omo quieren hacer ver determinadas p tencias especialmente 
reacias a compromelerse en Ja su.perviven i� del medí©. Ba ta­
ría una breve relajación en la tensión_ mil itar internacional para 
legrar una cen ·ideraQle mejora del ambiente en el que viven 
muchos e1:e humano . La cantidad· de dinero que ha di pueste 
el PNUMA para prote,ger el medio ambiente mundial en los 
últimos 1 O años es equivalente a sólo 5 horas de gasto militar 
mundial, mientras que cori el dinero que cada 24 horas se gastó 
durante la Guerra del Golfo e podía haber creado un programa 
quinquenal de inmuniza ión infantil para comba'tir 6 enferme­
dade mortl:l.les, evitando así 'la muerte d un millón de niños al 
añ.o (5). Por otro lado, la desvia ión de ga tos militares a medi­
das social' .s cQmo la educación o l a  protección del medio 
ambiente, sup · ndrfa un impulso inducido a la demanda que 
podría reaclivar una conom{a en declive gracias a Ja creación 
de nue os pueslos de trabajo. «Por ejemplo, la inver i<?n de 
1.000 millones de dólares en la producción de misiles dirjgido 

(4) CLARKE, Robih, op. cit., p. 16. 
(5) CLARKE, Robin, op. cit., p. 23. 
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crea 9.000 puestos de trabajo; la misma suma de dinero, inverti­
da en educaéión, crearía 63.000» (6). 

Por todo e!lo puede decirse que la resolución de los pro­
blema ambientales de la humanidad no depende sólo de Ja 
a un ·ión de l.os costos económico· por lo países c::apa0e'S de 
hacerlo. Entra o juego lambién la falta de una oncepción 
clara del modelo de mundo qu de eamos contribuir a crear 
partieularmente desde los países desa1;T01lados del pla neta. 
füente a una po$tT.lt'a más solidaria gue reconoce la universali­
dªd efectiva de los derechos humanos y la nece idad de ajustar 
el nivel de vida del Norte en beneficio de las mayorías pobres 
del S ur, 1coexiste otra concepdón aparentemente no meno 
fuerte, que má o menos solapadamente propugna een-ar lo 
espacio prósperos del planeta frente a colectivos exteriores', y 
que no acepta la renuncia a los niveles de vida alcanzados por 
una parte limitada de la hui;nanidad. Como se ha avánzado 
anteriormente, no solamente las exigencias de justicia, sino 
también la necesidad cada vez más inevitable de articular un 
desarrollo global armónico. e integrado con el entorno, nos lle­
van a optar inequívocamente por UJ1 modelo de solidaridad .é 
interdependencia efectiva. · 

E ta aspiración e ol giStB. de la Humanidad debe .ser, pues, 
parte de un nuevo si tema de convivencia p91ítica, económica 
y social mundial ba ado en lazos de solidaridad y tole:rancia, 
único, por otra parte, factible a largo plazo en el fuLuro de Ja 
civilización. Como señala Martín Mateo «Jo principios de la 
Economía de mercado, adoptado por el sistema liberal, ofre­
cen indudablemente seria resistencias para la adopción de una 
política ambiemal ambicio a, on ecuente con los condiciona­
IJliento� ecológico básieos. La max.imalización de los benefi­
cios, las orientaciones intrínsecamente expansionistas del siste­
ma, los impulsos tendentes a la traslación_ de costos y la preva­
lencia para el empresario de los valore individu¡il�s sobre los 
sociales, hacen que el capitalismo o el neocapitalismo aparez­
can intrínsecamente condicionados a la hora de enfrentarse a 

(6) CLARKE, Robin, op. cit., p. 23. 
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las auténticas exigencias ambientales» (7). Por su parte, las 
ideologías socialistas y marxistas, inicialmente más favorables 
a tener en cuenta la relación del hombre con la naturaleza, han 
sido, sin embargo, puestas en práctica por sistemas que han 
prpvocadó formidables dafios ambientales a lo largo de su exis­
tencia, negando, además, cualquier función transformadora al 
Derecho en este campo. Se hace preciso, por tanto, reordenar el 
sistema económico, político y social mundial sobre nuevas 
bases si queremos hacer frente, con garantías d� permanencia, 
a la crisis ecológica actual. 

Ante esta compleja realidad ambiental y en este nuevo 
ideal ecologista, lógicamente el Derecho tiene un papel impor­
tante a desempeñar, tanto en su vertiente objetiva como en la 
subjetiva. En primer lugar, y tratándose de problemas de mag­
nitud mundial, el Derecho debe abordar las soluciones desde 
una perspectiva ·también global. Ello s ól o  puede hacerse 
mediante un oesarrollo pleno del Derecho internacional del 
ambiente. Este ha de ser un Derecho eminentemente preventivo 
y que regule los compromisos ambientales de los Estados a 
escala internacional. A su vez, es este ordenamiento el que 
puede conferir a detenninadas qrganizaciones internacionales, 
gubernamentales o no, poderé y facultades para hacer frente 
de modo efectivo a la problemática eco}ógica. Los principales 
obstáculos que se le presentan al Derecho internacional del 
ambiente derivan de su falta de concreción y de la dificultad en 
su aplicación. En efecto, los difíciles equilibrios internaciona­
les entre intereses muchas veces contrapuestos provocan con 
demasiada frecuencia la plasmación de este Derecho en fórmu­
las de compromiso y textos inconcretos, cuya interpretación 
resulta excesivamente moldeable. Por otra parte, la inexistencia 
de instituciones internacionales con capacidad de imponer la 
aplicación del Derecho internacional en cualquiera de sus sec­
tores provoca que la norma internacional se resienta precisa­
mente en lo que es la nota definitotia principal de la norma 
jurídica: la coacción. 

(7) MARTIN MATEO. Tratado de D erecho Ambiental. Madrid: Trivium, 
1991, vol. I, p. 35. 

· 

23 



Esto no obstante, es cada vez más evidente que los proble­
mas ambientales no pueden ser abordados sólamente con técni­
cas de Derecho interno y que la comunidad intérnacional preci­
sa dótarse de un Derecho internacional del ambiente efectivo; 
que incluya la regulación de determinadas instituciones con 
poderes reales en la materia de protección del entorno. 

Pero además de procurar las normas usLantivas q_ue regu­
lan las mat rias de incidencia transnacional e1 Derecho inter­
nacional tiene la vocación de dotar de fundamento jurídico al 
nuevo modelo de sociedad interqacional que los dilereiltes pue­
blos pro laman como ideal. Este fundamento jurídico, r flejo a 
su vez de una riueva ética internacional se construye sobre la 
·base de i:econecer a la. persona human� y a los pueblos de la 
Tiem�, una serie de derechos y libertade cuyo contenido esen­
cial no puede ser afectado por ninguna otia norma objetiva. 
Los derechos humanos son hoy, pue , la expresión jurídica de 
unos ideales internacionalmente compartido . De esta forma, 
cuando los paf.ses avanzados t9man conciencia de la necesidad 
del_ hombre de mantener un medio ambiente sano y de los pro-

. blemas ecológicos que afectan a la humanidad, se levantan las 
primeras voces en defensa de la consideración como derecho 
(undamental de las personas, del derecho a di frutar de un 
entorno adecuado. · 

En este punto es donde el papel del Derecho adquiere uria 
trascendencia de primer orden en la lucha por mantener el equi­
libriQ ambiental del planeta. El reconocimiento de un derecho 
humano al ambieóte no sólo constituye la manifes ación de que 
el elemento ambiental entra ya necesariamente en la definición 
del modelo de mundo que des am ·.sine que también amplía 
enonnemente las posibilidades de defensa del entorno, mediante 

u recepción en los Derechos internos de lo diferentes países. 
Aunque individualmente cohsiderado el derecho at ambiente se 
proyecta en te0ría sobre un obJeto e pacialmente reducido, lo 
cierto es que el . recenocimiento generalizado del mismo, acaba 
por proteger el medio ambiente total en el que vive bey la 
humanidad. Por ello la. noanas interna e intemacionale de 
corte sustantivo que tienen por finalidad la protección del entor­
no, no sólo se legitiman por la autoridad del sujeto qp.e las pro-
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mulgó, sino también por ser instrumentos necesarios de defensa 
y desarrollo de un derecho humano. 

Con razón se afirma, por consiguiente, que el derecho al 
ambiente, cuyo objetivo último no es sino asegurar la dignidad 
de las personas, es un derecho ideológico, puesto que manifiesta 
un ideal. y una serie de finalidades que la humanidad, consciente 
ya de los riesgos que para su exi'stencia supone el deterioro del 
medio, se ha propuesto alcanzar. 

En este sentido, la formulación de un derecho al ambiente 
' en un ordenamiento debe realizarse con mecanismos flexibles. 

Su juventud, las dificultades técnicas que encierra su aplicación 
y, sobre todo, el carácter irreversible que a posteriori tienen la 
mayoría de los efectos neg.ativos ambientales, nos deben llevar 
a buscar unos nuevos modos de articulación de este derecho 
que, huyendo de declaraciones abstractas o normas inaplicables, 
lo hagan tan efectivo como sea posible. En esta búsqueda es 
precisamente donde se enmarca el presente estudio, cuya finali­
dad es la de defender la proyección real de este derecho en el 
ordenamiento interno, no sólo a través de su invocación directa 
como interés jurídicamente protegido, sino, sobre todo, median­
te la incorporación y adecuación de los mecanismos de partici­
pación ciudadana en las labores públicas, especialmente prev.en­
tivas, que tienden al mantenimiento del equilibrio ambiental que 
todos precisamos. 
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EL DERECHO AL AMBIENTE 
COMO DERECHO HUMANO 
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La Declaración Universal de los Derechos del Hombre , 
aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 1 0  
de diciembre de 1948 es en cierto sentido el texto base o punto 
dé partida en la proclamación y el reconocimiento internacional 
de los derechos humanos. En esta declaración se persigue el· 
objetivo de asegurar la dignidad inherente a todos los miembros 
de Ía familia humana mediante la afirmación de sus derechos 
iguales e inalienables, al tiempo que en el apartado correspon­
diente a los derechos de orden económico, social y cultural ( 1 )  
se hace especial mención de la vol�ntad de asegurar el libre 
desarrollo de la personalidad del hombre. 

La manifestación explícita de estos objetivos en un texto 
que quiere recoger un elenco de los derechos humanos es lo que 
puede servimos de guía a la hora de analizar la característica 
humana del derecho al ambiente. En efecto, si consideramos 
que el derecho al ambiente es · reconocido generalmente como 
un derecho tendente a garantizar el mantenimiento o la genera­
ción de las condiciones necesarias en e1 entorno para que se 
haga efectiva la dignidad humana -con los derechos humanos 
que en ella tienen su base- y se permita el libre desarrollo de la 
persona, hemos de concluir que el derecho al ambiente está en 
la línea requerida a los derechos, especialmente a aquellos de 
índole económica, social o cultural, que hoy considerarnos 
como esencialmente humanos. Es, por tanto, un derecho de 
mediación que se estima esencialmente necesario para conse-

( 1 )  Artículo 22 de la Declaración. 
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guir el completo desarrollo de otros derechos fundamentales de 
la persona cuyo cumplimiento se agota en ellos mismos. Se 
trata, en fin, de un derecho que, habiéndose demostrado que su 
conculcación supone en muchas ocasiones la vulneración de 
esferas de otros derechos considerados. como básicos e irrenun­
ciables, 'ha obtenido un sitio en fa conciencia colectiva como 
derecho de indiscutible impronta fundamental, todo ello en un 
periodo relativamente corto de tiempo. 

El derecho a un ambiente adecuado tiene por objetivo no sólo 
la autoprotección de la humanidad, entendida en su doble asp((c;to 

· de humanidad presente y futura, sino que también tiende por defi­
nición a la consecución de la dignidad. esencial de todos los seres 
humanos que pueblan el planeta. Como señala Kiss, «parece cier­
tamente que, por sus objetivos, por su contenido, como por su 
puesta en práctica, este nuevo derecho, consagrado por el Dere­
cho positivo de un gran número de Est�dos,. encaja bien en la 
categoría de los · derechos fundamentales de los que el disfrute 
efectivo debe ser garantizado a todo individuo» (2). 

DEFINICION DEL DERECHO AL AMBIENTE 

Dificultades de variada índole se presentan a la hora de pro­
curar concretar una definición del derecho al ambiente. No obs­
tante, es preciso señalar que tales obstáculos no difieren de los 
que podríamos encontrar en la búsqueda de una definidón ade­
cuada a la mayoría de los restantes derechos humanos. Es por 
ello que esta dificultad en la definición literaria del derecho no 
puede servir como argumento contra la característica humana 
del derecho al ambiente. 

En primer lugar, �e plantean inconvenientes de peso al 
intentar definir con carácter previo el concepto de ambiente. La 
utilización en lengua castellana de diferentes expresiones para 
referimos a este derecho no hace sino dificultar la conceptuali­
zación del objeto. En efecto, en los pueblos de habla francesa se 

(2) KISS, Alexandre. «Définition et nature juridique d'un droit de l'homme a 
· l'environnement». En Environnement et dro.its de /'homme. París: JJNES­

CO, 1987, p. 28. 

30 



emplea la expresión «droit a l 'environnement», mientras que en 
lengua italiana se habla de «diritto all 'ambiente» y en idioma 
portugués se usa la voz «direito ao ambiente».  Por el contrario, 
en lengua castellana la misma expresión es traducida por «dere­
cho al medio ambiente» (3) o por «derecho al ambiente», admi­
tiéndose simultáneamente que la traducción más adecuada de la 
voz francesa «environnement» o inglesa «environment» es la 
palabra «entorno» (4). 

Sin embargo, más graves que las diferencias o las hnprecisio­
nes terminológicas resultan las diferencias conceptuales que; en 
ocasiones, soh muy significativas, pudiendo oscilar el concepto 
de ambiente desde una comprensión de la biosfera en su totalidad 
hasta una limitación al medio físico inmediato a la persona, 
pasando a través de una infinitud de delimitaciones posibles. 

Pero estas desavenencias sobre el alcance del concepto de 
ambiente, que se traducen en diferentes posturas por parte de 
unos y otros autores, no deben llevamos a una innecesaria con­
fusión. Es precisa diferenciar dos perspectivas en el acotamien­
to del objeto de este derecho. En cuanto derecho humano o 
derecho de la persona, es claro que el alcance del término 
«ambiente» o «entorno» debe precisarse desde una perspectiva 
individual y, en tal sentido, el ambiente sobre el que toda perso­
na proyecta su derecho será aquel entorno físico más inmediato 
a su ser, en el que desarrollará su personalidad y ·  sobre el que 
proyectará gran parte de los restantes derechos humanos que le 
corresponden. Sin embargo, considerando que la finalidad del 
derecho al ambiente no es sólo facilitar el cumplimiento de la 
dignidad humana de cada persona, sino también el procurar una 
protección a la humanidad en 'su totalidad e históricamente 
entendida, parece evidente que el entorno ha de" ser considerado 
en su más amplia dimensión para dar cobertura a este segundo 
objetivo. Desde esta perspectiva global existiría un ambiente en 
un amplio sentido, por cuanto sabemos que las interacciones 
ambientales que se producen en pequeños marcos espaciales tie-

(3) como es el caso de la Constitución de 1 978. 
(4) MARTIN MATEO, Ramón. Tratado de Derecho ambiental, Madrid: Tri­

vium, 1 99 1 ,  vol. 1, p. 8 1  
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nen una proyección que afecta en todo caso al equilibrio 
ambiental global del planeta. Este ambiente amplio o macroam­
biente coincidiría, en resumen, con la suma de tos entornos indi­
viduales o microambientales sobre los que se proyecta el dere­
cho de cada persona. 

Estas ideas, sin embargo, no impiden las discusiones en 
tomo al alcance del objeto de este derecho, individualmente 
entendido, que tienen como fondo la mayor o menor efectividad 
que puede. obtener el derecho en función de los elementos que 
integren dicho objeto. 

Los textos constitucionales o legales de los diferentes' Estados 
tampoco prestan una gran ayuda en la definición del derecho al 
ambiente. Su misión habitual es la de reconocerlo y, generalmen­
te, establecer pautas que informarán su puesta en práctica (5). 

Por otro lado, no es menos cierto que, tratándose de un 
derecho de carácter social, el derecho al ambiente se resiste a 
una definición literaria simple. Ello es debido a que su alcance, 
su efectividad e incluso su propio contenido varían en función 
de las condiciones humanas y sociales y de la realídad en que 
resulte de aplicación. Esta realidad que va a condi�ionar tan 
seriamente el desarrollo de este derecho humano no sólo com­
prende situaciones económicas constatables empíricamente, 
sino que también se va a nutrir del desarrollo de la conciencia 

• colectiva y de los' principios y valores -incluso de orden moral­
que inspiran en un momento histórico. determinado a la socie­
dad. Es, por tanto, una realidad muy difícil de aprehender, lo 
que nos conducirá irremediablemente a convivir con zonas de 
incertidumbre en la definición del derecho. 

No obstante las presentes dificultades, podríamos intentar 
una definición del derecho al ambiente considerándolo el interés 
vital de tooa persona, reconocido y protegido por el ordenamien-

• to jurídico, en .mantener los equilibrios necesarios en los elemen­
tos de su entorno físico habitual, para un adecuado nivel de vida. 

(5) MEKOUAR, Mohamed Ali. Le droit a l'environnement dans ses rapports 
avec les autres droits de ·t 'homme. En Environnement et droits de 
l' homme, p: lOl. 
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OBJETIVOS DEL DERECHO AL AMBIENTE 

Cuando el ordenamiento jurídico reconoce y protege un 
interés concreto, estableciendo las facultades jurídicas precisas 
para asegurar su cumplimiento, hay que entender, en ·normali­
dad democrática, que lo realiza en virtud de un mandato que le 
ha dirigido, en última instancia, la conciencia colectiva de una 
determinada sociedad o de la comunidad internacional, en su 

· caso. Este mandato responde a una escala de ·valpres y de opcio­
nes compartida por una ·mayoría de individuos y actuada a tra­
vés .del mecanismo político correspondiente. Es lógico, pues, 
afirmar que los objetivos que pretenden alcanzarse con el reco­
nocimiento y la aplicación de un derecho se identifican, en gran 
p�rte, con estos valores mayoritarios. 

Como ha quedado ya señalado, los objetivos de un derecho 
huniano a un ambiente adecuado pueden desdoblarse en una meta 
de carácter general, cual es la protección de la humanidad, ame­
nazada seriamente por el deterioro ambiental, y otra de carácter 
individual, a saber, el mantenimiento o la generación de las con­
diciones ambientales necesarias para gue sea posible el desarrollo 
de la personalidad a través de los diferentes derechos humanos. 

En este segundo objetivo, el fin del derecho no debe enten­
derse tanto como conservación del entorno, lo que limitaría exce­
sivamente otros derechos básicos del hombre, cuanto como con­
servación de los equilibrios precisos para.que el ambiente posibi­
lite el desarrollo de los demás derechos, lo cual permite una 
visión más dinámica del derecho y legitima la inevitable acción 
del hombre sobre el medio dentro de un marcó razonable. 

Por lo que respecta al ·objetivo de autoprotección de la 
Humanidad es necesario rechazar una postura que pretenda 
tachar este fin de desproporcionado. La defensa de la humani­
dad frente al deterioro de la biosfera 'no podría garantizarse par­
cialmente, por lo que sólo cabe un derecho reconocido univer­
salmente a todos los seres humanos y un desarrollo normativo 
igualmente universal para asegurarla. 

Un aspecto de este objetivo de nuestro derecho merece la pena 
ser resaltado. El derecho al ambiente, a través de este fin, proyecta 
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su existencia temporalmente sobre las generaciones futuras de la 
humanidad, instaurando una suerte de principio de olidaridad 
intergeneracional. Lógicamente sería demasi�do aventurado pro­
clamar que se está reconociendo este derecho a quienes todavía no 
existen y no constituyen por tanto, ujetos a quienes pueda lmpu­
t�e un derecho; pero .na es menos cierto que Jo derechos huma­
nos se reconocen extratemporalmente y que, así como no surgen 
del ordenamienLo, puede afumarse que tienden a peiperoarse, sin 
que el ordenamiento esté capaci tado para revocarlo o modificar­
los en su contenido esencial. De otra parte, la existencia de un 
deber de las generaciones actuales de conservar un ambiente ade­
cuado para las futuras puede acercamos a la idea de la presencia 
de un derecho correlativo a tal deber a favor de éstas. 

Por ú l t imo, es preci o afirmar también que el derecho al 
ambiente e�cierra un rercer objetiv on clara connotacione 
jurídica . En efe to, el derecho al ambiente pretende hacer efec­
tivo el principio de igualdad esencial de los seres humanos, al 
menos en lo que concierne a esos condicionamientos del entor­
no que pueden afectar al desarrollo de otros derechos de la per-

'\. sona. Las desigualdades entre hombres en razón de criterios 
sociales se ven agrandadas por la presencia de desigualdades en 
las condiciones ambientales, ya que, si bien el macroambiente 
al que más apriba aludíamo. afecta antes o de pués a todos los 
seres que '\! iven en el .planeta, la vida concreta de las personas 
depende mucho más, a corto y medio plazo de su mioroambien­
te lndivldual, cu�a degradación va en no. pocas ocasiones, eo 
relación directamente p.ropo ·cional a su gradQ de degradación 
económica y social. Por todo ello� este tercer objetivo, señalado 
al prQcurar hacer reales mayore co as de igualdad, otorga al 
derecho que estudiamos una verti nte transformador-a que resul­
ta obligado resaltar en una realidad mundial tan desgarndora-
mente de igual como la que hoy vivimos. 

· 

CARACTERISTICAS DEL DERECHO AL AMBIENTE 

Proclamado el derecho a un ambiente adecuado como un 
derecho humano, resultarán de aplicación al mismo todas las 
notas esenciales al resto de los derechos fundamentales del 
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hombre, esto es, irrenunciabilidad, imprescriptibilidad e inalie­
nabilidad. Como quiera que h,emos categorizado también el 
derecho al ambiente como uh derecho de orden social -no per­
teneciente a los derechos humanos de primera generación­
hi;tbrá que suponer que participa igualmente de las característi­
cas comunes a este subgrupo de derechos humanos. Particular­
mente, el derecho al ambiente participa de la juventud de este 
tipo de derechos y de su carácter finalista. En efecto, la preocu­
pación · generalizada por la conservación del medio en la Tierra 
no ha p dido otra cosa que configurar e 'te derecho como una 
meta a al.canzél.r, lln deseo públicamente anunciado que ha 'de 
guiar al cuerpo ocial má que como un ámbito de libertad pro­
tegible frente a los abuso de etros· t1jetQ . Es por tanto, lo que 
podríamos denominar un derecho mediato, fren te a los derechos 
esencialmente irunediatos de carácter civil y político. 

Como señala Uruena ,  siguiend,o a Vasak, «el derecho al 
medio ambiente sano es también un derecho ideológico, pu,es 
aspira a expresar una ideologfa común a la Humanidad» (6). 
Claro está que el mayor o _m'enor arraigo que esta supue ta 
ideología e ológ ica puede tener difer i rá prof-undamente en 
una u otra parte del globo en función de razones económicas 
y cu lturales. Sm embargo, no e menos claro q_ue Las reticen­
cia que en ocasione se han mosu·ado de-sde se rores diferen­
tes del llamado Tercer Mundo a los planes e ideas pretendidos 
por los países ricos del Norte, no han buscado poner en cues­
tión el fondo ideológico que coloca al equilibrio ecológico 
'como valor preferente. 

El derecho a un ambiente adecuado es también categoriza­
do como un derecho indivisible, precisamente por la constata­
ción de que e J  atague al entomo supone una degradación del 
macroambiente al que todos tenemos dere ho. Se trata de un 
derecho que debe basar grao parte de su apJ icaeión y efectivi­
dad en la coordinación y en la oJ idar:idad (7). La abstención 

(6) URUEÑA ALVAREZ, María Rafaela. El derecho a .un medio ambiente 
sano como derecho humano. En Problemas internacionales del medio 
ambiente, Universidad autónoma de Barcelona, 1985, p. 221. 

(7) Véase el artículo 45.2 in fine de la Constitución española de 1978. 
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conecta de la mayoría de los ciudadano no logra impedir que 
el ataque al ambiente por una minoría afecte, en mayor o 
menor medida, al derecho de todos. E por el lo, además d un 
derecho indivi,sible un derecho interdependiente, cuya efica­
cia  o protección no puede asegurar e individualmente, sino 
siempre en reladón con el derecho de Les demás sujetos. De 
aquí deriva también el hecho de que las normas que lo desa­
rrol lan, sto es, el cuerpo jurídico ambiental tenga en su fron­
tispicio la nota de la prevención. por .cuanto resulta especial­
mente difíci l  lograr la protección con posteriondad a producir­
se su vulneración. 

El derecho a disponer de un ambiente adecuado e igual­
mente un derecho minimo uno de cuyos fines e garantizar ese 
marco físico necesario para que en él se de arrolle la personali­
dad de su titular. la característica mínima de este derecho résul­
ta importante por cuanto el reconocütúento de 'un derecha pro­
duce necesariamente un recorte en la potencialidades lícitas de 
todas las per ona : Entender el derecho al ambiente en un. enti­
do má �plio que el mínimo preciso, puede obstacul izar deter­
m · nada acluaciones del hombre sobre l a  biosfera, q u e  no 

apondrían una altera ión de sus fine . i atendemos a que un 
objetivo primordiát de todo derecho humano es no sólo garanti­
zar sino ampliar1 en la medida de Lo posible, la libertad de la 
persona, otorgaremos al  carácter mínimo del derecho al  ambien-
te la importancia adecuada., 

· 

Finalmente, la nota de juventud que, como queda señala­
do, también ostenta este derecho, provoca inevitablemente 
que e trate de un dereeho humano en con trueción cuyo per­
feccienamiento, delimitación y efectividad precisan. aún de 
una evolución que pueda traer consigo una mayor identifica­
ción en Ja represenfaóión mental de cada individuo acer�a de 
su significado real. 

CONSECUENCIAS DEL DERECHO AL AMBIE NTE 

El reconocimiento de la existencia de un derecho determina­
do genera inmediatamente una serie de deberes correlativos o 
inherentes. Por una parte, se encuentra el deber del titular del 
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derecho de usarlo adecuadamente a su finalidad, y por otro lado, 
están los deberes de los restantes sujetos en orden al respeto. a 
tal derecho y a facilitar su cumplimiento. 

El derecho a un ambiente sano genera asimismo un cúmu­
lo de deberes que pueden ser · orienta�os en tres direcciones 
atendiendo a los sujetos destinatarios de los mismos. En pri­
mer lugar, surgen deber.es imputables a todos los individuos, 
en cuanto que titulares del derecho y oblígados al respeto de 
los derechos de los restantes miembros de la colectividad. En 
segundo lugar, nacen también deberes para los diferentes 
colectivos de cualquier naturaleza, los cuales se ven impelidos 
a respetar igualmente el libre ejercicio del derecho de cada 
uno y a procurar asegurar su cumplimiento. Por último , el 
derecho al ambiente · genera un importante grupo de deberes 
que tienen como destinatario al Estado y que revisten carácter 
tanto negativo como positivo. 

Estos deberes cuya titularidad corresponde al Estado tk­
nen una vital importancia en la protecdón de un derecho a 
un ambiente adecuado. Ello resulta así, en gran parte, por 
tratarse de un derecho que necesita para su protección de téc­
nicas predominantemente preventivas, que en muchas oca­
.siones só�o el Estado puede articular. Por otra parte, la gene­
ralidad de las normas de rango constitucional o legal que tra­
tan acerca del medio proclaman, con mayor o menor concre­
ción, deberes u .  obligaciones a cargo del Estado o de los 
poderes públicos, aun en los casos en que no se reconocen 
explícitamente el derecho al ambiente (8). No . obstante, la 
afirmación de dichas · obligaciones a costa del Estado debe 
avalar la idea de la existencia de unos correlativos beneficia­
rios, que en este caso serían los ciudadanos cfel país en cues­
tión, sujetos titulares del derecho. Beneficiarios que , a su 
vez, señálese o no en el Derecho positivo, ostentan una serie 
de deberes en el mismo campo. 

(8) El ejemplo más cercano de este caso lo encontramos en la Constitución 
griega de 1 975, artículo 24. En el mismo sentido, Constitución de Panamá 
de 1972, art. 1 1  O y Constitución de India de 1977, art. 48 A. 
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El reconocimiento del derecho al ambiente genera también 
otras varias consecuencias, entre las que destacan la justiciabili­
dad y la participación. 

El Derecho posee sus propias instituciones en orden a 
garantizar el cumplimiento de los derechos individuales. Fun­
ción importante en este campo es la que realiza el ordenamien­
to sectorial o conjunto de normas dictadas para el desarrollo de 
un derecho, máxime si consideramos la gran necesidad que 
tiene la protección c,iel entorno de ser una política fundamental­
mente preventiva. 

Sin embargo, la existencia de un derecho individual y gene­
ralizado abre automáticamente la puerta a su protección por la 
vía del acceso a la tutela jurisdiccional .  De esta forma, debe 
arbitrarse un correcto ensamblaje del derecho a un ambiente 
adecuado con el ordenamiento procesal, en orden a facilitar la 
le·gitimación, lá posibilidad de defensa de los intereses ambien­
tales y la restaura�ión de los daños causados al medio. Esta jus­
ticiabilidad del derecho, no obstante, ha de resultar obligada­
mente matizada en función del contexto social y económico en 
que haya de aplicarse. En cualquier caso , el derecho a un 
ambiente adecuado debe dar lugar a la instauración de una serie 
de procedimientos garantizadores, parte de los cuales· han de 
tener carácter judicial. 

Por fin, es sumamente trascendente señalar que entre los 
deberes asignados al Estado en función de la protección def 
ambiente, se encuentra el de fomentar y aseg�rar la participa­
ción de las personas, tanto en la elaboración de las políticas 
ambientales '  cuanto en el conjunto de la actuación pública para 
la protección de este derecho. La participación debe orientarse, 
tanto a los individuos como a los colectivos sociales, y otorgar a 
unos y otros un estatuto positivo, de actuación frente al entorno, 
complementario de la faceta negativa de absteneión o respeto a 
la ·esfera que cubre el derecho de los demás individuos. El fun­
damento de este juego participativo reside en la necesidad de 
una solidaridad global para la efectiva protección del entorno. 
La participación ciudadana es; pues, consecuencia fundamental 
del derecho a un ambiente sano por ser un derecho de solidari-
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dad y los poderes públicos correspondientes vienen obligados a 
ctear los mecanismos precisos para hacerla real y efectiva (9). 

EL DERECHO AL AMBIENTE EN EL CONJUNTO 
DE LOS DERECHOS HUMANOS. 

Las relaciones que surgen entre el derecho a gozar de un 
ambiente sano y otros derechos de naturaleza básica para el 
hombre pueden abordarse desde diferentes perspectivas y postu­
ras. De esta forma, encontramos en la doctrina a quienes ven en 
las relaciones mencionadas un� fuente de enriquecimiento para 
los derechos humanos, y también a aquellos que afirman que el 
reconocimiento del derecho a un entorno adecuado genera con­
tradicciones en el grupo de los derechos básicos (10)� 

Esta segunda postura parte de considerar que todo derecho 
nuevo aporta con su presencia no sólo deberes, sinq también 
restricciones en las esferas iniciaJe de actuación de otros dere­
chos� .Dentro del bloque de los derechos hwnanos puede, a u 
-vez, considerarse que determinado · derechos serán más e,nsi­
bles que otros a la irrupción de un nuev·o interés protegidb. Así 
parece q_ue los derechos de carácter social, económico O 'cultural 
pueden resultar en mayor medida invadidos por el derecho al 
ambiente que los tradicionales derechos civiles y políticos. 
Siguiendo a Dore ( 1 1 ), podríamos relatar una serie de recortes 
en la esfera de determinados derechos provocados por la irrup­
ción del derecho que aquí estudiamos. Una lista de derechos y 
libertades afectadas en este sentido sería la siguiente: 

(9) Esta convicción de la necesidad de la participación en la puesta en prác� 
tica de este derecho es la que inspfró la redacción de la Declaración de 
Salzburgo de .2 de diciembre de 1980, nacida con ocasión de la Segunda 
Conferencia Europea Ambiente y derechos del Hombre, organizada por 
el Instituto por una Política Europea del Ambiente y el Instituto Interna-
cional de los Derechos del Hombre. 

· 

( 10) MEKOUAR, Mohamed Ali. Le droit á l'environnement dans ses rapports 
avec les autres droits de l'homme, p. 93 y ss. 

( 1 1 )  DORE, F. Conséquences des exigences d'un environnement équilibré et 
· 

sain sur la définition, la portée et les limitations des différents droits de 
l 'homme. Rapport a la Conférence de Strasbourg, vol. 1, pp. 7 y SS. 
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a) la libertad de movimiento, restringida en la medida en 
que el acceso a determinadas áreas protegidas quede 
prohibido º· sometido a autorización; 

· 

b) la libertad c,ie residencia, afectada por las diferentes nor­
. mas protectoras de espacios determinados; 

c) la libertad de reunión, limitada por el alcance de las nor­
mas de protección contra et ruido; 

d) el derecho a la igualdad, por cuanto determinadas medidas 
de ordenación del territorio pueden introducir desigualda­
des entre zonas o discriminaciones entre particulares; 

e) el derecho a la familia, que podría verse condicionado 
con medidas de política demográfica con vistas a la pro­
tección dei medio; 

f) el derecho al desarrollo, que puede entenderse afectado 
por las limitaciones que suponen al crecimiento econó-
mico deterininadas exigencias ambientales; 

· 

. 
. 

g) el derecho .al trabajo, amenazado por medidas de policía 
ambiental o resoluciones judiciales que provocan el cierre 
o el traslado de determinadas instalaciones industriales; 

h) el derecho a la propiedad, afectado frecuentemente en 
sus facultade� de usp y disposición por normas de inspi­
ración ecológfca. 

Sin embargo, como ya queda dicho, la perspectiva opuesta es 
también posible y, probablemente, más acertada, por cuanto resulta 
evidente que en la compaginación entre los diferentes derechos de 
la rriisma persona y entre los derechos de las diferentes personas, 
surgen zonas de fricción que, lejos de linH.tar el alcance de los dere­
chos primeramente reconocidos, ayudan a modhlarlos y orientarlos 
en un sentido más beneficioso para el conjunto de la coiectividad. 
El que exista un número creciente de derechos reconocidos como 
humanos no implica que la libertad del hombre vaya acotándose 
progresivamente, sino más bien que van econtrándose valores y 
objetivos comunes a la humanidad, a los que deben acomodarse los 
viejos derechos, y que se expresan en el ordenamiento a través de 
estos nuevos intereses protegidos, como es el caso del derecho al 
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ambiente. Recordemos en este punto que el derecho a disponer de 
un entorno adecuado ha sido definido como un derecho ideológico 
o como un derecho que expresa el «horizonte emancipatorio a 
alcanzar» (12), resaltándose así su función orientadora. 

A este respecto, resulta gratamente ilustrativa la evolución que 
ba experimentado el derecho de propiedad desde su concepcjón 
clásica li�ral hasta la actual, que comprende su innegable función 
social. Entender esta evolución como un recorte de la libertad de 
los propietario ería errar en el análi is, por cuanto el margen de 
libertades que los derecho ofrecen al hombre ha de ser estudiad0 
en una perspectiva de conjunto, atendiendo hoy día a los benefi­
cios que, vía nuevos derecho , e han canalizad<:.> gracias al reco­
nocimiento de la función social del derecho de propiedad. . 

En atención a ello, yS consecuente proclamar que el adveni­
miento de un derecho a disponer de un ambiente saludable ha 
supuesto un enriguecüniento en la concepción habitual de 01rns 
derechos de la persona. En este sentido, podem_os nuevamente 
configurar una lista de derechos en lo que los ·efectos po itivos 
de Ja protección del medio resultan más palpables. Dentro de 
este listado podrían quedar incluidos los siguientes derechos: 

. 

a) el derecho a la igualdad, reforzado considerablemente po,r 
la instauración de una ética ecológica que promueva un 
tratamiento general del problema ambjental pennitiendo 
soluciónes globales. a los pro�Iemas e igualando así las 
condiciones ambientales de todo los seres del planeta; 

b) la libertad de movimiento, que puede verse favoreqida por 
una política de d�'Privitización de determinada zonas de 
interés natural, abiertas, por tanto, al acceso de todos; 

c) el derecho al ttabajp, favorecido por la aparición de nue­
vos puestos laborales en el campo del medio ambiente, 
así como _por el amejoramiento d e  las condiciones 
ambientales de trabajo; 

( 12) PEREZ LOÑO. Comentario al artículo 45 de la Constitución. En 
ComeT1tarios a las leyes polftieas, obra dirigida por ALZAGA VILLAA­
MIL. Madrid: Editorial Revista de Derecho Pri�ado, 1984. 
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� . 

d) el derecho a la propiedad, que se beneficia de las norma­
tivas ambientales tendentes a prevenir inmisiones moles­
tas, insalubres o antiestéticas; 

e) el derecho a 11;t salud, que indudablemente adquiere una 
mayor dosis de efectividad con el reconocimiento del 
derecho a disponer de un ambiente sano; 

t) la libertad de asociación, ampliada a colectivos cuyos 
objetivos versaban sobre la materia ecológica; 

g) el derecho a la participación en los asuntos públicos que, 
como ya queda señalado, ha de experimentar un nutrido 
ensamblaje con el derecho al ambiente para hacer a éste 
un derecho más efectivo y prevenir su cumplimiento; 

h) el derecho a la información, dotado en el medio ambien­
te de un campo adecuado para su expansión y para su 
coordinación con el derecho a la participación; 

i) el derecho a la educación, enriquecido con una materia 
de importancia vital para la propia subsistencia de la 
humanidad. 

El reconocimiento por la sociedad internacional de la exis-
. tencia de un derecho básico a disponer cíe un ambiente sano y 

adecuado es, en consecuencia, un dato positivo y un avance en 
la progresiva concretización de los valores que la humanidad se 
autoimpone como guía de su devenir histórico. El paso inme­
diatamente necesario consiste en la recepción, por los diferentes 
ordenamientos vigentes en el mund, de este derecho al mismo 
nivel que otros derechos humanos similares, y en la instauración 
de los mecanismos jurídicos precisos para asegurar su efectivi­
dad en función del concreto conte.x:to económico y social en que 
vaya a resultar aplicado. 
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EL DERECHO AL AMBIENTE 
· .  - COMO DERECHO 

CONSTITUCIONAL 





La aparición generalizada de 'una preocupación por los pro­
blemas medioambientales que se produjo en el mundo a finales 
de los años sesenta, trajo consigo el inicio de la cristalización 
positiva del derecho del hombre a gozar de un entorno físico 
adecuado para el des�ollo de su · personalidad. La Conferencia 
de Estocolmo, celebrada en junio de 1972, supuso un punto de 
partida indiscutible para el reconocimiento jurídico de esta 
necesidad al afirmar que «El Hombre tiene el derecho funda­
mental a la libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones de 
vida adecuadas en un medio de calidad tal que le permita llevar 
una vida digna y gozar de bienestar, y tiene la solemne obliga­
ción de proteger y mejorar el medio para las generaciones pre­
sentes y futuras.» ( 1 ). Esta misma Declaración exhorta a los 
Estados a cooperar y trabajar en el desarrollo de un Derecho 
internacional del ambiente (2), único cuerpo normativo capaz 
de hacer frente a muchos de los problemas ambientales con que 
se encuentra hoy día la humanidad, y necesario para completar 
la real protección de los derechos humanos: 

Sin embargo, y dadas también las varias limitaciones que 
sufre en su aplicación y desarrollo el Derecho internacional, no 
es Il'tenos importante el proceso de asunción por cada Estado 
del derecho al ambiente y su con:espondiente juridización. Esta 
nueva ideología ecológica que se extiende en la conciencia 

( 1 )  Principio de la Declaración de la Confer.encia de las Naciones Unidas 
' sobre el Medio Humano, hecha en Estocolmo el 16 de junio de 1972. 

(2) véanse los principios 22, 24 y 25 de la Declaración. 
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colectiva, ha de tener su plasmación j urídica en el reconoci­
miento al más alto nivel del de,recho a disponer de un entorno 
adecuado, en el seno de cada ordenamiento. El primer resulta­
do de ello ha sido la afirmación del derecho en varias Constitu­
ciones aprobadas con posterioridad a la Conferencia de Esto­
colmo (3), pasando a constituirse como un derecho constitucio­
nal en algunos Estados.  Otros ordenamientos han preferido 
incorporarlo por la _vía legislativa, si bien ha de notarse que la 
tendencia general apunta a una progresiva constitucionaliza­
ción del derecho al ambiente en un buen número de países. 
Razones de rigidez constitueional justifican la necesaria lenti­
tud de este proceso. 

En cualquier caso, esta fase de constitucionaliza.ción no se 
produce simplemente por tratarse de un derecho ideológico, 
sino, sobre todo, por constatarse su elevada trascendencia. La 
incorporación a leyes fundamentales de este derecho obedece, 
en consecuencia, a una preocupación por dotarle de mayores 
instrumentos de defe'nsa y de mayor autoridad. En efecto, el 
acceso a.la constitución material de cada ordenamiento determi­
nará igualmente el acceso a técnicas privilegiadas de protec­
ción, el esclarecimiento de los deberes públicos y particulares 
que genera su reconoc,imiento y su elevación a la categoría de 
principio rector de las políticas públicas y de la actuación de los 
ciudadanos. El reconocimiento constitucional que se va hacien­
do del derecho al ambiente supone, por tanto, un avance cualita­
tivo de suma importancia, que refuerza su consistencia como 
auténtico derecho humano. 

DERECHO CONSTITUCIONAL COMPARADO 

Las peculiaridades internas de cada ordenamiento jurídico 
provocan que sea una labor complicada encontrar criterios váli­
.dos para efectuar una comparación correcta de los diferentes 
ordenamientos constitucionales en tomo a un derecho concreto. 
Este problema se acentúa en cierta medida ·al intentar el acerca-

(3) Claro ejemplo de ello lo constituyen las Constituciones de los Estados 
español y .portugués. 
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miento a la regulación que los diferentes Estados ofrecen a un 
derecho de carácter reciente; como el que nos ocupa. 

Establecidas estas salvedades, es preciso afinnar, no obstan­
te, quct cualquier derecho de naturaleza humana, y con mayor 
motivo el derecho al ambiente, por ser un derecho de solidari­
dad cuyo cumplimiento en últimó término sólo puede prÓducir­
se globalmente, precisa de una visión de la panorámiGa interna­
cional y comparada que acompañe a su estudio concreto en un 
ordenamiento, . En materia de derechos económicos, sociales y 
culturales re.sulta imprescindible conocer con la mayor preci­
sión posible no sólo el marco humano en que van a ser aplica­
dos, sino también el entorno político que rodea. este espacio. No 
en vano, la efectividad de un derecho de esta clase en un país 
concreto puede verse afectada en mayor o menor medida por la 
virtualidad que ese mismo derecho pueda tener en los Estados 
geográfica o socialmente afines .  E i ncluso en el tema del 
ambiente1 es preciso disponer de una perspectiva global que 
alcance el conjunto del planeta. 

Hoy día puede decirse que un número considerable de Estados 
han incorporado a su Constitución formal la temática medioam:­
bientaJ, bien por ser Constituciones relativamente recientes, bien 
por ha�r modificado parcialmente el texto anterior. Sin embargo, 
las diferencias entre unos textos y otros son aún manifiestas y eri 
atención a ellas podemos establecer la existencia de tres tipos de 
tratamientos constitucionales sobre el objeto ambiental: 

a) Constituciones que reconocen el derecho a un ambiente 
adecuado. 

'b) Constituciones que proclaman el deber del Estado o de 
los ciudadanos de proteger el ambiente. 

c) Constituciones que introducen la temática ambiental sin 
señalar derechos o deberes específicos. 

l. Constituciones que reconocen el derecho 
a un ambiente adecuado 

Esta categoría es la que recoge, sin duda, la �spiración 
máxi.ma en 'la constitucionalización del derecho al · ambiente, 
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aun cuando el reconocimiento del derecho pueda dar lugar a 
consecuencias diferentes en función de cada ordenamiento. 
Los Estados que se incluyen en este primer bloque de países 
son los siguientes: 

* Polonia, Constitución de 22 de julio de 1952, artículo 7 1 :  

«Los ciudadanos de la República Popular de Polonia 
tienen derecho al aprovechamiento de los valores del 
ambiente natural y el deber de defenderlos». 

Este derecho informa también el artículo 12 de la Constitu­
ción polaca y la redacción de la Ley de 3 1  de enero de 1980 
sobre la Protección del Ambiente. 

• 

* Yugoslavia, Constitución de 21  de febrero de 1974, artí­
culos 192 y 193: 

«El Hombre tiene derecho a un medio ambiente 
sano. La Comunidad social asegurará las condiciones 
para el ejercicio de este derecho». 

«Toda persona que explote el suel.o, agua u otros bie­
nes naturales deberá hacerlo de tal forma que asegure las 
condiciones de trabajo y de vida del hoQ'lbre eri un medio 
ambiente sano. Y todos tendrán la obligación de conser­
var la naturaleza y sus bienes, los objetos naturales de 
valor y los monumentos, culturales.» 

El ambiente está también presente en el preámbulo, en su 
pámifo quinto, y en los artículos 85, 86 y 87. 

* Illinois, Constitución del Estado, artículo 2.2º: 

«Toda persona tiene derecho a un ambiente sano. 
Cualquiera puede poner en práctica este derecho contra 
toda persona pública o privada por medio de los procedi­
m�entos legales apropiados, sometidos a las limitaciones 
razonables y establecidos en función de las leyes que 
pueda aprobar la Asamblea.» 

El mismo texto señala en su artículo 1 1  la obligación del 
estado de proteger el entorno. 
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* Portugal, Constitución de 1 976, artículo 66: 

« 1 .  Todos tendrán derecho a un ambiente humano de 
vida, saludable y ecológicamente equilibrado, y el deber 
de defenderlo. 

2. Corresponde al Estado, mediante órganps propios y 
la llamada a iniciativas populares: 

a) prevenir y controlar la contaminación y sus efec­
tos y las formas perjudiciales de erosión. 

b) ordenar el espacio territorial de forma tal que 
resulten paisajes biológicamente equilibrados. 

e) crear y desarrollar reservas y parques naturales y 
de recreo, así como clasificar y proteger paisajes 
y lugares, de tal modo que se garantice la conser­
vación de la naturaleza y la preservación de valo­
res culturales de interés histórico y artístico. 

d) promover el aprovechamiento racional de los 
recursos naturales, salvaguardando su capacidad 
de renovación y la estabilidad ecológica. 

3 .  Todo ciudadano perjudicado o amenazado en el 
derecho a que se refiere el numero primero podrá pedir, 
con arreglo a lo previsto en la ley, la cesación de las 
causas de v iolación del mismo y la correspondience 
indemnización. 

4. El Estado deberá promover la mejora progresiva y 
acelerada de la calidad de vida de todos los portugueses.» 

Otros aspectos relacionados con la ecología se recogen en 
los artículos 9, 8 1 ,  9 1 ,  1 03 y  1 68 de la Constitución lusitana. 

* Corea del Sur, Constitución de 27 de octubre de 1978, 
artículo 33: 

«Todos los ciudadanos tienen el derecho de vivir en 
un ambiente adecuado. El Estado y todos los ciudadanos 
tienen el deber de proteger el ambiente.» 

* España, Constitución de 6 de diciembre de 1978, artículo 45. 
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* Perú, 'Constitución de 12  de julio de 1979, artículo 1 23 :  

«Toda persona tiene el  derecho de vivir eD; un medio 
sano, ecológicamente equilibrado, apropiado al desarrollo 
de la vida, a la pre ervación del paisaje y de la Naturale­
za. 'Toda persona tiene el deber de conservar dicho medio. 
El Estado tiene la obligación de prevenir y controlar la 
contaminación.» 

Otras referencias al ambiente y a los recursos naturales 
pueden encontrarse en los artículos 1 18 y 1 1 9  de la Constitu­
ción peruana. 

Junto a este bloque de Estad s que reconocen . de forma 
clara el derecho a disponer oe un ambiente adecuado, puede 
colocarse un peqµeño subgrupo de constituciones .americanas 
que hacen mención de parcelas de este mismo derecho o lo 
describen de forma genérica. En este línea se enmarcan los 
Estados siguientes: 
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* Pensilvania, Constitución del Estado, artículo 1 .27º: 

«Las personas tienen derecho al aire puro, al agua 
pura y a la preservación de los valores naturales, paisajís­
ticos, históricos y estéticos del entorno. Los recursos 
naturales públicos de Pensilvartia son propiedad común 
de todo el pueblo, comprendidas las generaciones venide­
ras. Como depositaria de estos recursos, la Comunidad 
debe conservarlos y mantenerlos en beneficio de todos.» 

* Massachusetts, Constitución del Estado, artículo 49: 

«Las personas deben poder tener derecho a un aire y 
a un agua puros, a la supresión de los ruidos excesivos e 
inútiles, a las cualidades naturales, paisajísticas, históri­
cas y estéticas de su entorno ( . . .  ) .» 

* Rhode Island, Constitución del Estado, enmienda 3 7 .1  º:  

«Las personas son garantizadás en su derecho a usar 
y gozar de los recursos naturales ( . . .  ) .» 

* Texas, Constitución del Estado, artículo 16.59 a): 



«Son declarados derechos y deberes públicos la con­
servación y el desarrollo de todos los recursos naturales 
del Estado.» • · · 

* Nicaragua, Estatuto sobre Derechos y Garantías de los 
Nicaraguenses, de 1 979, artículo 2: 

«El Pueblo nicaraguense tiene el  derecho de disponer 
libremente de sus riquezas y recurso

.
s naturales.» 

Varios son también los países que están en camino de incer­
porarse al grupo de Estados que reoonocen constitucionalmente 
el derecho al ambiente. En este sentido es de destacar el intento 
de parte de la  doctrina est�dounidense de añadir ana nueva 
enmienda a la Constüueión de 1 787 con esta finalidad. No ob -
tante no haberse materializado aún e te deseo� Ja jurlsprudenoia 
de aque1 país viene señalando que el derecho al ambiente tiene 
su acomodo •en la actual enmienda novena de la Constitución, 
que señala que aunque se enumeren expresamente ciertos dere­
chos, no deb� entender e que la Constitución americana niegue 
o menosprecie otros derechos. que conserva el pueblo. 

En Francia se produjo asinllsmo un intento de reforma de la 
Constitución en el año· 1978 en el cual la Comi ión Especial de 
Reformas Constitucioniles de la Asamblea Nacional redactó el 
siguiente proyecto: 

«Todo hombre tiene el derecho a un ambiente equili­
brado y sano y el deber de defenderlo. A fin de asegurar la 
calidad dé vida de las generaciones presentes y futuras, el 

• 

Estado protege la Naturaleza y los equi l ibries ecológicos. 
Vel a  por la explotación racional de los recur o naturales.» 

En el continente americano, los estados de Ontario y Alber­
ta han estudiado también la reforma constitucional en orden a 
incorporar el derecho a un entorno adecuado. Po;r su parte, en 
Argentina se ha considerado la misma hipótesis,  llegando a 
redactarse un texto tras la celebración'de las Primeras Jornadas 
Argentinas de Derech y Administración del Ambiente. En este 
proyecto se reconoce el derecho a vivir en un medio físico y 
social sin elementos nocivos para la salud, y a la conservación 
de los recursos naturales, culturales y estéticos. 
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Por último es también de destacar el papel que la interpre­
tación jurisprudencia! o doctrinal de diferentes países ha jugado 
reconociendo la existencia de este derecho en c láusuJas de 
ca"rácter más genérico. Además deJ caso ya itado de los Esta­
dos Unidos de América, pueden mencionarse los de la Repúbli­
ca Federal de Alemania y Japón. En Alemania se interpreta que 
eÍ derecho al ambiente queda inserto en el articula 2.2-º de la 
Ley Fundan1ental , cuando afirma que todos tienen derecho a la 
vida y a la integridad física. En_ Japón� p r su parte, �a interpre­
tación deriva la existencia de este derecho de los artículos 1 3  y; 
fundamentalmente, 25 de la Constitución de 1 946, que sefiala: 

«Todos tienen derecho al mantenitniento de un míni­
mo nivel de bienestar y de civilización. Eri todas las face­
tas de la vida, el Estado se esfuerza ert promover y .acre­
centar el progreso social, la seguridad y la salud pública.» 

2. Constituciones que proclaman el deber del Estado 
o de los ciudadanos de proteger el ambiente. 

Las Constituciones que se enmarcan en este segundo grupo 
no llegan al reconocimiento explícito de un derecho al ambien­
te pata sus siu ad ano . Sin em bai;go, la proclamación de un 
deber del Estado o, en algunos casos del conjunto de los ciu­
dadanos, de proteger el ambiente: o sus com�onentes, no acer­
ca a la idea de la existencia b:n�lícita de un derecho cerrelativo 
a favor de éstos en cuanto al disfrute de un ambiente adecuado. 
En este sentÍdo, se produce en estas Constituciones un i'econo­
cinúento meno decidido del derecho, y se acentóa su función 
de principio orientader de la actuación pública y particular, 
como- oorresp0nde a la mayoría de los derechos de carácter 
social y económico. 

Como queda vis to, esto deberes a cargo del Ec;tado o de los 
ciudadanos quedaµ recogidos también en las Constituciones que 
reconocen explícitamente el derecho a un ambiente saludable. 
Entre los textos que recogen estas obligaciones sin mencionar 
expresamente la existencia de derechos, pueden encontrarse los 
de los Estados siguientes: 
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* Checoslovaquia, Constitución de 1 1.  de julio de 1 960, 
artículQ 1 5 .2º: 

«1;:1 Estado vela por el acondicionamiento y la protec­
ción de la Naturaleza y por la conservación de las belle­
zas regionales de la patria, con el fin de crear sin cesar 
fuentes de bienestar para el pueblo y un medio apropiado, 
que sea favorable para la salud de los trabajadores y que 
les permita retomar las fuerzas.» 

* Bulgaria, Constitución de 16 de mayo de 1 97 1 ,  artículo 3 1 :  

«Constituye una obligación para los órganos del Estado, 
las Empresas, las Cooperativas y las organizaciones sociales, 
y mi deber para todo ciudadano, la protección y salvaguardia 
de la Naturaleza y de las riquezas naturales ( . . .  ).» 

* Hungría, Constitución de 19 de abril de 1972, artículo 69: 

«Son deberes fundamentales de los ciudadanos de la 
República popular de Hungría ( . . .  ) proteger los valores 
naturales Y. culturales del país ( . . .  ) .» 

La misma ·preocupación ambiental inspira el artículo 57 
de la Constitución magiar y la Ley 2/76 sobre la Protección 
del Ambiente. · 

* Grecia, Constitución de 9 d� junio de 1975, artículo 24: 

«Constituye una obligación del Estado la protección 
del ambiente natural y cultural. El Estado estará obligado 
a adoptar medidas especiales preventivas o represivas con 
vistas a la consumación de aquél.» 

* Albania, Constitución de 1976, artículo 20: 

«Constituye un deber del Estado, de las organizacio­
nes económicas y sociales y de todos los ciudadanos la 
protección de la tierra, de las riquezas naturales, ·de las 
aguas y de la atmósfera contra cualquier daño y contra la 
contaminación.» 

* Jura, Constitución del Cantón de 20 de marzo de 1977, 
artículo 45 : 
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«El Estado y los municipios protegen al Hombre y su 
medió natural contra los perjuicios. Combaten en particu­
lar la polución del aire, del sol, del agua y del ruido. Sal­
vaguardan fa belleza y la originalidad de los paisajes, 
tanto el patrimonio natural como el arquitectónico. El 
Estado pni>tege la faüna y la flora, particularmente el bos­
que. Regula la práctica de la caza y de la pesca.» 

Dentro del marco geográfico europeo puede aludirse tam­
bién al artículo 9 de la Constitución italiana de 1 947, que señala 
como función de la República «la tutela del paisaje y del patri­
monio histórico y artístico de la Nación». Con todo, es claro 
que el vocablo paisaje empleado por la norma fundamental ita­
liana no agota más que parcialmente el campo semántico de la 
voz ambiente, si bien. nuevamente la doctrina, por vía interpre­
tativa, se ha encargado de ir. extendiendo el significado del pre­
cepto constitucional señalado. 

Es también reseñable que las otrora vigentes constituciones 
de la República Democrática Alemana de 1968 y de la Unión de 
Repúblicas Socialistas Soviéticas de 1 977, hacían también refe­
rencia clara al deber de los ciudadanos y del Estado de proteger 
el medio humano en sus artículos 15  y 67 respectivamente. 

Fuera ya del continente europeo, encontramos otros varios 
Estados cuyas cons�ituciones pertenecen a este segundo bloque. 
Entre estos países podemos citar los siguientes:  

· 

54 

* Paraguay, Constitución de 1 967, artículo 132 

* Panamá, Constitución de 1972, artículo. 1 1  O 
* Cuba, Constitución de 1976, artículo 27 

* Chile, Constitución de 1976, artículo 1 8  

* India, Constitución de 1977, artículos 48.A y 5 1 .A.g 

* China, Constitución de 1978, artículó 1 1  

* Sri Lanka, Constitución de 1 978, artículos 27 y 28 

* Thailandia, Constitución de 1978, artículo 65 

* Irán, Constitución de 1979, artículo 50 



Igualmente 'responden al iµismo modelo las Constituciones de 
los estadas norteamericanos de Alaska (art. 8) Florida (art. 2.7), 
Georgia (art . . 3.8) Hawaii (art. 10. J ), Lui&iana (art. 9. 1 ), Michigan 

art. 4.52) Montana (art. 9. 1 ), Nuevo Méx.ieo (art. 20.2 1), l'fueva 
York (art. 14.4), Carolina del Norte (art. 14.5) y Virginia (art. U .  l).  

3. Constituciones que introducen la temática ambiental 
sin señalar derechos o deberes específicos 

Diversas razones son las que pueden provocar la presencia 
de la materia ambiental en el texto constitucional de un país sin 
que ello resulte motivado por el reconocimiento de un derecho. o 
.la proclamación de algún deber . 

. En �l ámbjto europeo, el ambiente goza de presencia explí­
cita en Ja Ley T-<undamental de Bonn de 1949 (artículos 74 y 
75), así como en la Con titución de la Confederación Helvética 
de 1874 (artículo 24), siendo en ambo� casos el objetivo de tal 
presencia la distribución de competencias en esta materia entre 
la federación y los estado o cantones 'miembros. Por su parte, 
la Con'titución sueca de 1 974 menciona la protección de la 
naturaleza y el entorno en su capítulo 8 .7º como materia de 
posible habilitación por la ley al Gobierno. 

Fuera de europa, el reparto de competencias es también. la 
razón que motiva la inclusión de la temática ambiental en las· 
Constituciones de Estados como Filipinas (artículo 14. 1 1  º de la 
Constitución de 1 973), Comores (artículo 30 de la Constitución 
de 1 978) o Nigeria (anexo de la Constitución de 1979). Final­
mente, en Africa, las Constituciones de Ghana y Sudán también 
mencionan la protecdón del ambiente, señalándola como un 
objetivo prioritario (4) . 

· 

Dejando a un lado ya el conjunto de países que han incorpo­
rado a su constitución formal la materia correspondiente al 
medio ambiente, quedan por ser analizadas las legislaciones de 

(4) KROMAREK, Pascale. Que! droit a: l'environnement? Historique et déve­
loppements. En Environnement et droits de i' homme, París: UNESCO, 
1987, p. 142. 
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los restantes Estados, en cuanto pudieran suponer de reconoci­
miento del derecho al ambiente por vía no constitucional. 

En efecto, en varios Estados el no reconocimiento de este 
derecho por la Constitución no implica que no haya sido positivi� 
zado por el ordenamiento jurídico, lo cual usualmente se ha veni­
do haciendo en el marco de una ley general de protección del 
entorno. De este modo, pese a que en estos casos el reconoci­
miento del derecho no alcanza el rango constitucional, este grupo 
de países se acerca a aquellos en que el texto supremo lo recono­
cía explícitamente, Por tanto, suponen igualmente un avance en la 
puesta en práctica de este derecho al ambiente. Dentro de este 
bloque de Estados pueden ser citados los siguientes casos: 

* Hungría, Ley 11 de 1976 sobre la Protección del Ambien­
te, artículo 20: 

« 1 .  En la República popular húngara, la protección 
del entorno humano es interés y tarea de toda la sociedad� 

2. Todo ciudadano tiene el derecho de vivir en un 
ambiente digno de un ser humano.» 

* Colombia, Decreto 28 1 1  de 28 de diciembre de 1974, 
artículo 7: 

«Toda persona tiene el derecho a gozar de un am­
biente sano.» 

La principal normativa colombiana sobre el medio ambiente 
se contiene en el «Código de Recursos Naturales Renovables y de 
Protección del Medio Ambiente», de 19  de diciembre de 1973. 
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* Estados Unidos, Ley Federal sobre la Política Nacional 
del Ambiente de 1969, artículo 101 c): 

«El Congreso reconoce que cad� persona debe gozar 
de un ambiente sano y que todos tienen la responsabili­
dad de contribuir a la preservación y el amejoramiento 
del entorno.» 

* Québec, Ley sobre la Calidad del Ambiente de 1978, artí-. 
culo 19 a): 



«Toda persona tiene derecho a un ambiente sano y a 
su protección, así como a la protección de las especies 
vivientes que lo habitan, en los términos previstos por las 
leyes y reglamentos, autorizaciones y permisos, conforme 
a esta sección.» 

* Indonesia, Ley 4 de 1982, artículo 5:  

« 1 .  Toda persona tiene derecho a un ambiente ade­
cuado y sano. 

2. Toda persona tiene la oblígación de conservar el 
entorno, de prevenir y combatir los daños al entorno y la 
contaminación.» 

Finalmente, hay que señalar que otros Estados, como Fran­
cia y Rumanía, recogen en sus leyes, no el derecho al ambiente, 
sino el carácter de «interés general» que tiene la protección del 
ambiente, lo cual, además de guiar la actuación de los poderes 
públicos en la materia, puede aludir vagamente a derechos de 
los ciudadanos.  Para Francia, este interés se recoge en el artícu­
lo primero de la Ley de 10 de julio de 1976 y en Rumania lo 
hace la Ley sobre la Protección del Entorno de 20 de junio de 
1973, en su primer precepto. 

En resumen, del análisis del derecho comparado en materia 
de reconocimiento del derecho a un ambiente adecuado pueden 
extraerse diversas conclusiones. En primer lugar, resulta mani­
fiesta la tendencia de asegurar una mayor protección y afirma­
ción a este derecho en aquellos textos constitucionales o legales 
de más juventud. Ello es manifiesto en los países del occidente 
europeo, donde las únicas afirmaciones claras se producen en 
las Constituciones de Portugal y España, ambas elaboradas a . 
finales de los años setenta. El resto de Estados vecinos, por su 
parte, o bien han incorporado el derecho por vía interpretativa 
(casos alemári e italiano) o bien se han interesado eh elaborar 
proyectos de reforma constitucional que incorporen este dere­
cho (caso francés), o, finalmente, han ido desarrollando una 
legislación de 'preocupación ecológica sin reconocer explícita­
mente en la Constitución ningún derecho al respecto (caso de 
los países nórdicos). 
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Una segunda concfüsión es la constatación de un acceso 
1 generalizado de la materia ambiental en las Constituciones de los 

Estados pet:tenecientes al que fue llamado «bloque comunista». 
Ello puede comprobarse no sólo en las Constituciones del Este 
europeo, sino también en las de países como Cuba, China o Viet­
nam. A su vez, esta incorporación de la preocupación por el 
medio ambiente en estas Constituciones es realizada bajo la 
pauta común de proclamar un deber del Estado y de los ciudada­
nos en orden a la protección del medio, pero sin reconocer 
expresamente un derecho correlativo de los ciudadanos, salvo en 
el caso de Polonia, Yugoslavia y, en cierta medida, Nicaragua. 

Por último, es destacable también que la preocupación por el 
cuidado del entorno y su consecuencia de reconocer derechos de 
las personas en este sentido, van cobrando carta de naturaleza en 
zonas diversas del planeta, ·e incorporándose a las nuevas creacio­
nes jurídicas. Con ello, parece confirmarse que la conciencia 
sobre los problemas ambientales deja de ser un patrimonio exclu­
sívo de los países desarrollados del Norte, sin poder olvidarse 
tampoco que aún resta un largo camino por recorrer en el proceso 
de constitucionalización del derecho a un ambiente sano. 

EL DERECHO AL AMBIENTE 
EN LA CONSTITUCION ESPAÑOLA 

t: Antecedentes 

El artículo 45.2 de la Constitución republicana de 193 1 es 
el primer precepto que incorpora, aunque de un modo parcial, 
la protección' del ambiente en el ordenamiento constitucional 
del Estado· espafiol. El artículo señalado constituye, pues, el 
único precedente, en toda la historia constitucional española, 
del actual artículo 45 de la vigente Carta Magna de 6 de 
diciembre de 1978. ' 

Este artículo 45.2 de la Constitución de 1 93 1  quedaba 
redactado de la siguiente forma: 
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«El Estado protegerá también los lugares notabl.es 
por su belleza natural o por su reconocido valor artístico 
o histqrico.» 



Lógicamente, el contexto histórico en el que se aprobó la 
Constitución de 193 1  no podía impulsar el reconocimiento de 
un derecho al ambiente, por cuanto la gran preocupación ecoló­
gica aún tardaría má de Lreinta año en manifestarse. Es por 
ello por lo que no ería corre to despre iar el tenor de este pre� 
cepto pese á sus evidentes limita iones. La inclu ión de un 
deber estatal de proteger determinadas zenas de la naturaleza 
Gonstituye en tal época un notable avance a pesar de tratar la 
protecci.ón deJ ambiente ólo desde una óptica parcial y conser­
vadora (5). En efecto, el artículo ·olamente incluye los <.<lugares 
notable por u beliezq natu,ral» como objeto se Ja tutela, lo que 
dista mucho en contenido y en intención, de 1ma tutela global 
del entorno. Igualmente, no se cita a los ciudadanos como suje­
tos de derecho o deber alguno, a la par que el deber que se 
imputa al Estado resulta difícil de fiscalizar. 

Sin embargo el mérito de lá. inclusión de este attfoul0  en. 
su contexto histórico parece relevante, y más si conside�amos 
que este precepto de Ja Constitución de l 93 1 sirvló de guía al 
constitu,yente italiano de 1 947 para redactar su artículo 9.2, 
an.teriormepte itadp, y que hoy es reinterpretado por la doctri­
na de aquel país para fundamentar en él e l  derecho al ambiente 
de los italianos (6) . 

2. Los preceptos relativos al ambiente 
en la Constitución de 1978 

El precepto clave para el medio ambiente en la Constitución 
· de 1978 es, sin· duda, el artículo 45 de la misma, en el que se 
proclama el reconocimiento de un derecho a disfrutar de un 
medio ambiente adecuado para el desarrollo de la personalidad. 
En el mismo artículo se instaura el deber de los ciudadanos de 
conservar el medio ambiente y la obligación del Estado de utili-

(5) «Fragmentnrla, es.tética, ,negativa y �stracta» son los adjetivos empleados 
al resp cto por PEREZ LUÑO en su Comentario al artículo 45 de la 

. Constitución. En Comentarios a las leyes pollticas, obra diÍigida por 
ALZAGA VILLAAMIL. Madrid: RDP, 1 984, tomo IV, p. 259. 

(6) POSTIGLIONE, ll diritto ali' ambiente. Napoli: Jovene editore, 1982, 
p. 39 � SS. 
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zar raci0nalmente los recurso' naturales para mejorar la calidad 
de vida y restaurar el medio. Finalmente, ·se prevé la posibilidad 
de establecer sanciones de naturaleza administrativa y penal 
para castigar y prevenir las violaciones de estos deberes . 

Se trata, en consecuencia, de un artículo equiparable a los 
preceptos ya señalados de. las Constituciones de Polonia, Perú, 

.· Corea del Sur o Portugal, texto este último que ·sirvió a buen 
seguro de ejemplo por su proximidad geográfica y temporal al 
constituyente de 1 978; 

· 

Además de este artícu lo central enmarcado en e� ea_pft l'llo 
referente a los principios rectores de la· política social y econó­
mjca (7), la materia ambiental también se bace presente en otras 
partes de la Constitución. As.(, el título o tavo, al ciLar las com­
petencias exclusivas del Estado (8) y aquellas que pueden ser 
asumidas por las Comunidades Autónomas (9), hace referencia 
directa al medi.o ambiente como materia competencia! en los 
art(culos 149. 1 .23 y 148. 1 .9. También dentro de estos pre ept·os 
y con la misma finalidad delimitadora de Ja ompetencias asu­
mibles en los Estatutos por la Comunidade Autónomas, la 
Constitución e refiere a materia y conceptos tangenciales al 
medio ambiente, como pueden 13er 1 de montes, aprovecha­
mientos hidráulico , sanidad o energía ( 1  O). 

'El artículo 1 32 .2, enmarcado en el título séptimo de la 
Constitución, referido a Economía y Hacienda, menciona los 
recursos naturales, a los que también .alude al artículo 45, como 
bienes integrantes del dominio público estatal ( 1 1 ). 

También el artículo 43, referido al derecho a la protección 
de la salud, es puesto con frecuencia en relación con el medio 

(7) Capítulo 32 del título 1 º, arts. 39 a 52. 
(8) art. 149.I.. 
(9) ' art. 148. 1 .  

( 10) En concreto, pueden verse materias colindantes con. el medio ambiente 
en los números 3,4,5,6,7,8,10,1 1 y 21 del artículo 148 . 1 ,  así como en los 
apartados 16, 19,20,21 ,22,24 y 25 del artículo 149. 1 .  

( 11)  art. 132.2: «Son bienes de dominio público estatal los que determine la ley 
y, en todo caso, la .zona marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial y 
los recursos naturales de la zona econ6mka y la pláta:fonna continental.» 
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ambiente. Por lo que respecta al concepto �alidad de vida, cuya 
mejora es anunciada en el artículo 45 como uno de los fines a 
los que debe tender la utilización racional de los recursos natu­
rales por los poderes públicos, la Constitución alude al mismo 
en el preámbulo, en su párrafo quinto, con una perspectiva 
igualmente finalista, y en el artículo 1 29 . 1 ,. previendo formas de 
participación ciudadana en determinados organismos públicos 
cuya función afecte a dicho· fOncepto. En virtud de este precep­
to deben establecerse mecanismos y fórmulas participativas que 
pueden llegar induso a la delegación de determinadas faculta­
des en organizaciones sociales de probada competencia en la 
materia. También aquí puede encontrar su apoyatura el intento 
de revisión del principio contaminador-pagador, que preconiza 
el párrafo tercero del artículo 45, para orientarlo en un nuevo 
principio contaminador-colaborador ( 12). 

Por último, cabe igualmente aludir aquí al artículo 1 0.2 del 
texto constitucional, cuyo tenor es el siguiente: 

«Las normas relativas a los derechos fundamentales y 
a las libertades que la Constitución reconoce se interpre­
tarán de conformidad con la Declaración Universal de 
Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacio­
nales sobre las mismas materias ratificados por España.» 

Este precepto, que sirve de pórtico de entrada a todo el 
título primero, es también de interés para el derecho a un 
ambiente adecuado recogido en el artículo 45 de la Constitu­
ción, por cuanto consagra a éste y los demás derechos como 
fundamento del orden político. Al mismo tiempo, el apartado 
segundo del artículo 1 O abre cauce a la incorporación de las 
escasas referencias a un derecho al ambiente en las declaracio­
nes internacionales sobre derechos humanos.  En esta línea, 
podemos destacar en este punto, en primer lugar, el. artículo 22 
de la Declaración , Universal de los  Derechos humanos de 
1948, que proclama: 

(12) ESCRIBANO COLLADO, LOPEZ GONZALEZ y PEREZ MORENO. 
Constitución y medio ambiente: bases para u� programa /egislaiivo, 
Universidad de Sevilla, 1982, p. 42. 
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«Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene 
derecho a la Seguridad Social, y a obtener, mediante el 
esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida 
cuenta de la organización y los recursos de cada Estado, 
la satisfacción de Jos derechos económicos, sociales y 
culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarro­
llo de su personalidad.» ( 13) 

Finalmente, el Pacto Internacional de Derechos Económi­
cos, Sociales y Culturales de 1 6  de diciembre de 1966; en su 
artículo 12, señala: 

« 1 .  Los Estados partes en el presente Pacto reconocen 
el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental. 

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados 
partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de 
este derecho, figurarán las necesarias para: ( . . . .) 

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene 
del trabajo y del medio ambiente.» (14) 

3. El concepto constitucional de medi
_
o ambiente 

La misma polémica doctrinal existente a la hora de delimi­
tar los contornos de la expresión medio ambiente en un plano 
abstracto, se traslada al análisis del concepto de medio ambiente 
en la Constitución de 1978. 

El artículo 45 de .la Carta Magna, como resulta lógico y 
en gran parte adecuado, no se aventura a pronunciar un con­
cepto de medio ambiente ni a enumerar los elementos que 
potencialmente lo integran, como tampoco lo hacen la mayo­
ría de las Constituciones de otros Estados, según hemos podi-

( 13) Declaración Universal de los derechos del hombre, adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas en su resolución 217  A de 10 
de diciembre de 1948. 

(14) Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
adoptado por la Asamblea General d� las Naciones Unidas en su resolu­
ción 2.200 A de 16 de diciembre de 1966. 
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do compróbar. Será, pues, una labor interpretativa de orden 
doctrinal o jui:isprudencial la que precise el perímetro de un 
polígono intrínsecamente irregular, como lo es el concepto de 
ambiente o entorno. 

De la lectura atenta del artículo 45 de la Constitución de 
1 978 y anudando particularmente los apartados primero y 
segurn;lo del misrno, podemos vernos tentados a extraer la 
conclusión de la existencia de una: sinonimia entre las expre­
siones medio ambiente y recursos naturales. En efecto, si 
para orientar la actuación: pública a garantizar un derecho a 
un medio ambiente adecuado, se ordena a los poderes del 
Estado velar por la utilización racional de los recursos natura-

. les, puede concluirse que éstos. son el objeto material sobre el 
que se desarrollará aquel derecho. La misma estructura de 
relación entre derecbo del ciudadano y obligación de los 
poderes públicos es la que informa la redacción de los ,artícu­
los 44 (derecho a la cultura) y 47 (derecho a la vivienda). En 
estos tres preceptos,  el deber correlativo del Estado se centra 
en un objeto material determinado («la cieneia y la investiga­
ción científica» en el caso de la cultura; «los recursos natura­
les» para el medio ambiente; y «el suelo» en lo que se refiere 
a la vivienda). Esta misma conclusión es anunciada por un 

·sector de ta ·doctrina ( 1 5).  

Siendo esta tesis correcta, sería necesario dar un segundo 
paso en orden a comprobar cuáles son los recursos naturales que 
componen el medio ambiente. Esta cuestión tampoco es pacífi­
ca. Una ayuda no desechable puede ser la que nos ofrece. el 
texto aprobado en la Conferencia de Estocolmo de 1972, que en 
su segundo principio proclama: 

«Los recursos naturales de la Tierra, incluido el aire, 
el agua, la tierra, la flora y la fauna, y especialmente 
muestras representativas de los ecosistemas naturales, 
deben preservarse en beneficio de las generaciones pre-

( 15) RODRIGUEZ RAMOS. El medio ambiente en la Constitución española. 
En Derecho y medio ambiente. Madrid: CEOTMA-MOPU, 198 1 ,  p. 37 o 
LARUNBE BIURRUN. ·Medio ambiente y Comunidades Autónomas. 
En RVAP n2 8, 1984, p� 3 1 .  
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sentes y futuras mediante una cuidadosa planificación u 
ordenacióa, según convenga.» 

Este listado puede constituir una correcta pauta para un 
intento de relación complet11 de los recursos naturales. Sin 
embargo, Rodríguez Ramos añade a este elenco la geo y las 
materias primas tanto energéticas como alimentarias o de 
otra índole ( 16) .  

Como conjunto de elementos naturales, pero conjunto redu­
cido, es entendido también el ambiente en versión de la doctrina 
que preconiza el concepto más restrictivo. Así, Martín Mateo 
integra en el ámbito conceptual del ambiente «aquellos elemen­
tos naturales de titularidad común y de características dinámi­
cas: en definitiva, el agua y el aire, vehículos básicos de trans­
misión, soporte y factores esenciales para la existencia del hom­
bre sobre la Tierra» (17). A estos dos elementos básicos reduce 
este· prestigioso autor el concepto de entorno o ambiente; posi­
ción ésta que a pesar de no poder rechazarse alegremente, máxi­
me considerando la competencia de su autor, hay que conside­
rarla minoritaria en nuestra doctrina. 

En las antípodas de este concepto restringido se encuen­
tra el que da, en 1970, la Comisión Económica para Europa 
afirmando que «el medio ambiente activo es un conjunto de 
sistemas compuesto de objetos y condiciones físicamente 
definibles que comprenden, particularmente, a ecosistemas 
equilibrados bajo la forma en que los conocemos o que son 
susceptibles de adoptar en un futuro previsible, y con los que 
el hombre, en cuanto punto focal dotninante, ha establecido 
relaciones directas». 

Este concepto amplio, compartido por algún autor ( 18), es 
inmediatamente criticado por Conde-Pumpido afirmando que 
«su propia amplitud �ace muy difícil configurar su protección 

(16) RODRIGUEZ RAMOS. El medio ambiente en la Constitución española, p. 37. 
( 17) MARTIN MATEO. Tratado de Derecho Ambiental, vol. 1, p. 86. 
( 18) Concretamente por MOLA ESTEBAN; véase TRENZADO RUIZ. Téc­

nicas e instrumentos jurídicos tradicionales y nuevos. En Derecho y 
Medio Ambiente.·• 
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como bien jurídico autónomo» y señalando que «debe definirse 
el bien jurídico autónomo medio ambiente con unos contornos 
más precisos» ( 19). 

Este panorama confuso de posturas diferentes acerca del 
concepto de medio ambiente, pone de relevancia el acierto de las 
ideas críticas de Martín Mateo con respecto a la redac'ción de la 
Constitución, a la que acusa de hacer gala de «Una carencfa 
absoluta de pragmatismo cuando efectúa una remisión genérica 
al medio ambiente, deviniendo ésta inviable, siquiera ea porque 
se carecy todavía en nuestro ordenamiento de.,una idea precisa 
acerca de lo que deba entend�rse por medio ambiente» (20). 

Ello no obstante, es necesario acotar, con mayor o menor 
pre isión el concepto constitucional de medio ambiente para 
poder ayudar a la efectividad de este derecho. Para ello, debe 
diStingtúrse entre un concepto jurídico abstracto de ambiente 
é entorno, que genera, como vemos fuerte polémicas doctri­
nales y el oncepto de medio ambiente que la Constitución 
española de 1 978 qlliere introducir  en el ordenamiento. Este 
es· el punto de reiterar la  idea de un medi� ambiente compue -
to por un conjunto de e lementos o recursos naturales, que 
muy bien podrían ser el aire, el -agua y el suel.0 con u rique­
zas ecológicas y estéticas incluyendo también Ja vida vegetal 
y animal, por cuantb· no e encuentra su acomodo en otro bien 
jurídico protegido. Esto pueden s.er considerados tomo los· 
elemento integrantes del entorno del hombre tanto a nivel 
particular como global, y cuya vulneración e la que puede 
prov,ocar carencias en el cumplímiénto de ot:ros derechos tam­
bién reconocidos const itucionalmente. En el c;onfücto con 
otros bienes juríd icos será donde se juzgue si la protección de 
esto elementos confoEIT1ad0res del medio ambiente ha de lle­
varse a una mayor o menor trascendencia jurídica. En cual­
quier caso de la Iedacción constitucional se deduce que en el 
concepto de medio ambiente no entran los bienes que inte-

( 1 9) CONDE-PUMPIDQ tOUR0N. Protección penal del medio ambiente. 
Cuestiones generales. En Poder judicial nQ lV, 1 989, p.70. 

(20) POMED SANCHEZ. Seminario sobre·el Derecho ambiental comparado 
en Alicanre. En RAP n° J 1 6, I 988, p. 349. 
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gran el patrimonio cultural, histórico y artístico de los pue­
blos de España, ·por cuanto la norma suprema dedica a este 
objeto un precepto específico. (2 1 )  

4. E l  binomio medio ambiente - desarrollo económico 
en la Constitución 

La Constitución española de 1978, fruto de un amplio con­
senso entre sectores políticos distante , no podía meno que 
incorporar a su tex.to valores y principio de distinta naturaleza 
susceptibles de ebtrar en colisión con frecuencia. Paradigma de 
estos conOictos es el aparente choque entre los principios de 
desarrollo eeonómieo y de protección del medio ambiente. El 
paso de una idea exclusivamente cuantitativa de desarrollo eco­
nómico, a una nocién también cualitativa, que incorpora modu­
laciones de orden ambiental,  oultmal y social al crecimient0, 
obliga a poner en juego esros correctivos. con la m�xima presen­
te en todas las sociedades de promover el desanollo económico. 

Ambos conce_ptos, protección del ambiente y desarrollo eco­
nómico con tituye.n, pue , elemento nece arios para la eleva­
ción del ienestar de lo ciudadanos, y la supremacía sistemáti­
ca de une sabre el otro no redundaría ino en un empeoramiento · 

de la calidad de vida · propuesta en el texto constitucional. Es 
preciso, por tanto, compaginar y armonizar estos dos principios 
para el pleno cumplimiento del mandato establecido en el artí­
culo 45 de la Carta Magna, no en vano enmarcado en el capítulo 
de los principios rectores de la política social y económica. 

(2: 1 )  Sobre el concepto jurídico de medio ambiente también pueden ver-se: 
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PEREZ MORENO. Reflexiones ·sobre la sustantividad del Perecho 
ambiental . En RAP nll 1 00/2, 1 983, p. 2.77 1 ;  FUENTES BJOELOS, 
Planteamientos previos a toda formulación de un Derecho ambiental. En' 
D!. nn_ 1 90 I?· 1 1 3 ss; ARROYO GOMEZ. La problemática del medio 
ambiente. En DA n" 1 40 p. 45 y ss; MARTIN MATEO. Trtilado de 
Derecho ambienta/, vol. J, p. 1 9  y ss; LOPEZ RAMON. Dominio p6bli­
co y protección del ambienre. En Ordenación del territorio y medio 
ombiellle . Qñate: rYAP, 1988,  p. 5 89; KlSS Dmit internotio110/ de 
I enviro1111eme111. Parls: Pedone, 1 989, p. 1 3  y ss· JAQUENOD DE ZSO­
GON, El derecho ambiemal y sus principies rectores. Madrid: DG MA­
MOPU. 1989, pp. 25 y ss. 



En efecto, la Constitución de 1 978 se súma a la idea del 
desarrollo económico, entendida hoy comúnmente como un 
crecimiento sostenido de la riqueza nacional manteniendo cier­
tos equilibrios en las principales magnitudes maoroéconómicas 
(oferta y de.manda monetarias, grado de utilización de los fac­
tores productivos y ald · de la balanza comercial) . Para el !o, 
hace una apuesta por el modelo de economía de mercado y 
libertad de empresa, estableciendo tambiéD diferentes manda­
tos al Estado orientadores de su intervención económica. En 
este plano se· enmarcan, principalmente las artículos 38, 40. l ,  
128, J 30 y 1 3  l .  1 de la nonna fundamental. «El texto con,stitu­
ci.onal QO renunci�, pue , al crecimiento y al desarrollo, pero 
quiere cerrar el camino a un tipo de desru:rollo que todo lo 
subordina al crecimiento puro y simple de las grandes magnitu­
des económiCas» (22).  Como se ve, también los preceptos 
constítucionales referidos al desarrollo económico, a los que 
habría que añadir el artículo 1 39 (23), tienen la igualdad mate­
rial como valor orientador, ocupando la misma importante 
posición rectora que en el derecho al ambiente entendido desde 
su perspectiva de derecho humano. Es e te objetivo final de 
igualdad un importante punto en común entre este derecho y el 
principio de desarrollo matérial. 

· 

· 

La utilización racional de los recursos naturales y la protec­
ción del medio ambiente son, entre otras de las estableeidas en 
el capítulo tercero del título primero, modulaciones constitucio­
nales al desarrollo económico que obligan a una labor de com­
paginación a los poderes públicos. «Quiere <Jecirse con ello que 
roda actuación legislativa, judicial 0 administrativa, que contra­
ríe esa preferencia explícita de los a pectos cualita,tivos sobre 
los cuantitativos es desde ahora .inconstitueienal, y su <;eptible, 
por lo tanto, de las sanciones que para los actos de esta clase 

(22) FERNANDEZ RODRIGUEZ. El medio ambiente en la Constitución 
e pañola. Bn DA nll l90, 1 98 J ,  p. 343. 

�23) nrl. J 39: « 1 .  Todos los españoles tienen los mismos derechos y obliga­
ciones en cualquier parte del terrl,tcirio del Es�ado. 2. Ninguna autoridad 
p drá adoptar \l'ledidas que directa o indirectamente obstaculicen la 
libertad de circulación y establecimiento de las per onas y la libre circu­
lación de bienes en todo el territorio español.» 
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reserva la propia Constitución a través de los mecanismos de 
garantía que en la misma se establecen.» (24) 

Esta úllima afirmaci()n ae entrada, en censec·uencia, a la 
labor del Tribunal Co�stitucional, qu ien precisamente en su 
primer pronunciamiento referido a la temática ambiental tuvo 
que abordar la tensión entre el desarrollo económico y la pro­
tección del entorno. Esta sentencia, de 4 de noviembre de 
1 982, resuelve un recurso de inconstitucionalidad presentado 
por el Prc¡sjdente del Gobierno contra una ley del Parlamento 
de Cataluña (25) por la que se estabiecían nomias adicionales 
de protección (26) en espacios de interés natural afectados 
por actividades extractivas. La cuestión fundamental a este 
respecto radicaba en la pretensión del representante del 
gobierno de que el alto tribunal declarara inconstitucionales 
determinadas restricci0nes que la ley imponfa a ciertas activi­
dades m inera po,r no teeonocerse una prioridad absoluta del 
fomemo de La producción minera frente a la protección del 
m di ambiente. La respuesta de Tribunal Constitucional 
cc;>nsis t ió en negar esta supuesta pri_ori dad abso uta de I �  
explotación de  los recur os  naturales s bre la protección del 
entorno y, al mismo tiempo, declarar inconstitucional el pre­
c pto de la ley que prnhibía con carácter general determina­
das actividades extraclivas p r entenderse que el Parlamenta 
catalán debía re petar la declaración estata l de priorizar estas 
actuaci0nes en defensa de lá  economía nacional. En palabras 
del propio tribunal : 

«No _puede considerarse orno objetivo primordial y exclu­
yente la explotación al máximo de los r�cursos naturales, sino 
que se ha de armonizar la ut i l ización racional de esos recursos 
con la proteceión de la Naturaleza, todo ell@ para el mejor desa­
rrollo de Ja persona y para a egurar una mejor cal i dad de la 
vida. (. . .  ) La conclusión que e deduce del examen de los pre­
ceptos constitucionale lleva a Ja necesidad de compaginar en la 
fqrma en que en cada caso decida el legislador compe,tente . la 

(24) FERNANDEZ RODRIGUEZ, op. cit., p. 344 
(25) Ley 1 2/1981 de 24 de diciembre, del Parlamento de Cataluña. 
(26) ver art. 149. 1 .23 de la Constitución. 
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protección de ambos bienes constitucionales: el Medio ambien­
te y el desarrollo económico.» (27) (28) · · 

S. Análisis del artículo 45 de la Constitución de 1978 

A) Elaboración y redacción del precepto 

El precepto fundamental en el que se contiene la materia 
ambiental en la Constitució!l de 1 978 es, sin duda, el artíeulo 45 
de la misma, cuya redacción es la siguiente: 

« 1 .  Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio 
ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así 
como el deber de conservarlo. 

· 

2 .  Los poderes públicos velarán por la utilización 
racional de todos los recursos naturales, con el fin de pro­
teger y mejorar la calidad de la vida y defender y restau­
rar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable 
solidaridad colectiva. 

3 .  Para quienes violen lo dispuesto en el apartado 
anterior, en los términos que la ley fije se establecerán 
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como 
la obligación de reparar el daño causado.» 

Esta redacción final es fruto de un largo camino de modifi­
caciones y enmiendas del constituyente, que se prolongó a inter­
valos durante diez meses, a pesar de· lo cual, el artículo conser­
vó siempre su estructura básica en tres apartados, referido el 
primero de ellos al reconocimiento del derecho al ambiente; el 
segundo, al deber de los poderes públicos para con su protec:. 
ción; y el tercero, a la previsión de sanciones contra las viola­
ciones de los apartados anteriores. 

(27) Sentencia 64/82 de 4 de noviembre. 
(28) Sobre el mismo tema y comentando esta sentencia, también pueden 

verse: PEREZ MORENO, Reflexiones sobre la sustamividad del dere­
cho ambiental, p. 2.774 y ss.; ABAD PEREZ. Las administraciones 
públicas, el control jurisdiccional y el medio a1nbiente. En Poder Judi­
cial n2 IV, 1 989, p. 37 y ss. 
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En el anteproyecto constitucional, el precepto referido al 
medio ambiente era el artículo 38, cuya redacción quedaba de la 
siguiente manera: 

« 1 .  Todos tienen el derecho a disfrutar y el deber de 
preservar el medio ambit�nte. La ley regulará los procedi­
mientos para el ejercicio de este derecho. 

2. Los poderes públicos velarán por la utilización 
racional de los recursos naturales, la conservación del 
pai saj e  y por  la protección y mej ora del  medio 
ambiente. 

3. Para los atentados ºmás graves contra el paisaje 
protegido y el medio ambiente se establecerán por la ley 
sanciones penales y la obligación de reparar el daño 
producido.» (29) 

Esta r"edacción fue modificada, especialmente en su aparta­
do segundo, en el informe de la ponencia, en la cual, además 
pasó a ser el artículo 41 , en los siguientes términos: 

« 1 .  Todos tienen el derecho a disfrutar y el deber de 
preservar el medio ambiente. La ley regulará los procedi­
mientos para el ejercicio de aquel derecho y el cumpli­
miento de este deber. 

2. Los poderes públicqs velarán por la utilización 
racional de los recursos y espacios naturales y de los 
montes y por la conservación del paisaje y de la fauna, 
garantizando el mantenimiento y potenciación de los 
recursos naturales renovables y la protección y mejora 
del medio ambiente. 

3. Para los atentados más graves contra lo dispuesto 
en los dos números anteriores se establecerá por ley 
sanciones penales y la obligación de reparar el daño 
producido.» (30) 

(29) BOC de 5 de enero de 1978. 
(30) BOC de 17  de abril de 1978. 
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Este texto propuesto en el informe de la ponencia fue ratifi­
cado por el diCtamen de la comisión (3 1 )  y aprobado en el Pleno 
del Congreso '(32). 

Posteriormente, los debates se trasladan a la comisión cons­
titucional del Senado, en donde el artículo relativo al medio 
ambiente pasa definitivamente a ser el número 45 . Tras las 
enmiendas presentadas en la Comisión, la redacción de su texto 
es la siguiente: 

« 1 .  Todos y cada uno de los españoles tienen el 
derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para 
el desarrollo de su personalidad, así como el deber de 
conservado. 

2. Los póderes públicos garantizarán la utilizacíón 
racional de todos los recursos naturales sin excepción, 
con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida. La 
defensa y la restauración del medio ambiente se apoyarán 
en la indispensable solidaridad colectiva, tanto de la 
nación en su' conjunto como de la generación presente y 
las futuras. 

3 .  Para quienes violen lo dispuesto en los dos núme­
ros anteriores se establecerán sanciones penales, así como 
la obligación de reparar el daño causado.» (33) 

El Pleno de la cámar� alta ratifica la redacción de la Comi­
sión constitucional (34) y el texto definitivo del artículo 45 
queda en manos de la Comisión Mixta Congreso-Seriado. Las 
modificaciones introducidas por la comisión mixta respecto al 
texto aprobado por el Senado tienden, por .una parte, a simplifi­
car su redacción retirando los incisos que se consideran super­
fluos o reiterativos y, por otro lado, a modificar el apartado ter­
cero del artículo, restringiendo el objeto de las sanciones a las 
violaciones de lo dispuesto en el párrafo segundo e incorporando 

(3 1 )  BOC de 1 de julio de 1978. 
(32) BOC de 24 de julio de 1978. 
(33) BOC de 6 de octubre de 1978. 
(34) BOC de 13 de octubre de 1978. 
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la.posibilidad de establecer sanciones de naturaleza administrati­
va, junto a las de orden penal. Con todo ello, la Comisión Mixta 
Congreso-Senado establece, finalmente, la redacción actual. (35) 

B) El artículo 45: apartado primero 

La redacción del apartadb primero del artículo 45 tiene una 
estructura bifronte que se traduce en dos perspectivas simétri­
cas: una positiva, el derecho a disfrutar de un medio ambiente 
adecuado para el desarrollo de la persona, y otra negativa, el 
deber de conservarlo (36). 

Como se ha señalado con anterioridad, la Constitución espa­
ñola de 1978 está enmarcada en el grupo de Constituciones que 
reconocen expresamente un derecho a un ambiente adecuado. 
Desde el punto de vista subjetivo, el artículo 45 reconoce este 
derecho a «todos», con lo que refuerza su consideración de dere­
cho global al no utilizar fónnulas más restric ·v&S come las emple­
adas en otros artículo (37). Por 

· 
tra parte ésta e Ja manera más 

habitual que tiene la Con titución de reconocer km sujeto de los 
derechQs fundaJ)1enta1es (38). Desde el plll1to d vista ebjetivo, la 
Constitución española emplea la voz <mledio atnbiente», cierta­
mente reiterativa (39), modulada con la expr sión «adeouá�a para 
el de$an·ollo de la per-sonID>, la cual ha llevado a la doctrina a·seña­
lar el carácter antropocéntrico de la redacción constitucional (40). 

El tema de mayor trascende�cia para este análisis del apar­
tado primero del artículo 45 es, sin duda, el de clarificar la natu­
raleza jurídica y la efectividad de este supuesto derecho al 

(35) BOC de 28 de octubre de 1 978. 
(36) FERNANDEZ RODRIGUEZ. El medio ambiente en la Constitución 

española, p. 345. 
(37) Así, por ejemplo, el art. 19 reconoce el derecho a la libertad de residencia 

a «los ;pañoles)>; el nrt. 24, por su parte, proclama el der-echQ de «los 
ciudadanos» a 111 participación política; el art. 29 alude al derecho de peti­
ción de «tbdos los españoles», fónnula también u. ada en 1 s ans. 47 y 35. 

(38) Así ocurre con el derecho a la vida (art. 1 5), el derecho a la educación 
(nrL. 27) o el derech·o a sindicarse l ibremente (rut. 28). 

(39) MARTIN MATEO. Tra1ado de Derecho Amhlemal, vol. 1, p. 80. 
(40) POMEO SAN HEZ, Seminário sobre el Derecho ambiental comparado 

en Alicante, p. 349. 
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ambiente. La perspectiva con la que debemos enfocar aquí el 
tema no es ya la óptica abstracta de los derechos humanos, sino 
la consideración del derecho al ambiente como derecho consti­
tucional en un ordenamiento concreto. 

En primer lugar, debe constatarse que no estamos ante un 
derecho subjetivo típico o tradicional. La categoría de los ·dere­
chos subjetivos nace coino respuesta y límite a un poder despro­
porcionado que no enconlraba obstáculo j urídicos perennes 
para irrumpir en esferas de l ibertad del individuo. Por otro lado, 
el carácter colectivo de los interese·s protegidas en este derecho, 
dificultarían aún más su reducción a una categoría de marcado 
cariz individualista. No en vano, al analizar el derecho al 
ambiente como derecho humano señalábamos entre sus caracte­
rísticas fas de la indivisibilidad e interdependencia. 

Un análisis sistemático del precepto nos obliga a hacer refe­
rencia a su ubicación dentro de la Constitución, de la que se deri­
van importantes consecuencias. En efecto, el artículo 45 está inte­
grado en eJ capítulo tercero («De los principios rectores de la po]i­
tica social y económica>>) del título primero («De lo derechos y 
deberes fundamentales»). Los mismos encabezamiento de tales 
epígrafes pueden fomentar Ja confusión sobre la naturaleza jurídi­
ca de e te derecho, por cuanto el rótulo del título habla de dere­
chos fundamentales, mientras que el del capítulo sólo hace refe­
rencia a principios. Sin embargo, las consecuencias más claras de 
dicha ubicación vienen determinadas por el artículo 53. En virtud 
del segundo párrafo de este artículo, el derecho al ambiente queda 
excluido de ser tutelado por la vía del amparo ante el Tribunal 
Constitucional. E .i,gualmente se excl'uye la tutela del derecho por 
el procedimiento preferente y umario recogido en la Ley para la 
Protección de los Derecbos Fundamentales (41 ). Este último man­
dato avala la idea de que el derecho al ambiente no es considerado 
como un derecho fundamental por la Constitución española. 

. Por su parte, el párrafo tercero del mismo artículo 53 señala 
lo siguiente: 

(41 )  Ley 62/78 de 26 de diciembre; véase la disp. transitoria 2ª de la Ley 
orgánica 2/79 de 3 de, octubre, del TC. 
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«El re0onocimiento, el respeto y la protección de Los princi­
pio reconocidos en el capítulo tercero infonnarán Ja legislación 
positiva·, la práctica j udicial y la actuación. de los poderes públi­
co . Sólo podrán ser alegados ante la Juri dicción or.dinaria de 
acuerdo con lo que dispongan 'las leyes que los desarrollen.» 

En ningún momento, pues, se reconoce en este artículo la 
existencia de auténticos derechos en el capítulo tercero sin que, 
por otra parte, se niegue. De cualquier forma, el párrafo aquí 
reproducido viene a desmentir un supuesto carácter .programático 
para este conjunto de normas constitucionales. Antes al contrario, 
se desprende su plena vinculatoriedad para los poderes públicos. 
En cuanto al último inciso del artículo 53, se entiende con dificul­
tad ya que, como señala Pérez Luno, «difícilmente se podría 
cumplir el imperativo constitucional de que esas normas infor­
men la práctica judicial, si no puede11 ser objeto de aplicación por 
los tribunales. Además, según se desprende del artículo 1 6 1 . 1  a), 
el Tribunal Constitucional tiene plena competencia para declarar 
la inconstitucionaJidad de cualquier disposición legal que contra­
diga la Constitución» (42). Ello no ob tante, el Tribunal Supremo 
ha reafim1ado que el derecho al medio ambiente sólo puede ser 
alegado egún 1a8 leyes que lo desam>llan 43). 

Parece, en consecuencia, que la Constitucíón del 78 niega d 
carácter fundamental a este derecho y que incluso habría que 
dudar en�e su configuración como auténtico derecho o como 
simple principio rector. 

Respecto a la primera cuestión, hay que señalar que se han 
hecho esfuerzos variados por defender el derecho al ambiente 
como derecho fundamental, utilizando, en parte, los argumen­
tos empleados en otros países (44). La vía más seguida para 

(42) PEREZ LUÑO, Comentario al artículo 45. 
(43) Sentencia de 6 de julio de 1984 (Ar. 4.018). 
(44) Como resumen de estas tendencias en Alemania e Italia véase MARTIN 

MATEO, Tratado de Derecho Ambiental, vol. I . ,  p. 147. Dentro de la 
doctrina italiana pueden verse, entre otros: MAMMONE. Salute, territo­
rio e ambiente. Padova: Cedam, 1 985, p. 1 3  y ss . ;  POSTIGLIONI. 
Il diritto ali' ambiente, p. 10 y ss.; MADDALENA. /l diritto ali' ambiente 
come fondamentale diritto dellíndividuo e defla colletivité, Consejo de 
Estado, 1983. 
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ello es la de intentar anudar el derecho al ambiente con otros 
derechos de la persona como el derecho a la vida o el dGrecho a 
la salud (45). Sin embargo, Martín Mateo rechaza razonada­
mente estos argumentos señalando el distinto fundamento que 
la tutela jurídica tiene en cada caso (46). Hemos de entender 
con Rodríguez Ramos y Jaquenod, que el derecho a un medio 
ambiente adecuado no es en la Constitución un derecho funda­
mental, por cuanto como tal sólo pueden ser considerados los 
comprendidos en el capítulo segundo del título primero _(47). 
En fin, la misma tesis es defendida por Pérez Luno, quien dife­
rencia entre la trascendencia del derecho personal al ambiente 
y la conceptualización como fundamental del derecho recogido 
en la Constitución. «La inmediata incidencia del ambiente en la 
existencia humana, su trascendencia para su desarrollo y su 
misma posibilidad, es lo que justifica su inclusión en el estatu­
to de los derechos fundamentales .. Sin embargo (. .. ) si resulta 
evidente que la conservación de la especie, amenaza por la 
degradación del ambiente, . constituye un valor prioritario para 
cualquier sociedad, ello no implica que exista un derecho fun­
damental al ambiente.» (48).  

Por lo que respecta a la segunda de las cuestiones plantea­
das, esto es, a si puede considerarse el recogido en el artículo 
45 . .1 como un auténtico derecho, parece que, pese al carácter 
marcadamente finalista y rector del precepto, hemos de contes­
tar afirmativamente. El mejor aval de ello consiste en la misma 
existencia del párrafo primero del artículo, el cual podía haber 
sido obviado de haberse querido configurar el respeto y la pro­
tección del medio como un simple principio rector. No en 
vano, el Tribunal Supremo ha aludido en alguna ocasión a un 
«derecho ciudadano a un natural medio ambiente» (49) y, 

(45) En este sentido de llnir derecho al ambiente y derecho a la vida véase 
POMED SANCHEZ. Seminario sobre el derecho ambiental comparado 
en Alicante, p. 348. 

(46) MARTIN MATEO, Tratado de Derecho ambiental, vol. 1, p. 192. 
(47) RODRIGUEZ RAMOS. El medio ambiente en la Constitución española, 

p. 36.; JAQUENOD DE ZSOGON. El derecho ambiental y sus princi-
pios rectores, p. 1 02. · 

(48) PEREZ LUÑO. Comentario al art. 45, p. 261 .  
(49) Sentencia de 1 6  de octubre de 1978 (Ar. 3.688). 
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como señala Rodríguez Ramos, «el dato de que el derecho a 
disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo 
de la persona no sea un derecho fundamental no significa 
que deje de ser un derecho. La decl&ración constitucional 
que veta la alegación de tal derecho ante la jurisdicción ordi­
naria, si no existen leyes que lo desarrollen, sólo significa 
que no es un derecho subjetivo de inmediata protección 
jurisdiccional» (50). Así, nos encontramos con que el dére­
c.ho a un medio ambiente adecuado está configurado en la 
Constitución de 1978 como un auténtico derecho, de carácter 
no fundamental, que adquiere su efectividad mediante un 
proceso de concreción que realizará el legislador · (5 1 ) .  Es, 
finalmente, un derecho de dimensión erga omnes que opera 
tanto frente a los poderes públicos como en las relaciones 
entre particulares (52). 

Por lo que respecta al deber de conservación del medio 
ambiente adecuado, recogido igualmente en el apartado pri­
mero del artículo 45 , hay que señalar, en primer lugar, que· 
también goza de titularidad universal, comprendiéndose aquí 
tanto a las personas físicas como a las morales o jurídicas de 
cualquier orden. Se trata de un deber jurídico amplio, cuya 
concreción se realizará, en gran parte, a través de la labor del 
legislador. Al igual que su derecho correlativo, es éste tin 
deber indivisible, que, además de las obligaciones concretas 
en que la normativa lo descomponga, va a mantener en todo 
momento un fondo más indefinido en el que van a residir los 
deberes implícitos de respeto al macroambiente y de actua­
ción positiva en la evitación del daño cuando tal actuación 
entre dentro de la esfera de potencialidades de su titular (53) .  
Asimismo, este deber de conservación del medio es un cauce 
de entrada a la trascendental participación ciudadana en la 
protección del ambiente. 

(50) RODRIGUEZ RAMOS, op. cit., p. 36. 
(5 1 )  FERNANDEZ RODRIGUEZ, El medio ambiente en la Constitución 

española, p. 346 
· 

(52) PEREZ LUÑO, Comentario al art. 45, p. 266. 
(53) Véase GOMES CANOTILHO y VITAL MOREIRA. Constitur;ao da 

República Portuguesa. Coimbra Editorial, 1 984, 2• ed., p. 348. 

76 



· C) El artículo 45 : apartado segundo 

El párrafo segundo del artículo 45 ofrece también una doble 
dimensión. Por una parte , establece una "rlbligación para los 
poderes públicos cuyo objeto es velar por la utilización racional 
de todos los recursos naturales. Tal obligación es orientada por 
el constituyente mediante dos objetivos: proteger y mejorar la 
calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente. En 
segundo lugar, se dispone que debe existir una solidaridad 
colectiva en la cual se sustente la actuación pública. 

Con respecto a esta alusión constitucional a la labor pro­
tectora del medio por los poderes públicos, hay que señalar 
que está en la línea apreciada en el derecho comparado, en el 
que muchas Constituciones aluden a los deberes del Estado 
en este campo, aun no reconociendo derechos correlativos de 
los ciudadanos. Un apartado de estas características respalda 
un mayor protagonismo de la actuación pública en la materia 
ambiental. No en vano, los intereses con que aquí se juega 
son de naturaleza colectiva y los recursos naturales que se 
pretende utilizar racionalmente son, por lo general, bienes de 
dominio público (54) . 

Además de respaldar una intervención estatal .positiva sobre 
el ·entorno, el presente precepto reviste carácter vinculante. Ello 
quiere decir que los poderes públicos vienen obligados, y no 
facultados, a velar por el uso de los recursos naturales.  Debe 
recordarse que los principios establecidos eh el capítulo tercero 
del título primero de la Constitución informan la legislación 
positiva y la actuación de los poderes públicos. En este concep­
to de poderes públicos, por otra parte, han de considerarse inte­
grados tanto los tres poderes del Estado, como los diferentes 
niveles de vertebración territorial del mismo: Comunidades 
Autónomas, proyincias y municipios, principalmente. 

La breve redacción del artículo 45.2 de la Constitución del 
78  contrasta ciertamente con el más explícito artículo 66 de la 
Constitución portuguesa de 1976, punto obligado de compara-

(54) véase el art. 132 de la Constitución. 
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ción en esta materia (55). No obstante, ello no significa que no 
puedan extraerse de su texto consecuencias jurídicas. Efectiva-

. mente, la fórmula utilización racional es empleada por un ele­
vado húmero de Constituciones que responden, además, a prin­
cipios ideológicos muy diferentes. Sin embargo, para la doctrina 
es claro que la presente expresión da entrada directa a las técni­
cas de planificación y concretamente al planeamiento territorial 
(56) (57). De hecho, la ordenación del territorio es materia que 
muchos consideran inserta en el concepto de ambiente, aunque 
parece más correcto entenderla no como objeto, sino como un 
conjunto de técnicas aplicables, eso sí, a diferentes materias, 
entre las que se encuentra la protección del ambiente . .._ 

Hay que notar también que la Constitución no se contenta 
con aludir a «los recursos naturales», sino que obliga a velar por 
la utilización racional de todos los recursos naturales, fórmula 
en cierto modo redundante, que parece querer eludir una enu­
meración más o menos afortunada de tales recursos. 

La Constitución, pues, no obliga directamente a la utiliza­
ción racional .de los recursos naturales, ni tampoco señala que 
tal utilización pueda ser sólo realizada desde los poderes públi­
cos, sino que se limita a establecer una obligación, más difícil 
de fiscalizar, por la que el poder competente en cada caso resul­
ta impelido a velar positivamente por tal uso racional. Esta vigi­
lancia activa podrá realizarse principalmente mediante la crea­
ción de normas, la función de policía ambiental, el fomento y la 
solución arbitral o jurisdiccional de conflictos. 

Para orientar esta labor de vigilancia, el constituyente 
expresa dos objetivos de la misma: protección y mejora de la 
calidad de la vida y defensa y restauración del medio. Estos . 
fines expresos deben servir también para facilitar la fiscaliza-
ción del deber de los poderes públicos. · 

· 

(55) Puede verse un comentario al art. 66 de la Constitución portuguesa en la 
obra citada de GOMES !=ANOTILHO y VITAL MOREIRA. 

. 

(56) FERNANDEZ RODRIGUEZ, El medio ambiente en la Constitución 
española, p. 349. 

(57) El principio 13 de la Declaración de Estocolmo aboga por la planificación 
racional como elemento indispensable para proteger y mejorar el medio. 
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La calidad de vida se configura como un valor cuya traduc­
ción juridica resulta ciertamente polémica (58). Su formulación 
como valor autónomo viene dada por contraste con el nivel de 
vida y queda considerada como complemento necesario de éste 
en un Estado social desarrollado. Su carácter de principio progra­
mático queda confirmado en la redacción de textos internaciona­
les y ,declaraciones de principios. En esta línea, la Declaració:Q. de 
Estocolmo de 16 de junio de 1972 proclama en su principio 8º: 

«El desarrollo económico y social es indispensable 
, para asegurar al Hombre un ambiente de vida y trabajo 
favorable y crear en la Tierra las condiciones necesarias 
para mejorar la calidad de vida.» 

Asimismo, otros principios de la misma Declaración aluden 
a la calidad del medio (59). Por su parte, la Constitución españo­
la de 1978 ya alude a este valor en su preámbulo, al afirmar: 

«La Nación española, deseando establecer la Justicia, 
la Libertad y la seguridad y promover el bien de cuantos 
la integran, en uso de su soberanía, proclama su voluntad 
de: ( . . .  ) Promover el progreso de la cultura y de la Econo­
mía para asegurar a todos una digna calidad de vida». 

Igualmente, alude a la calidad de vida la Constitución al 
preconizar la participación de los interesados en la Seguridad 
Social y en la actividad de los organismos públicos cuya fun­
ción afecte directamente a tal valor (60). 

Al incorporar el artículo 45 la calidad de la vida se explicita 
nuevamente la ya citada perspectiva antropocéntrica de la pro-

(58) En tomo a este valor pueden verse: ESER. Derecho Ecológico. En RDP 
nº 100/101,  1985, p. 613; RUBIO Y CERNI BISBAL. Medio ambiente y 
calidad de vida. En Rev. Valenciana de estudios auronómicos, nº 10, 
1 988, p. 159 y ss. ;  PEREZ MORENO, Reflexiones sobre la sustantivi­
dad del Derecho Ambiental, p. 2.770; del mismo autor, Las bases de un 
Derecho Ambiental Europeo. En Libro homenaje al prof. Villar Palasí. 
Madrid: Civitas, 1989, p. 1 .006 y ss.; MARTIN MATEO. La calidad de 
vida como valor jurídico. En RAP, nº 1 17, 1 988; VIÑAS. Medio ambien­
te y calidad de vida. En DA nº 1 90, 198 1 ,  p. 7 y ss. 

(59.) En concreto, los principios 1 y 17 .  
(60) art. 129 de la Constitución. 
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tección del ambiente en la Carta Magna. En efecto, la vida cuya 
calidad se protege no es otra que la humana, y esto supone de 
manifiesto el valor instrumental de la protección jurídica de la 
naturaleza. Esta protección y cuidado del entorno entran al 
ordenamiento en la medida en que facilitan determinadas condi­
ciones de vida para el hombre. 

Resulta así adecuado afirmar que, para el Derecho, «la natu­
raleza no es un fin en sí misma, ni el hombre un elemento más 
entre sus componentÚ>7 (� 1 ). Ello legitima una intervención 
transformadora sobre el medio cuando ésta tenga como objetivo 
la mejora de la calidad de la vida humana. Sin embargo, esta 
última consecuencia no reviste carácter absoluto y resulta obli­
gadamente matizada por el se'gundo de los objetivos que el pre­
sente párrafo del artículo 45 propugna, esto es, la defensa y res­
tauración del medio ambiente. Mediante este fin se eleva a la 
categoría de valor autónomo la protección del ambiente, que tan 
sólo tendría carácter instrumental si el único objetivo fuera la 
mejora de la .calidad de vida. La naturaleza se perfila así como 
titular de cierta esfera de protección jurídica, aun cuando su vul­
neración satisfaga las necesidades cualitativas del hombre. Qui­
zás, gracias a esta modulación, más que considerar la naturaleza 
como un fin en sí mismo, se está dando entrada a la protección 
y mejora de la calidad de vida de las generaciones futuras. Posi� . 
bles actuaciones actuales de mejora de la calidad de vida a costa 
de la defensa del medio pueden traducirse en deterioros irrepa­
rables en el futuro que perjudiquen las condiciones ambientales 
de la humanidad futura. Esta solidaridad interg"eneracional es 
parte fundamental de los objetivos del derecho al ambiente. Ello 
puede tener aquí su plasmación al preconizarse un respeto míni­
mo al entorno a la hora de utilizar los recurs'os que éste genera. 

Finalmente, el párrafo segundo se cierra con una imprecisa 
referencia a la solidaridad colectiva en la que debe apoyarse la 
acción de los poderes públicos. La Constitución viene así a 
decir que debe existir una solidaridad colectiva que se estima 
indispensable, lo cual daría lugar a un deber extraordinariamen-

( 61)  RODRIGUEZ RAMOS, El medio ambiente en la Constitución española, p. 38. 
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te genérico de ser solidario imputable a todos los sujetos.  Este 
deber se concretiza anudándolo al deber de todos de conserva­
ción del medio ambiente, anunciado en el párrafo primero. Este 
implica en cualquier caso, el re peto al entorno y la colabora­
ción pos itiva para evitar daño al medio. Esta colaboración 
puede oriental'se, bien con los particulares, bien sobre todo, con 
los poderes públic0 , como ei presente párrafo quiere. Por esta 
vía de colaboración obligada se abre la puerta de otra importán­
te consecuencia de la solidaridad colectiva y del deber de con­
servación del medio ambiente, cual es la participación de los 
ciudadanos o de los grupos en los organismos públicos compe­
tentes para la protección del entorno. 

La solidaridad colectiva también hace referencia a la armoni­
zació11 de lo que deba entenderse por medio ambiente adecuado 
para él desarrollo de la persona. No en vano, uno de los objetivos 
primordiale del derecho al ambiente e la búsqueda de mayor 
igualdad en_ las condicione de vida de todos los ciudadanos. Esta 

· obligada armonización normativa debe generar también equidad 
.en el reparto de los costos y cargas que implique la protección 
ambiental, siempre teniendo en cuenta, a la hora de establecer un 
adecuado sistema de compensaciones, el binomio medio ambien­
te-desarrollo económico (62). Toda persona viene obligada, en 
consecuencia, a sacrificar en parte su calidad de vida en orden a 
favorecer la realización de los derechos ambientales de los demás. 

Este principio de solidaridad colectiva tiene también una ver­
tiente espacial, en virtud de la cual se justifica que las cuestiones 
básicas en materia ambiental queden bajo la competencia estatal, 
sin perjuicio de que el desanollo de la normativa y la gestión la 
ejerzan las diferentes Comunidades Alltónomas. Estos aspectos 
básicos deben entenderse reducidos a los estijctamente necesarios 
para que el medio ambiente de las di tintas zonas del Estado no 
presente alteraciones alarmantes ni dé lugar a dife:Fencias no 
corregidas. Sólo así se asegura a nivel territorial la olidaridad sin 
afectar al carácter mínimo del derecho a un ambiente adecuado. 

(62) ESCRIBANO COLLADO, LOPEZ GONZALEZ y PEREZ MORENO, 
Constitución y Medio ambiente: bases para un programa legislativo, 
p. 35y SS. 
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D) El artículo 45: apartado tercero 

Finalmente, el párrafo tercero del artículo 45 de la Constitu� 
ción se configura corno el apartado dedicado. a fundamentar las 
medidas represivas con:tr.a lo ' actos perjudiciale -para el entor­
no. Habrá que entender, por tanto, que las medidas de carácter 
preventivo qlfedan englobadas en el tenor del apartado segundo. 

En primer lugar, la redacción de ester tercer párrafo comien­
za señalando lo destinatarios de tales medidas represivas. Esto 
son «quienes violen fo dispuesto en el apartado anterior». Den­
tro de este supuesto podemos en ontrar dos posibilidades. Por 
una parte, son potenciale ujetos de esta violación los poderes 
público , bien por no velar adecuadamente por la utilizació.n 
racional de los recursos naturale.s, o bien por cumplir esto úl�i­
mo pero sin hacerlo atendiendo a Jos fines de protección y 
mejara de .la calidad de la vida o de defensa y restaw·aoión del 
meilio ambiente. Por olro lado, también violan lo dispuesto en 
el aparlado segundo aquellos que no respetan Ja obl igación 
general de ser so�idarios, que debe servir de base a la labor pre­
ventiva de los sujetos público · .  Quizás hubiera sido pr ferible 
que no se restringiera la previsión de sanciones a las vi·oiaciones 
de los deberes contenidos en el párrafo segundo y que se exten- . 
diera su campo de apl icación al incumplimiento del deber de 
conservación del medio ambiente y al abuso del derecho a dis­
frutar ae un medio ambiente adecuada, comprendidos ambos en 
el aparcado primero del artículo. De hecho, éste era el entido 
inicial del precepto cuando fue aprobaclo en los res¡.1ectivos ple­
nos del Congreso (63) y del Senado (64)1 sólo modificado final­
mente en la comisión mixta. 

Se establece también en el presente precepto un reflejo del 
principio de legalidad deJ Derecho sancionatorio, aJ anunciarse 
el establecimiento de anciones «en los términos que la ley 
fije».  En efecto, la atribución :a la Administración de la potestad 
de sancionar debe realizarse a través de una ley formal , rango 
también exigible a la norma que tipifique las copductas i nf'Eac-

(63) BOC de 24 de julio de 1978. 
(64) BOC de 6 de octubre de 1978 . 
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toras y, señale las anc.iones administrativas correspondientes 
(65). Esto resulta incluso más claro en el caso de las infraccio­
ne y sanciones penales (66) (67). A1 fin y al cabo esto mismo 
queda ya establecido en el articulo 25. 1 de La Con titueión (68) 
y en el _princip.io de legalidad que, en ab tracto, es previsto en el 
precepto 9.3 (69). Por ello, cabe eñalat como innece aria esta 
referencia a la ley en e! art,ículo 45.3!!. 

La introducción en la Constitución de la previsión de sancio­
nes penales ha generado cierta contestacióJl en algún sector de la 
doctrina (70) . Sin embargo, Ja especial trascendencia que ha 
adquirido el ambiente como bien jUrídic y la progresiva convic­
ción general de que la propia existencia huml;l.na puede verse 
amenazada por aetos graves de deterioro del medio, parecen ava­
lar la conveniencia de la previsión de la tutela penal con sancío­
nes contra los atentados más relevantes contra el entorno (7 1 ) . 
Por otra parte esta idea ha sido incluida en la Recomendación del 
C�msej0 de Europa en materia de .Derecho Ambiental, que acon­
seja la tipificación penal de 18S acciones infractoras a los Estados 
miembros. Igualmente los Estados europeos van incorporando en 
una u otra forma la tutela penal del ambiente, destacando el caso 
alemán que di ·pone de un título específico sobre delitos contra el 
medio ambiente en el Código Penal. La protección penal, por otro 
lado otorga mayor vigor a la independencia del bien jurídico 
ambfonte y lo automatiza de otro valores t�bién tuteiados 
pen�ente, como la salud pública o la vida humana. 

(65) GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ RODRIGUEZ. Curso de 
Derecho Administrativo.Madrid: Civitas, 1 989, tomo 2º, 2ll ed., p. 164. 

(66) Para enunciar el principio de .legalidad en Derecho Penal se acude al afo­
rismo latino nul/um crimen, nulla poena sine lege. 

(67) MIR PUIG. Derecho Penal: Parte General, Barcelona: 1989, 2" ed., p. 
60 Y· SS. 

(68) art. 25. 1 . : «Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omi­
siones que en el momento de producirS!! 110 con til'uyaJ1 délito, falta o 
infracción administrativa, según la legislación vigente en aguel momento.» 

(69) ilrt. 9.3. :  «La Constitución garanúza el principio de legalidad ... » 

(70) FERNANDEZ RODRIGUEZ, El medio ambiente en la Constitu'Ción 
espafiola, p. 47; PEREZ LUÑO, Comentario al art. 45, p. 273; ALZA­
GA. la Constitución espa1io/a de 1978, Madrid, 1 978, p. 326. 

(7 1)  CONDE-PUMPIDO TOURON, Protección penal del medio ambiente. 
Cuestiones generales, p. 68 ss. 
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El deslinde de lo campos de acción de las sanci.0nes pena­
les y administrativas vendrá determinado por la trascendencia 
de las violaciones a los deberes para con el medio. El ilícito es, 
en fin, un concepto único, q� revest il"á el carácter de pena l 
cuando se trate de conductas perjudiciales para les intereses 
básicas del hombre, de la sociedad o incluso de la humanidad 
en su conjunt�. El ilfcito admnistrati:vQ ·e ceñiría a infracciones 
ambientales .relevantes a nivel público (72). 

En cua lquier caso. debe bservarse el principio de interven­
ción mínima de la actuación punitiva del Estad0; y ello a pesar 
de que, como eñala el T.ribanal' enstitucional, «en un sistema 
en que rigiera e manera estricta y sin fisura la clivísión

.
de Jos 

poderes del Estado, la potestad ancionatoria debería constituir 
un monopo1 io judicial y no podría estar nunca en manos de la 

. Admini tración» (73). Sin embargo ·e1 criterio de la gravedad 
es el más ampliamente aceptado como línea de ·epanwión 
entre sanción adm inistrati va y penal . Con este reparto de la 
potestad san i natoria se descarga al poder judicial de un buen 
número de ilfoitos de esca a trascendencia y e refuerza indi­
rectamente la función prevent iva de la norma penal, reservada 
para Jas conducta realmente -perjudiciales a los derechos o 
íntereses básicos de la persona o de la colectividad. De este 
modo también queda garantizado el principio de intervención 
del Derecho penal como úlLima ratio . 

. .  
De conformidad con este párrafo tercero del artículo 45, ha 

nacido un principio de legislaeióo penal ambiental , cuyo principal 
hito pm el momento e la ine�oración al Código Penal del artí­
cu1 o 347 b,i.s (74), además de otros preceptos esfablecidos en 
leye e�peciale o ineorporados al código eon po terioridad (7S.). 

�or su parte, el Derecho admínistrativo también se ve acre­
centado por la introduc ión de infracciones y sanciones adllÜ-

(72) GALVEZ. Comentario al artículo 45. En Comentarios a la Constitución, 
- obra dirigida por G.(\RRIDO FALLA, Madrid: Civitas, 1980, p. 531 ,  

(73) Sentencia 77/�3, de de octubre. 
(74) Introducido por Ley Orgánica 8/83, de 25 de junio. 
(75) Por ejemplo, Ley Orgánica 7/87, de 1 1  de diciembre, reguladora del deli­

to de incendio. 
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nistrativas en las diferentes normas sectoriales que, a falta de 
una ley genen¡.l, integran la actual legislación ambiental. 

Por último, el artículo 45 se cierra previendo que una ley 
fije la obligaclón de reparar el daño causado para lo·s sujeto 
que �úolaron los debere establecidos en el párrafo segundo . .Es 
discutible i ,  a partir de este punto, cabe est ipular por la ley 
limita ione uahtitativas de la responsabilidad. Parece en oual"­
quier. caso que la ley ha de disponer de un margen de actuación 
en el que pueda di poner criterios razenables en cada pue; t<:> 
modulando, según las posibilidades del resJ?ónsable, la ·obliga­
c�óp de reparar. A esta interpretación flexible ayuda la expre­
sión ufüizada por el constituyente «en los términos que la ley 
fije» (70). En 0tr0 ca o, debe con ide.rarse que esta institució.p. 
reparadora podría verse incumpl ida más de una vez o in�so 
inutilizada en los casos en que se exprese La imposibil idad o la 
inconveniencia de reparar total y directamente el daño produci­
do. Por ello, a pesar de que, efectivamente, deben ser considera­
das inconstitucionales las limitaciones objetivas a la obligación 
de reparru; el. daño, establecidas en Jas leyes o reglamentos será. 
neeesario también que en oca ione¡¡ se compatibilice reparación 
integral con adecuacién a la capacidad del sujeto responsable 
en orden .a que el principie establecido en el artículo 45.3 man­
tenga su virtualidad en cualquier supuesto. ·  Ha de notarse que, 
aunque se trata de una institución fundamentalmente reparado­
ra, quiere tener también un efecto preventivo contra futuros ata-
ques al entorno. 

· 

La obligación de reparar el dafio éausado, está presente, eoa 
mayor o menor claridad, en los ordenamientos civil y penal, por 
lo que ptobablemen,te, La mayeres consecuencias de su constitu­
cionalización se referirán al campo del Derecho administrativa. 
En efecto, este principjo exige un procedimiento adecuado en 
orden, no sólo a asegurar u cumplirrúento, sino tambi�n a garan­
tizar la posición del sujeto responsable frente a la Administración. 
Por . otro lado, ha de .hacerse referencia al supuesto en que es la 

(76) GALVEZ defiende que cualquier limitación objetiva de la responsabili­
dad ha de entenderse sin efecto en virtud del art. 45 .3, al menos en lo que 
atañe a la Administración. 
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propia Administra ión la .obligada a reparar eJ dafio causado. Esta 
obligación le será imputabJe cuando baya sido ella. en virtud d 
cualquier actuacjón 1a agresora del medio debiendo preverse 
mecanismos eficaces para u cumplimiento, a1 igual qu en cual� 
qui.er otro upaesto de responsabilidad patrimonial (77). 

6. Relación entre el derecho al ambiente 
y el derecho a la salud en la Constitución 

Como se ha señalado anteriormente, al enumerar los artícu­
los de la Constitución que se refieren al medio ambiente,, el 
derecho a la salud es relacionado en muchas ocasiones �on el 
derecho a un ambiente adecuado 78). A ello ayudan fundamen­
talmente las tesis doctrinales que quieren anudar estos dos pre­
ceptos con la finalidad de considerar el derecho al ambiente 
como un derecho de categoría fundamental en la Constitu.ción 
española, a em�janza de argumentaciones paralelas existentes 
en Estados de nue tro ent rno como Alemania e Italia. Por 
nuestra parte, onsiderábamo que tal intento no llegaba a buen 
puerl p r er dos derechos aut6riomos entre sí, cuya esfera de 
protección no es globalmente coincidente, siendo, además, dife­
rente el fundamento de uno y otro precepto. 

No ob tante, tampoco puede negarse que, a primera vista, 
parece existir cierta proximidad entre la:s materias de salud y 
medio. ambiente. No en vano, cuando e aJ ud a la prehistoria 
del Den.!cho ambiental actual Derecho por otro Jade extraerdi­
oariamente reciente, e engarza directamente con las normativa 
tendentes a la protección de la salubridad e higiene, hoy recon­
ducibles al concepto de salud pública. También el valor jurídico 
de la calidad de vida se nutre de ambos. conceptos, como puede 

(77) art. 106.2.: <<Los particulares, en lo tennln6s establecido por la ley, 
tendrán derecho a er lndemni zados por toda lesión que sufran en cual­
quiera de su bienes dere'cl).()s, salvo en lo easos de fuerza mayor, 
siempre que Ja lesión sea consecuencia del füncionamiento de los ser­
vicios públicos.» 

(78) Sobre este tema, LOPERENA ROTA. Protección a la salud y medio 
ambiente adecuado. En el Libro Homenaje a García de Enterría, 199 1 ,  
p. 1 .455 y SS. 
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observarse por su presencia tanto en el artículo 45 de la Consti­
tución del 78, como en el artículo 1 29 . 1 ,  en . ei que se alude 
especif.icamente a la Seguridad Social como organisnw público 
cuya función afecta directa.mente a la cálidad .de vi'da. Por otro 
1ado1 e · nQtorio ae el deterioro deJ entorno tie.rte consecuencias 
más o menos i'nmediatas sobre la salud de las personas. A este 

· 

respecto basta recordar el objetivo de protección de la humani­
dad que · encierra el derecho al ambiente cuya vulneración 
puede afectar tanto a Ja salud como a la propia existencia de 
aqu'élla, sin que eJJo baste para justificar el trasplante a este 
derecho de las características del derecho a la vida. 

En deñ.nitiva, derecho al ambiente y derecho a la salud son 
dos instituciones diferenciadas, aunque parcialmente, por su 
carácter de derecho inmediato o instrumental, el objetivo del 
desarrollo del derecho al ambiente sea la protección de la salud. 
Es decir, pueden existir normas que impliquen desarrollo de 
ambos derechos al mismo tiempo, lo cual sólo se explÍca por el 
hecho de que los objetivos de los ,dos derechos tienen en comuún 
una zona de intersección. Que exista entre ambos derechos una 
zona de interseceión implica que cada uno de eUos dispone de 
otro campo de desarrollo independiente de tal relación. Entenaer 
el derecho al ambiente desde una óptica exclusivamente antropo­
céntrica, considerando que la protección del ambiente tiene 
como ánica finalidad la protección de la salud del hombre, ten­
dería a agra�dar la zona de intersección, e incluso. a identificarla · 
totalmente con el conjunto de� derecho al ambiente, que queda­
ría, en último términó, 1dentro deJ derecho a la salud,. del qué 
sería parte. S i  el derecho al ambiente contiene una zona que 
eséapa a la influencia del derecho a la salud es porque el antro­
pocentrismo se amortigua y combina con una proteeción deJ 

· medio en parte independiente de los intereses humanos y que se 
justifica tanto por �l respeto a una naturaleza preexistenté mere­
cedora de cierta ruteJa juríilica propia, como por el interés de las 
generaciones futuras en disponer de un ambiente adecuado. 

Así pue , exi te una zona confluyente entre ambos derechos 
que podríamos identificar con el concepto de anidad ambiental 
y cuya extensión puede verse alterada en función de los objeti­
vos que se asignen al derecho al ambiente. La Ley General de 
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Sanidad de 1986 ha incorporado a nuestro ordenamiento un con­
cepto enormemente amplio de la sanidad ambiental, señalando 
que prácticamente cualquier aspecto o sector del medio ambiente 
está relacionado . con la salud (79). Por su parte, el Tribunal 
Supremo ha declarado también que «este Tribunal está conmina­
do consti tucionalmente a velar per ese medio ambiente, lo que 
supone velar tamb�én por la salud» (80). Hoy día gran parte dé la 
normativa ambiental responde en último término a eSte objetivo 
de proteger la salud del hombre. Es previsible que el progresivb 
de arrollo deJ Derecho ambiental vaya configurando también el 
derecho al am iente como un derecha definitivamente indepen­
diente, con fines y fundamentos propios aün en_ parte coinciden­
tes con los de otrós derechos del ordenamiento. 

7. Desarrollo del derecho constitucional al ambiente 

La constitucionalización de un derecho implica el reconoci­
miento de la preexistencia del mismo por parte de un ordena­
miento. De este reconocimiento se derivan consecuencias direc­
tas en orden a garantizar su oumpJ imiento, que· afectan a todo 
lo p dere del E tad . En eJ ca de la Constitución española, 
la i tencia de estas c-0nsecuencias que obligan a los poderes 
público se hace explícita precisamente en lo que se refiere a los 
principio rect. r de la política social y coaómioa en virtud 
del arüculo 53.3, que alu�e a Ja Jegi . !ación positi�a que eri;iana 
del parlamento, a la ptáctioa de los Juzgados y tnbunales mte­
grados en el poder judicial y, en fin, a los p deres públicos en 
general.  El restiltado de Ja activida.d de los di tintos poderes del 
Estado se configura como diferente modo ele protección del 
derecho ' reconoeido en el texto fundamental. De este modo, l a  
Jegislaci�n. la reglamen�ción. la actuación administrativa y tos 
pronunciamientos judiciales canforman téc nicas e instrumentos 
jurídi'cos para la protección de los derechos subjetivos reconoci­
dos por la norma superior del ordenamiento. 

Dentro de este conjunto de obligaciones públicas, adquie­
re importancia fundamental -y más aún en el c aso de los 

(79) art. 19 de la ley 14/86 de 25 de abril. 
(80) Auto de 1 1  de mayo de 1 989 (Ar 3.867). 
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principios rectores de la política económica y social que 
«sólo pueden ser alegados ante la jurisdicción de acuerdo 
con lo que dispongan las leyes que los desarrollen» (81)- la 
creación de nomias jurídicas de rango legal que den entrada 
a un conjunto normativo más amplio cuyo objetivo sea el 
desarrollo y la protección del derecho reconocido constitu­
cionalmente . No es preciso para ello crear una nueva rama 
del ordenamiento con sustantividad propia por cada derecho 
subjetivo que se reconozca, sino simplemente un bloqúe nor­
mativo, más o menos cohesionado, que formule soluciones 
para los aspectos que previsiblemente pudieran plantearse 
para la puesta en práctica del derecho. 

Para el 9aso del derecho al ambiente, integrado en el capí­
tulo tercero del título primero de la Constitución, es preciso, en 
primer lugar, dictar leyes de desarrollo que posibiliten el acce­
so a la tutela jurisdiccional. Es preciso también que se establez­
ca una legislación básica sobr� el medio ambiente que clarifi­
que el marco en el que las (1Jmunidades Autónomas pueden 
desarrollar su propia política ambiental. Igualmente, habrán de 
establecerse por ley las sanciones anunciadas en el artículo 
45 .3 de la Constitución, así como las infracciones pl'l.ra las que 
se reservan tales sanciones. Son necesarias también normas que · 
proclamen y desarrollen los principios en que se basarán las 
futuras políticas sobre el medio, así como normas de aplicación 
a los diferentes sectores que s.e engloben en el concepto de 
ambiente que se asuma. Por último, también será preciso elabo­
rar un conjunto de disposiciones que ordenen las diferentes 
administraciones competentes en la materia, organicen sus 
competencias y funciones y den respaldo legal a su actividad. 
Todo este conjunto de normativas sería agrup�ble en la voz 
Derecho ambiental, que sin constituir una rama autónoma en el 
ordenamiento, es el marco en el que debe encontrar su efectivi­
dad el derecho que la Constitución reconoce a todos de disfru­
tar de un medio ambiente adecuado al desarrollo de su persona­
lidad. Sin este cuerpo jurídico, este derecho correría el peligro 
de quedar relegado a un principio programático. 

(8 1) art. 53.3 de la Constitución. 
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Este Derecho ambiental, que posee unas características y 
principios propios (82), es en nuestro caso un conjunto de nor­
mas dispersas de carácter interno, a las que hay que añadir otras 
procedentes del Derecho internacional del ambiente y de la 
recepción del Derecho comunitario europeo. Para este conglo­
merado no existe aún en �uestro ordenamiento un esquema cla­
rificador. En palabras de Martínez Martín� «la legislación 
ambiental es un conjunto de normas de diversas procedencias, 
de diversas épocas y con diversos enfoques y contenidos, pero 
que tienen como factor común regular el uso y consumo, públi-:. 
co y privado, de los bienes y servicios que en conjunto forman 
el entorno físico natural de la vida del hombre» (83). 

En efecto, pese a tratarse el derecho al ambiente de un dere:.. 
cho reconocido con carácter reciente, la.normativa de desarrollo 
del mismo incorpora también norillas anteriores a la Constitu­
ción, cuyo objeto era la protección d.el entorno humano, y tam­
bién puede aludirse a las normas tradicionales de protección de 
la higiene y salubridad públicas, como prehistoria del derecho 
.ambiental ·(84) (85). 

Sin embargo, el bloque fundamental conformador de la nor­
mativa ambiental lo han de constituir las leyes que establezcan 
los principios generales aplicables, las disposiciones sanciona­
torias, las normas sectoriales preventivas, así como la organiza­
ción de la Administración ambiental. Todas estas leyes han de 
ser, forzosamente, de nuevo cuño. 

(82) MARTIN MATEO, La calidad de vida como valor jurídico, p. 92 y ss; 
JAQUENOD QE ZGOSON, El derecho ambiental y sus principios rec­
tores, p. 208 y ss. 

(83) MARTINEZ MARTIN. Legislación sectorial, legisiación general. En 
Derecho y Medio ambiente, Madrid:·MOPU, 1981,  p. 48. 

(84) Sobre esta prehistoria del Derecho ambiental en el Estado español, puede 
verse: ABAD PEREZ, Las Administraciones públicas, el control juris­
diccional 'Y el medio ambiente, p . ·  32 y ss;  En el mismo sentido, 
LARUMBE BIURRUN, Medio ambiente y Comunidades Autónomas, 
p. 20 y SS. 

(85) Sobre el desarrollo histórico del Derecho referente a la salubridad pública, 
HUGHES. Environmental Law. Londres: Butteiworths, 1986, p. 3 y ss. 
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La discusión de mayor interés en tomo a la creación de este 
Derecho ambiental es aquella que se plantea sobre la posible 
necesidad de agrupar gran parte de estos contenidos fundamen­
tales en .una ley de carácter general, a partir de la cual se articu­
larían las restantes leyes referentes a fos di�tintos sectores de la 
materia. No toda la doctrina parece convencida de la necesidad 
de una ley general sobre el medio ambiente, habiendo quien 
preconiza como suficiente una mera armonización de la legisla-

. ción sectorial (86) y quienes defienden decididamente la pro­
mulgación de un texto de estas características (87). 

La necesidad de una ley general sobre la materia ambiental 
se justifica, en ocasiones, mediante la alusión a las legislacio­
nes extr.anjeras que dis,p9nen de una norma de esta especie 
para regular diferentes aspectos relacionados con la protección 
del medio (88) (89). S in embargo, comq anuncia Martínez 
Martín, «las llamadas leyes generales de medio ambiente son 
un conjunto muy diverso de textos del que es difícil extraer 
consideraciones de valídez universal y son, en muchos casos 
el producto -quizás efímero- de tina moda o corriente de opi­
nión internacional» (90). A ello hay que sumar la evidente 
movilidad y la rapidez con que evoluciona un Derecho 

(86) POMED SANCHEZ, Seminarió sobre el Derecho ambiental comparado 
en _Alicante, p. 350. 

(87) ESCRlBANG COL.LADO. I..,OPEZ GONZALEZ y PERBZ MORENO, 
Co11stitució11 y medio ambü:me: bases para un programa legislativo. 

(88) Sin ánimo exhaustivo, éste sería el ca o de las siguientes leyes: Ley 
Pedera)... de Polftioa.sobce Medio Ambiente (NEPA) de 1 969 de EBUU; 
Ley sueca de protección del medio ambiente de 1969; ley danesa sobre 
protección de la naturaleza y el ambiente de 1973; ley rumana de protec­
ción del ambiente de 1973; ley noruega de protección del ambiente natu­
ral de 1973; ley británica de control de la contaminación de 1974; ley 
francesa de protección de la naturaleza de 1976; ley federal alemana 
sobre protección de la naturaleza de· 1 976. 

(89) Una referencia a la normativas sobre protección del medio ambiente de 
Alemania, Estados Un.idos, Reino Unido, Francia, Suecia e Italia puede 
verse en el apéndice VI de la obra citada de ESCRIBANO COLLADO. 
LOPBZ 001'/ZALEZ y PEREZ MORENO. También realiza un comen­
tario general sobre Derecho comparado JAQÚENOD DE ZSOGON, El 
derecho ambiental y slls pri11cipio.r 1'ecrores, p. 106 y ss. 

(90) �ARTINEZ MARTIN, Legislación seotorial, legislación general,. p. 53. 
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ambiental que aún está en formación, tanto a nivel doméstico, 
como europeo e internacional, lo que puede hacer en parte 
inútil el esfuerzo por fijár un texto general y básico destinado 
a tener cierta permanencia temporal. 

La polémica entre legislación sectorial o general sobre el 
medio ambiente no parece, en consecuencia, que tenga un carác­
ter decisivo, siempre y cuando el legislador sea capaz de articular 
el desarrollo preciso del derecho al ambiente para que pueda ser 
residenciado por cualquier interesado ante la jurisdicción compe­
tente, y disponga asimismo las cuestione� que se estimen básicas 
para la competencia estatal, un Derecho sancionatorio ambiental 
correcto y las normas precisas para ordenar la .Administración 
ambiental con la consiguiente participación ciudadana. 

El mayor obstáculo que puede surgir a este efecto es el de la 
pasividad del legislador que puede, o bien no dictar la legisla­
ción necesaria para dar plena efectividad al derecho al ambien­
te, o bien hacerlo de una forma parcial e insuficiente. Esta acti­
tud del poder legislativo, posible en la práctica, resultaría clara­
mente inconstitucional, si bien su control no podría ser realiza­
do por el Tribunal Constitucional (9 1).  Tan sólo una presión de 
la opinión pública podría, en determinadas condiciones, obligar 
al Parlamento a revisar esa política de omisión legislativa y a 
dar al derecho al ambiente el necesario desarrollo legal que le 
otorgue plena virtualidad. 

(91 )  LOPERENA ROTA, Protección a la salud y medio ambiente adecuado 
p. 1 .468. 
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III 

EL DERECHO AL AMBIENTE 
COMO DERECHO DE 

PARTICIPACION ' .  
' 





El reconocimiento que del derecho al ambiente se efectúa en 
la Constitución de 1 978 resulta, como hemos visto, más que 
aceptable desde el punto de vista del ordenamiento constitucio­
nal y del Derecho comparado. Sin embargo, la real efectividad 
de cualquier derecho no depende con frecuencia tanto de su pro­
clamai;;ión constitucional, cuanto de su posterior desarrollo legis­
lativo y de la práctica que del mismo se sigue en los órdenes 
judicial y administrativo. 

-

Esta importancia de la concretización de los derechos 
recogidos en la ConstituCión queda resaltada para el caso de 
los derechos mediatos y, en general, para todos aquellos de 
contenido económico, social o cultural que, habitualmente, 
ostentan un marcado corte finalista. La puesta en práctica �e 
estos derechos y la defensa de los intereses que a través de los 
mismos se protegen, debe plasmarse más en mecanismos ten­
dentes a acercar ese horizonte ideal que estos derechos expre­
san, que en su consideración como derechos subjetivos típi­
cos. No en vano, la concepción de los derechos sociales como 
derechos sustantivos alegables directamente por los ciudada­
nos 'evidencia enseguida lagunas importantes en la protección 
de muchos intereses que generalmente tienen carácter 
supraindividµal y que adquieren en nuestra sociedad una cre­
ciente importancia. 

Es por ello por lo que deben buscarse fórmulas comple­
mentarias de articular estos derechos que aseguren con un 
mayor nivel de eficacia su real cumplimiento. Para esta labor, 
el mismo texto constitucional brinda una oportunidad excelen­
te al proclamar el principio de participación en sus artículos 9, 
23, 1 05 ó 129 como un elemento esencial del Estado social y 
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democrático de Derecho. En efecto, el componente participati­
vo puede, en muchas ocasiones, ofrecer un revulsivo intere­
sante a la actual crisis de la democracia representativa si para 
ello es convenientemente encauzado. Una de estas posibilida­
des del principio de participación se presenta, precisamente, 
en relación con derechos que, como el derecho al ambiente, 
encierran un carácter finalista. La consideración de éste como 
un derecho de participación en las labores públicas relaciona­
das con el medio, puede ser una vía muy adecuada para dotar 
de mayores márgenes de efectividad a un derecho que en su 
concepción sustantiva no alcanza a proteger todos los intere­
ses que pretende hacer efectivos. La importancia de la partici­
pación en el Derecho ambiental queda, aden:iás, resaltada ·por 
la necesidad de abordar las problemáticas que se refieren al 
entorno desde una óptica eminentemente preventiva. Así, 
entendiendo el derecho al ambiente como un derecho de parti� 
cipación, se intenta, por una parte, evitar de modo preventivo 
lesiones a intereses ambientales relevantes y, por otro lado, 
ofrecer un mayor juego a determinados intereses ambientales 
que no se verían protegidos si entendiéramos aquel derecho 
exclusivamente en su faceta sustantiva. 

Ahora bien� para hacer efectiva esta proyección del derecho 
al ambiente a través de sus posibilidades participativas en el 
juego de los diferentes poderes, es preciso orientar tanto el desa­
rrollo legislativo como la práctica judicial y administrativa en 
este sentido, incorporando nuevos cauces de intervención social 
y adecuando los mecanismos ya existentes a la materia que nos 
ocupa. Por ello, analizaremos a continuación cuáles son estos 
cauces y mecanismos ya previstos, así como las posibilidades 
que nuestro ordenamiento ofrece al respecto, desde la perspecti­
va de los diferentes poderes públicos del Estado, legislativo, eje­
cutivo y judicial, no sin antes hacer referencia a los campos 
competenciales que respecto a las labores ambientales corres­
ponden a cada instancia pública. 
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LA DISTRIBUCION DE COMPETENCIAS 
EN MATERIA DE MEDIO AMBIENTE 

Abordar el tema de la participación ciudadana en las diferen­
tes labores públicas relacionadas con la materia ambiental exige, 
como requisito previo, efectuar un estudio, siquiera esquemático, 
del reparto de las competencias legislativas y ejecutivas sobre 
esta materia entre las diversas instancias institucionales. Ello res­
ponde, lógicamente, a la necesidad de averiguar cuál es el ente 
adecuado en cada momento al que deba orientarse la participa­
ción popular. Esta delimitación competencia! se presenta como 
una tarea inexcusable en el sector ambiental que nos ocupa, por 
cuanto éste puede ser considerado como urio de los campos obje­
tivos cuya titularidad se encuentra sumamente repartida, siendo 
realmente complicado establecer un cuadro claro y definitivo de 
las labores que corresponden a cada institución. Es por ello que, 
más que intentar 'Ofrecer un esquema acabado y estático del 
reparto competencia! en

. 
las materias relacionadas con el medio 

ambi�nte, procuraremos realizar una' visión global de los proble­
mas que pueden surgir, tanto al querer interpretar las normas que 
distribuyen las competencias, como al poner en práctica el 
modelo que dichas normas establecen. Con ello, sin duda, tam­
bién nos acercaremos a algunos de los problemas que se plante­
an, de .cara a la existencia de una auténtica participación ciudada­
na en este tema de tanta trascendencia social . 

Al hablar de competencias en materia de medio ambiente 
debe comenzarse realizando algunas acotaciones. Atendiendo a 
la naturaleza de las competencias a estudiar, lógicamente .distin­
guiremos entre competencias legislativas y competencias ejecu­
tivas. Por tanto, hacemos referencia aquí tanto al poder legislati-
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vo como al ejecutivo. En el primer caso, la problemática consis­
tirá en deslindar las facultades de actuación legislativa que 
corresponden al Estado de aquellas que pueden ser ejercidas por 
los parlamentos de las diferentes Comunidades Autónomas. Para 
el caso de las.competencias de naturaleza ejecutiva, el cuadro del 
reparto será bastante más complicado. No en vano, a la titulari­
dad de las mismas podrían optar, en principio, cuatro grandes 
instancias : Estado, Comunidades Autónomas, provi:µcias y 
municipios. Ambos repartos, legislativo y ejecutivo, se compli� 
carán además en la medida en que la intervención de las Comu­
nidades Eurnpeas en la materia crezca, y también, por la evolu­
ción que el Derecho internacional del ambiente seguramente 
experimentará en el futuro. 

Un segundo aspecto de importancia, y no menos difícil de· 
aclarar, es el que hace referencia al objeto co¡:npetencial que 
debe abarcarse en este apartado. Medio ambiente es aún una 
expresión que jurídicamente se agranda o se encoge en función 
de las. interpretaciones que se realicen, y que, a la hora de estu­
diar su reparto, se plasma en más de un título competencial. 
Existen, en efecto, diversas expresiones en las normas que dis­
tribuyen las competencias, que pueden ser relacionadas en 
mayor o menor medida con el tema ambiental. En este sentido, 
se impone también una delimitación, que procurará aquí hacerse 
atendiendo al concepto constitucional de medio ambiente y a su 
referencia a la calidad de vida. 

Realizadas estas iniciales precisiones entraremos, pues, en 
el análisis del reparto competencia} de la materia ambiental. 
Para ello, primeramente aludiremos a otros modelos .de distribu­
ción de competencias que sobre este sector son seguidos en 
diferentes Estados. 

l. Tendencias de Derecho comparado 

A pesar de las grandes diferencias existentes entre los mode- · 

los de organización política de los distintos Estados de nuestro 
entorno, es lo cierto que en la materia ambiental las tendencias 
organizativas suelen resultar, en muchos casos, coincidentes. Así, 
la tendencia a la centralización de las competencias medioam-
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bientales a partir de una concentración histórica de éstas en los 
órganos de carácter local, ha sido un fenómeno uniforme en la 
mayoría de los países. En efecto, «cuantos han estudiado los pro­
blemas de la organización administrativa de medio ambiente han 
observado que en todos los Estados, cualquiera que sea su forma 
de organización, se ha producido una concentración progresiva de 
competencias en el poder central. Ello es reflejo de la ruptura de 
la concepción localista del medio ambiente que hoy no puede ser 
sostenida por nadie» ( 1 ) .  Sin embargo, también es verdadero que 
�n los Estados que pretenden vertebrarse a través de un sistema 
de descentralización política, coexisten habitualmente tensiones 
entre elementos de centi:alización y de distribución (2). Esta dia­
léctica se traduce generalmente, más que en un reparto de compe­
tencias estático, -en la instauración de labores de cooperación y 
coordinación interinstitucional, propias de · las competencias de 
carácter compartido o concurrente. Para estos países de naturale­
za federal, regional o autonómica, «podemos hablar de una asun­
ción primaria de las regiones de aquellas actuaciones que tiendan 
directamente a .la tutela de lo ambiental, si bien desarrolladas 
siempre dentro del necesario respeto a la dirección e .impulso que 
puedan ejercer en este campo los poderes centrales, facultados 
para ello por la exig ncia d protección de lo interese. generales 
así como por la Genvenienc ia de desarrol lar una concepción de lo 
ambiental como cualidad indivisible» (3). 

Entrando en un somero análisis de algunos de estos Estados 
políticamente descentralizados, llegamos fácilmente a la conclu­
sión de que no sólo las competencias de naturaleza legislativa 
son distribuidas y compartidas entre el poder central y las institu­
ciones territoriales, sino que también la labor de ejecución de 
dicha legislación resulta dividida e�tre ambas instancias. El 
modelo federal clásico en el cual el Estado ejecuta con su propia 
Administración toda la legislación dictada por la Federación ha 

( 1 )  MUÑOZ MACHADO. La distribución de competencias entre el Esta­
do, las CCAA y las Corporaciones locales en materia de medio 
ambiente. En DA n.º 190, 198 1 ,  p. 362. 

(2) POMED SANCHEZ. Seminario sobre el Derecho ambiental compera­
do en Alicante. En RAP n.º 1 16, 1988, p. 342. 

· 

(3) POMED SANCHEZ, op. cit., p. 343. 
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dejado ya, en materia de protección del medio ambiente, de apli­
carse en su estado puro. 

En los mismos Estados Unido de América pau'ia originaria 
del federalismo determinados organisn:io integrados en el 1:1oder 
federal, como �uede ser el ca o de la Agencia de Protección del 
Ambiente, ejercen funciones de naturaleza ejecutiva en este sec­
tor. Lo mismo podría predicarse del Consejo de Calidad Ambien­
tal, configurado como un órgano asesor de la presidencia federal. 

En Alemania, �e ha producido igualmente e te proceso de 
asunción de competencia eje utiva. en medio ambiente por 
parle de la Federación, a parrir de Jo aflos 70. Hoy dia las c0m­
petencias obre medio ambiente en la República federal son cla­
ramerite concurrentes ( 4 ), correspondiendo al poder central la 
labor de dictar las normas básicas en la materia. 

Por lo que respecta al caso italian�, quizás el más cercano al 
nuestro en cuanto modelo de Estado, el problema se planteó ·a la 
hora de decidir sobre la necesidad de transferir a los entes regio­
nales que se crearan las competencias ejecutivas en medio .  
ambiente. La postura inicial favorable a dicha transferencia se 
vio frenada por la constatación de la necesidad de arbitrar dife­
rentes niveles administrativos competentes en el sector. De esta 
forma se comprend�ó la conven iencia de que el E tado retuvieta 
c i erta competencias ejecu t ivas en la materia. Por u·o lado, 
como señala D Vergottini , «al analizar el reparto de ompeten­
ci;.l Estado-Regione en materia de medio ambiente 110 _puede 

lvidarse el notable papel desempeñad(!) por la Corte Constitu­
cional, que ha eonfirmado con una seri de importantes decisio­
nes, el modelo normativo propuesto por el legislador dando 
lugar al conocido fenómeno del centralismo de retomo con una 
acentuación del papel estatal que ha afectado no sólo a la materia 
medioambiental, sino también a otros ámbitos materiales de 
indudable importancia en la difícil relación dialéctica entre com­
petencias estatales y competencias regionales» (5). 

(4) arts. 72, 74 y 75 de la Ley Fundamental de Bonn. 
(5) DE VERGOITINt El reparto de poderes en materia medioambiental 

entre la CE, el Estado y las Regiones. El caso italiano. Traducción de 
Sainz Arnaiz. En RVAP n.º 27, 1990, p. 37. 
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Com puede verse la realidad comparada de los r�partos de 
competen ias ambienmles l levados a cabo en los düerentes Esta­
d0 armnta a una pr gre iva compli a i.ón del e quema dis!Jibu­
tivo y a la necesidad de una cada vez mayor eo · rdí n:;ieión inte­
tin t itucional. En término gen ral s e l  poder central uele 
reservarse el dictado de las normas básicas en la materia, y la 
elaboración de planes generales con incidencia ambiental, ade­
más de diversas competencias ejecutivas. Entre estas últimas 
suelen figurar facultades de coordinación, así como la adminis­
tración de elementos ambientales importantes, autorizaciones de 
actividades especialmente peligrosas o relevantes, o funciones 
de orden tecnológico. Las entidades territoriales por su parte, 
suelen ser las artífices del desarrollo normativo de la legislación 
básica del Estado, las cuales ostentan un mayor número de com­
petencias ejecutivas, acotadas muchas veces por la polítíca ll�va­
da a cabo por la instancia territorial superior. 

En definitiva, las tendencias actuales del reparto de compe­
tencias no van por la vía de destacar a ningún ámbito geográfico 
como el idóneo para llevar a cabo las principales labores de pro­
tección del entorno. Como señala Muñoz Machado, «puede esta­
blecerse una conclusión en razón a cuanto va expuesto, y es que 
la experiencia comparada confirma que las competencias en 
materia de medio ambiente deben repartirse entre diversas instan­
cias territoriales, de manera que ninguna de ellas las retenga en 
exclusiva. ( . . .  ) Por tanto, es inútil pretender la autosuficiencia por 
cualquier nivel administrativo y político. Todos, cuando operan 
aislados, precisan complementos a sus acciones ,  que sólo los 
mecanismos de cooperación pueden aportar» (6). 

· 

2. El modelo español 

La aprobación del texto constitucional de 1 978 supone indu­
dablemente el punto de partida con el que analizar el reparto de 
competencias que eq. la materia ambiental se establece .-en nues­
tro ordenamiento. La etapa anterior, a la aprobación de la Consti, 

(6) MUÑOZ MACHADO, La distribución de competencias entre el Estado, 
las CCAA y las Corporaciones Locales en materia de medio ambiente, p. 366. 
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tución constituye, en general, un modelo ya caducado, en el que; 
además, falta la presencia de una instancia, como es la de la 
Comunidad Autónoma, que va a adquirir en fa estructura actual 
un gran protagonismo. Esta fase preconstitucional se caracteriza 
por una lenta evolución centralizadora de las competencias, 
especialmente referidas a los aspectos de la sanidad ambiental, 
que van asf escapando d La útularidad y sobre todo, de la capa-

ídad de lo entes municipale (7). El de 1 978 es, pues, el primer 
intento serio de ordenar una .temática reciente, di tribuyendo 
entre las dos grandes im;tancias p0Jíti,cas actuale del Estado, las 
principales atribuciones sobre el cuidado del entorno (8). 

Antes de adentramos en el 
·
análisis de las competencias con­

cretas que, según las diferentes normas de nuestro ordenamiento 
corresponden a cada ámbito político y administrativo, es preciso 
aclarar que la Constitución, al referirse de nuevo al medio 
ambiente en su título VIII, lo hace con un sentido diferente al 
contemplado en el artículo 45. En efecto, en los listados compe­
tenciales que figuran en los artículos 148 y 149 aparecen dife­
rentes títulos que guardan una relación de mayor o menor enver­
gadura con el concepto de ambiente que se encierra en el precep­
to 45. Así, cuando en. lo artículos 148 y 149 se alude a la expre­
sión protecci6n del medio ambiente como materia competencia!, 

(7) Puede seguirse esta evolución en el mismo artículo de MUÑOZ 
MACHADO, La distribución de competencias entre el Estado, las 
CCAA y las Corporaciones Locales en materia de medio ambiente, pp. 
352 a 361 . · 

· · 

(8) Sobre el reparto de competencias ambientales establecido a partir de la 
norma fundamental pueden verse, entre otros: MARTIN MATEO. Trata­
do de Derecho Ambiental. Madrid: Trivium, 1 99 1 ,  R· 258 y ss.; ESCRI­
BANO COLLADO, LOPEZ GONZALEZ y i>EREZ MORENO. Cons­
titllción y medio ambiente. Bases para un programa legislntivo. IDR, 
Sevilla: U ni v. de Sevilla, 1982, p. 1 9  y ' .: MUÑOZ MACHADO, op, 
cit.; CUCHILLO FOIX. Las competencias de la Gcn�ralil.at de Catalun­
ya en materia de medio ambiente. En el Libro homenaje a Villar Pal.así . 
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ambiente en la Constitución española. En Derecho y medio ambiente. 
Madrid: CEOTMA-MOPU, 1 98 1 ,  p. 40 y ss.;  ABAD PEREZ. Las 
Administraciones públicas, el control jurisdiccional y el medio ambiente. 
En Poder Judicial n.º IV, 1989, p. 40 y ss.; LARUMBE BIURRUN. 
Medio ambiente y CCAA. En RVAP n.º 8, 1984, p. 47 y ss. 



hay que interpretar su ign:i:ficado como el de una zona re-Siduru 
para todos aquello seclor medioambientales o com.prendido 
en las restante expresione emplead� en los li. tad0 de compe­
tencias. Esta e. la idea mantenida desde la doctrina, capitaneada 

· en este sentido por Mufioz Machado. Al decir de este autor, «el 
medio ambiente 119 es un -supraconcepto com¡:>rensivQ de tocias 
las materias, sectores, servicio o a tividades relacionadas con el 
mismo. Por el contrario cada uno (o l a  práctica totalidad) de 
estos sectores o mater�as recibe un tratamiento singular a los 
efectos de concretar el régimen de la distribución de competen­
cias (ordenación del territorio, obras públicas agricultum, mon­
tes aguas pa,trimonio histórkci-'artístico, anidad e higiene etc). 
Hay que estar a estas especificaciones en _primer lugar; el con­
cepto de medio ambiente sirve, en este contexto. para completar 
el tratamiento de Ja distribución de competencia en aquellos 
aspectos. que no tienen un concreto tratamiento» (9). 

Como fácilmente se intuye, esta atomización de las materias 
conexas con el medio ambiente en diferentes títulos atributivos 
de competencias va a complicar sobremanera el cuadro general 
de titularidad de las mismas. Por otra parte, es demasiado fre­
cuente tanto en la Constitución, como en lo Estatutos de auto­
nomía, como en otras normás del ordenamiento atributivas de 
competencias el empleo de fórmulas lmpreci as, roá resultado 
de difíciles acuerdos políticos que de estrictas del imitacione 
ju.rídi as. De esta forma, ob ervamos con frecnencía cómo la 
Constitución opera con la técnica de «atribución formal de com­
petencja§ exclusivas sobre materias compartidas» ( 10), l lamando 
exclusiv0 a 10 que en rigor no lo e ; técnica, por otra- parte, imi­
tada con profu ión en las nonna estatutarias. Por otro lado la 
abundancia de fórmulas de compromiso con el u e de expresio­
nes como los famosos sin perjuicio y la · invasión de parte del 
campo semántico de unos títulos sobre otros no hacen sino aña­
dir dificultad a la labor de clarificación del reparto competencial. 

(9) MUÑOZ MACHADO, La distribución de competencias entre el Esta­. 
do, las CCAA y las Corpqraciones locales en materia de medio 
ambiente, p. 367. 

(10) ESCRIBANO COLLADO y LOPEZ GONZALEZ. El medio ambien­
te como función administrativa. En REDA n.2 26, 1 980, p. 375. 
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A) Las competen.cias legislativas 

Para abrir 1 esquema aclaratorio de la ordenaclón.competen­
cial en nuestra materia, afronta:remo. en primer Jugar el tema del 
ámbito seservado a lo. diferente parlamentos, en cuanto sujeto' 
productores de nonnas con rango de ley. Los sujetos destinatario . .  
de la competencias legi lativas san, en 'todo caso, Qien las Cortes 
Generales, bien las a amblea Jegjslativas de las distintas Comu­
nidade Autónomas que e tán ya consliluida ( 1 1 ). Las norma 
que pueden aclarar te repmto de competencias legi$h\tivas on, 
en prin ipio, la Constitución_ y lo diferente Estatut s, clebjendó 
tener e n cuenta igualmepte el uso de las vías previstas en los 
artículos 148.2, 1 50. 1 y 1 50.2 de la propia ley fundamental . 

En materia de protección deJ �bjente, la Constitución parte 
re ervando al E tado, en cualqukr cas , la Legislación básica 
( 1 2). Por otro lado el artículo 1'48. J  .9 reconoce la posibil idad de 
que las Comunidade autónomas asuman competencias de ges­
tión en la n i ·ma materia. Esta posibi lidad ha sido recogida en 
tod lo E ta.tutes de autonomía aprobados ha ta la fecha ( 1 3). 
Sin embargo como se aprecia, ntre la reserva estatal de la legi -
lacióo básica y la asunei n e tatutaria de la ge tión resta una 
franja comp tencial c0nsistente en el de affollo normativ , tanto 
legal como reglamentario, de Ja legislación que aJ efe 1.0 dicte el 
Estado. Én virtud del artículo 15 l . l esta zona competencia! de 
de arro l lo  legis larivo en maleria de protec ión del medio 
ambiente puede er  asumida por aquellas Comunidades Autóno­
mas que a cedan al autogobierno por la v:fa del prepi precepto 
1 5 1 .  Este fue precisamente el amino seguido por la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, que inc01por6 esta facultad en el artf­
culo 15 . 1 .79 de su Estatuto ( 14). Las Comunidade de .EuSkadi 

( 1 1 )  En rigor, la oast1tuci6n ño predetenn.inó que todas lus CCAA dlspu­
sieran de un órgano legislativo, ino tan sól aque1 ia.� que Qll'bieran 
accedido a Ja autonom(a por la vfa del art. 1 5 1 .  Acuerdo polítíc9s 
posteriores fuer n los que deoidleron que, linalmente, todn CA conta­
ra·con su propio Parlamento, independientemente del número' de com­
petencias asumidas. 

(12) art. 149. 1 .23 de la Constitución. 
(13) Los únicos Estatutos innatos por el momento son los de Ceuta y Melilla. 
(14) Ley Orgánica 6/81 de 30 de diciembre. 
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( 1 5),  Cataluña ( 1 6) y Galicia ( 1 7) asumieron igualmente la com­
petencia de dictar legislación de desarrollo en mate1ia de protec­
ción ambiental siguiendo la vía prev!sta en Ja dispo�icion tr.ah i­
toria 2ª de la Constitución ( 1 8). La Comunidad Fonil de Navarra 
por su parte, también ha incorporado cerno propi este eampo 
competencial en razón d ·su sorprendéote sistemci ele aeees0 al 
aut0gobjemo ( 1 9). Por último l Comunidad Valenciana ostenta 
Ja misma competencia para desarrol lar las bas s. del E tad en la 
materia, como ons�cuencia de una transferencia por ley rgáni­
ca preví ta en el rutfculo 1 50.2 de la ley fundamental, de compe­
tencias de titularidad estatal C::W). 

El resto de las Comunidades Autónomas (esto es, Asturias, 
Cantabria, Castilla-León, Extremadura, Canarias, Murcia, Balea­
res Aragóh, La Rioja Castilla-La Mancha y Madrid) carecen en 
consecuencia, de facultade legislativas en La mateda de protec­
ción del meClio ambiente. Esta careneia, in embargo no tiene 
por qué dJ!verúr definitiva dado que el propio art(culo 148.2 
pre'Vé la posibil idad de reformar us Estatutos, pasad0·s einco 
años cte· de su entrada en vigor en orden a sumir otrás competen­
das no resetvad'lS al E tado en el marco del  149 . 1 . Por otro lado, 
también permanecen abierta las vías de delegación o transferen­
cia de competencias, eventualmente l(}gislativas, establecidas en 
los párrafos primera y segundo del artículo 1 50. 

El concepto de lo básico ha sido ya repetidamente ab9rdado y 
discutido por la doctdna y objeto de .nlll111eroso pronunciamientos 
del Tribunal Constitucional. Unicamente conviene rec0rdar que la 

{ 1 5) Ley Orgánica 3/J9 de 18 de diciembre, an. 1 1 . l .  a). 
( 1 6) Ley Orgánica 4fi9 de 1 8  de diciembre. art. L ú.6. 
'( ! 7) Ley Orgánica l/8 1 de 6 de abril art. 27.3. 
( 1 8) «Los ter�itorios que en el pasado h11bieset1 plebiscitado afirmativa­

meme proye - tos de. Estatuto de autonomía y cuenten, al , liempo de 
promulgarse es1a Constitución, con ragímenes provisionaleS d auco­
nomía, podrfán acceder inmodiaµtmcnte en la forma que se prevé en 
el apartado 2 del ;;trticulo 14 , cuando así lo acordaren. por mayoría 
absoluta rus 6rgw1os preautonómi.co colegiados superlore�. omuni­
cándoselo al Gobierno». 

( 1 9) Ley Orgánica 1 3/82 de 1 0  de agosto, art. 57 c). 
(20) Ley Orgánica 1 2/82 de 1 O de agosto. 
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facultad que o tentan determinados parla¡nento · autonómicos de. 
legislar en la materia de protección del 

'
ambjente no deriva de la 

legislación básica estatal sino de . u Estátutos y, en último térmi­
no, de la Constitución (2 1 ). for ello, la no existen ia de una legis­
lación ásica eo la materia, definida así por las Cortes Generales, 
no impide el ejercicio de 1a función legislativa po.r las autonom(a 
capacitadas pata ello. No obstante atm no siendo un i mpedimento 
la careo ia de esta legi lación básica estatal para el Jtu1cionamien­
t de lo parlamentos autonómicos «de primer grado», sí con. ti.tu­
ye una clificultad el hecho de que el legislador regional e vea obH­
gado, en primer lugar, a efe tuar la :interpretación de lo que deba 

ntenderse _por básico en w1a materia tª-n voluble. Con razón se 
alude pues a la ne esidad de cooperación entre el E tado y las 
Comunidades Autén mas, incluso desde el plano legislativo en 
e ·te sistema de «autononúa irtlegradas» (22). 

Jnnto a la mi ma re. erva e t&tal de la legi !ación básica en 
materia de protección ambiental, la Constitución alude a la posi­
bil idad de que las Comunidades autónoma dicten «normas adi­
ci nal de protecci rn>. Esta facultad asumida tambi� en L . 
E tatutos de las Comunidades «de primer grado», en · ierr� natu­
ralm "nte un componente legislativo. En la a J aración de esta 
posibil idad vuelve a er: út i l  la opiruón de Muñ ·z Machado 
quien eñala al re :pecto ·de estas normas que «el upuesto al que 
, e refiere la Constitución y los Estatuto no es difíci l· de concre­
tar. S trata de que la p testad legis lativa regional no se reduce al . 
mero de ruIOJlo o _pormenorización de la legislación estatal bási� 
ca s ino q ue permite a las Com nn: idades Autó1wrnas seguir  

opcione. diversas ' (23) re. petando los principio e rabtecidos 
_por el legislador estatal . Opciones diversas que e mo _permite en 
este ca o la Constitución pueden cons�s.tir en el establecimiento 
de medidas más rigurosas de protección contra la ccmt,aminación 

G H )  LARUMIJE Bf URRUN. Las eompe'rencias de la Comunidad Aut6nó· 
ma y de• los Territorios Históricos s bre medio ambít:nte. En Ordena· 
ti6h del Ten'il()rio y Mlldlo ambiente. Oñate; lVAP, 1 988, p. 1 69. 

(22) BSCRIBJ\NO COLLADO, LOPEZ GONZALEZ y .P.ijREZ MORE· 
N0. e nstitucíón y medio ambiente; bases pam un progrnma legisla­
tivo, p. 2 1 .  

(23) Sentencia del Tribunal Constitucional de 28 de febrero de 198 1 .  
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restricciones en la utilización de vehículos, medidas correctoras, 
más severas para industrias contaminantes, mayor generosidad 
en la declaración c:Ie zooa protegidas, restricciones en el uso de 
los espacios naturales, li.rilitacione turísticas, etc» (24). Respec­
to a los límites en que debe enmarcarse la facultad de dictar 
dichas normas adicionales de protección por parte de las Comu­
nidades Autónomas competentes, la doctrina coincide en señalar, 
principahnente, la l'ibertad de circulación de personas y bienes 
25) el pr.inci_pio ae· solidaridad entre Comunidades y las propias 

comp teneias estatales (26). 

Con respecto a las materias conexas con el medfo ambiente, 
cab.e decir que a las Comunidades Autónomas «de primer grado» 
les corresponden facultad.e en lo siguiente' ectore : desruwllo 
legislativo en materia de . anidad ambiental i lllerior; a�arrollo de 
la legislación básica e tatal obre m on tes, aprovecJ1amientos 
forestales y vías pecuaria ; de �rollo  legislativo del régimen 
minero y energético y de los recursos geoténnicos; legislación en 
materia de ordenación del te1Titorio y l i toral· legislación sobre 
pesca en agua interiores, marisqueo y acmicul lura, caza y pesca 
fl uvial y la ustre; legisla ión , obre a.prov chamientos hidráuli­
c0is, canales y reg�díos curu1do las aguas n0 salgan del territorio 
de la propia Comunidad autónoma· legislación obre aguas mine- . 
ráles, termales y subterráneas. Es de esperar qu el nivel corilpe­
tencial de las diferentes Comunidades Autónomas se uniformice 
con el tiempo, accediendo las «de segundo grado» a las compe­
tencias ya ejercidas por las restantes Comunidades. 

En términos generales, para la materia ambiental, el Estado 
permanece con la facultad de dictar la legislación básica sobre los 
sectores más relevantes. Asimismo, el poder central completa la 
legislación para las Comunidades sin competencias legislaiivas 

(24) MUÑOZ MACHADO, La distribución de competencias entre el esta­
do, las CCAA y las Corporaciones l ocales en materia de medio 
ambiente, p. 376. Sobre el alcance de las normas adicionales de pro­
tección puede verse la Sentencia 64/82 de 4 de noviembre del TC. 

(25) art. 1 39. J de la Consl!Lución. 
(26) ABAD PBREZ. Las Administraciones públicas, el control jurisdiccio­

nal y el medio ambiente, p. 38. 
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n las materias eñáladas en el artículo 1 49 y agota también la 
legislación para toda las Autonomías, partfou laimepte en materia 
de recur os y aprovechamientps hidtáulicos cuando las aguas dis­
curran por los territorios de más de una Cemuniclad (27). 

B) Las competencias ejecutivas 

CGmo hemds observado a1 analizar el quaclro de las compe­

tencias Legislativas ambientales el princjpio general que lo presi­
de apunta a gue el Estade o tenca la fa · u ltad de dictar la legisla­
ción básica en los diferente sectore afectado . correspondiendo 
el desarr�llo legi lativo a la Comunidades Autónoma «de pri­
mer gi:ado» y p r último, la g�stión de dichas materia a toda 
las Comunidades. Interpretando este modelo en u pureza, ha0d­
amos de concluir en que el Estado carece de competencia ejecu­
tivas, especialmente en materia de protección del ambieu,te. 

Esta onclu ión, Sin embargo, como sabemos, .ch ca e.Q princi­
pio con la práctica observada en otros Estad�i; geográficamente 
próximos, i nclusó en aque l lo de e lruclura federal o regio11ál . 
Parece, en consecuencia, a tenor de lo que puede observarse a 
nivel de Derecho comparado, que n . r ulta viable una interpreta­
ción estricta clel modelo competencia! establecido en la CoD$titu­
ción. Por el contra.Iio, habrá que atender este modelo en conexión 
con otros principios constitucionales tendentes, fundamentabnen­
te, a que el Estado ejerza una labor de protección de le> intereses 
generales y coléctivo cuando esto · superan el ámbito territorial 
de las instancias inferiores. Ya se ha eñalado que la mater ia 
ambiental es una temática que en mu has ocasiones desborda el 
marco local o regional, e incluso estatal . y que exige tanto la adQp-

ión de políticas preventivas cerca de lo focos potencia lmente 
ontaminantes, como Ja atención directa por parte de poderes qon 

capacidad de aba:rcru· un ánibito geográfico amplio. Esto no ob -
tante debe respetar. e primordialmente La preferenci a de lá 
Comunidades Autónomas como órganos titula.res de la ge tión en 
la  materia de protecci6n del med io ambiente. De lo contrario 
<::orno sefiala La.rumbe Biurrun «hipertrofiar ·e ta l ínea de reJ!lartO 

(27) art. 149.1 .22 de la Constitución. 
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eompeteneial fü.islificante de 1a intervención directa del Estado por 
tratarse de una materia que trasciende al interés general) conlleva, 
intlefeotiblemente, la convers'ón aut0mática de cualquier compe­
tencia exclusiva de las Comunidades Autónomas en competencia 
compartida, con. el riesgo además de un progresivo crecimiento de 
las facultades estatales en detrimento de las autonómicas, que 
puede tender a enervar, inconstitucionalmente, el derecho a la 
autonomía de las nacionalidades y regiones, reconocido y garanti­
zado en el artículo 2 de la Constitución» (28). 

En eualquier caso, es claro que, dentro de la facultad estatal 
de dictar la legislación básica obre diversas materias de trascen­
dencia ambiental , se ineluye también la p.0testad reglamentaria, 
ya qu para la concreción de lo básico en la materia ambiental, 
muchas veces el Estado se ve obligado a atender a aspectos téc­
nicos y específicos que no pueden soportar el lento y riguroso 
proceso de elaboración de la ley. · 

En l fneas generalés puede deeirse que., a pesar de que la pro­
pia Constituc.i:ón reserva a lgunas competencias ejecutivas al 
poder central (29), la tónica general apunta a que éstas son asu­
midas en bloque par las Comunidades Autónomas sin que se 
establezcan aquí grandes diferencias entre una y otra c lase de 
autonomías (30). 

En consecuencia, a los efectos de las competencias ejecutivas 
relativas al medio ambiente, resulta más interesante atender a las 
atribuciones que, por un lado, .corresponden a las administraciones 

(28) LARUMB� �IURRUN, La · competencias de la Comm1idad Autó­
noma. y de lo. Territorios Históricos sobre medio ambiente, p. 58. 

(29) Cemo por ejell1plo, en_ maLeria de ordenación y concesión de recursos 
y aprovechamientos hidrául icos cuando las aguns discuiTen por los 
territoriqs de más de una Comunidad Autónoma: aut ri1,ación de las 
instalaciones eléctricas cuando su aprove,chamiento afecte i;t otra 
Comunidad Autónoma o el transporte salga de su territorio; sanidad 
exterior o pesca mnrft:ima. 

(30) No puede o\vidarse t!llllpoco que el � tado Liene la competencia para 
determinar, con carácter general, los métodos de análisis y medición y 
los requisito técnicos y condici nes mínimas en materia de control 
sánitario del medi ambiente, en virtud del rut 40. I de Ja Ley Geñetal 
de Sanidad. 
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de l:ada Comunidad y, por otra parte, . ean propias de la entidades 
de naturaleza loeal, Sto es de las diputaciones provincia.les y de 
lo · manicipios . Para delimitar ambo campos se hace preciso, por 
taµto, acudir también a la legisl ación apl icable en materia de régi­
men local ( 1 ), así como a la legislación anitaria (32). 

Exi.t una copiosa l i teratura sobre la posíbilidade y la 
efica i d la mayor o menar intervención de la Ad.mini, tra-

i6n local en la labore de proteeci n medioambiental (33).  
Dicho esto. es preci o eñala:r que en el reparto de las compe­
tencias eje utiva en ta materia, la  meta no es  tanto la  de 
eslabiecer una distinción entre las facultades que corresponden 
a la Administración autonómica y las que corresponden a los 
erites locales, sino la de aprehender con la mayor cercanía posi-

(3 1 )  Fundamentalmente, Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local 
7 /85 de 2 de abril. 

(32) Ley 1 4/86 de 25 de abril, General de Sanidad. 
(33) Pueden ver e, por ejemplo1 1 s sigu icnLes trnbajos: VALLINA VAL­

VERDE . .Reforma de la Admi11is1raclón 1 c:al y nrgl\JlÍZaCión admí­
nil trativn del Medio mbienle. En REVL n5'. l 89, 1 97(); Vurios. Ter­
rnr simposio ib •roameri a110 solm! ambien.te y 1111micí¡Jlo. lNAP­
FARN. 1 988; VAZQllEZ F?RADA. Medio ambiente : arl:1H$iS- e m­

parativo de la normativa com4n.ilaria y e ·paiioJa 
�
con espec ial refe­

rencia a ((1 aotuaci6n de las orpornctones loen les. En R..Ei¡.LA n. 0 

248, 1 990; BELLO H MARQUES y DE MJÚUEL úARCIA. Estu ­
dio comparado de la organiza ión admi11istrati1•a del medio 
(lrrl/)ie111e. Madrid: DOMA, 1 979· ANCELLER FERNAN DEZ. La 
Ley d e  ,pretccción d�l ambiente aunosféT.ico y las Corporaciones 
loéales. En REVL n.0 1 78 ,  1 973; CANO. Introducción n la P!'Oble­
miítica municipí!I. En Municipio y medio ambiente en lberoamérictJ. 
Buenos A ires: lNAP, 1 987; C::ORELLA MO"l'{EDERQ. Lns funcio­
ne dé la D i puLa iones Prov inc iales en la defon a del med i o  
ambienle. E n  RE\IL n.!l 1 88,  1 975; DE LA CUETARA. Adminü;t:ra­
ci6n local y medio ambiente. Funciones, medios y pr,oblemas. En· 
REVL n:!l 27, 1 980: DJAZ¡ ALVAREZ. La protección del medio 
ambiente como servicio local . En A11to11omfa y fi11a11ciación de. /a, 
Nacienda.l'. /o('afes, IEE, J 982; ' M O YANO, Derecho ambienta l  
/municipal. En ARN n.9  4, 1 985· QUINTANA LOE>EZ. J usticia. 
administraliva, medio ambiente y se.rvicio municipale" En RED/\ 
n.� 65. 1 990; MARTINEZ MARTLN. Corporncio11es locales y . metlio 
ambien te . En Dere1;hn y medlt> ambiente. M ¡1dri d :  CEOTMA­
M0PU, 1 98 1 .  
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ble el margen que puede llegar a ocupar el principio de autono­
mía local en este sector. 

En efecto, el campo material sobre el que van a actuar 
ambos niveles administrativos va a resultar, en gran parte, 
coincidente, diferenciándose en muchas ocasiones, más que 
en la materia que se actúa, en el servicio concreto que se 
presta. La legislación sobre régimen local no tiene por objeto 
ofrecer un cuadro acabado de las competencias que corres­
ponden a los entes locales, sino más bien asegurar para estos 
últimos un grado de autonomfa para la gestión de sus respec­
tivos intereses (34), .según se reconoce en el mismo texto 
constitucional (35).  

· 

E te margen de autonomía mtlnicipal o provincial en uanto 
a las competencia ambientales sirve-, por una parre, de eseudo 
protector frente a las ingerencia de otras instancia administrati­
vas y, por oLro lado, de marco de responsabilidad d lru propias 
entidad.e locales en el ejercicio d sus fünciones. No obstante 
las abismales diferencia que eparan a· unas administraciones 
locales de otras en cuanto a población , superfieie o medios par­
tiau lannente en lo que se refiere a los municipi s, deben también 
_proyectarse sobre los márgen s de la autonomía local .  Asf, en 
último térm i no, las entidade de naturaleza local tendrán una 
serie de obl igacione en materia de medio ambiente obligacio­
nes qué serán mayor�s en Ja medida er) que u capacidad d ges­
tión de los propios intereses sea también mayor. A u vez la 
acruación de otras administracione · , _particularmente la autonó­
mica, sobre los mismo� campos de gestión, será considerada una 
vulneración de la autonomía local en la medida en que la propia 
Administración local sea capaz de atender los niveles que la 
legislación correspondiente le reconoce, en principio, como pro­
pios. No ¡;.iue(le ol'vid_at e que en cualquier caso, las di cu i nes 
j' urfd icas obre l a  titu laridad de las com petencias no pueden 
pa$ar por en irna de la finalidad ni del contenido del derecho de 

(34) LOPERENA ROTA. Protección de la salud y medio ambiente ade­
cuado. En Libro Homenaje a García de Enterría. Madrid: Civitas, 

, 1 99 1 ,  p. 1 .476. 
(35) art. 1 37.  
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los ciudadanos a gozar 'de un medio adecuado pata el desarrollo 
de su personalidad. 

Sentado esto, analizaremos en primer lugar el campo de 
actuación de los municipios en las labores de gestión medioam­
biental. Se ha señalado en más de una ocasión la idoneidad del 
marco municipal para hacer frente a los problemas localizados 
(36). Ciertamente, como sabemos, el municipio ha sido la ins­
tancia que históricamente se preocupó básicamente de los 
aspectos de la sanidad ambiental, por lo que podríamos decir 
que es quizás la instancia más veterana en la detentación de 
compe encías ambi ntale 37) .  El 1.o i smo .Mt1ñoz Machado 
anuncia que «atendiendo a esla concepción de la autonomía 
local resultará evidentemente, necesario - o.ocluir que las Cor­
porac iones locale están potencialmente abo adas a hacerse 
cargo de la mayor parte de las competencias de ejecución que la 
Constitución y los Estatutos reconocen a las Comunidades 
Autónomas, o, al menos, a participar de modo principal en el 
ejercicio d.e las mismas» (38). 

La Ley de Bases de Régimen Local eñala, por una parte, 
las ár as obre· la que lo munieipios tendrán competencia y: 
por otro Jade especifica una serie de servicios mínimos que, 
salv9 dispensa, deberán er prestados por los ayuntamientes. 
De este m do , el municipio ejercerá en todo caso en lc;>a tér­
minos qu.e establezc;ü1 la legis lación del  Estado y de las 
Comunidades Autónoma competencias en las materias de: 
protección civil, prevención y extinción de incendios; ordena-

(36) Vóasc por ejemplo, el capítulo tV de u1 obra Les aspéu.1· j11ridiq11(JS 
de l' e11vironneme111, Namur, 1 975, escrito por M. HOEFFLER y titu­
lado La vocation prioritalre de la Commune dans la gestioa de I 'envi­
ronnemem. 

(37) Pueden ver e esp rádléo pronunciamientos del Tribunal Supremo 
obre 1 las cornpeteucias ambientales de las Corp · raci nes IQi;ales en 

Las siguiente� $Cntencias: 4 de diciembre de 1 978 (Ar. 3.89 1 ); 1 O de 
febrero de 1 98 1  (Ar. 1 .063); 29 de octubre de 1 982 (.f\r. 6.467); 1 2  de 
n viemb1e de 1 984 (Ar. 5.769); 21 de marzo de 1 985 (Ar. Uí23); 9 
de abril de 1 985 (Ar. 1 .800); y 25 de ¡¡.bril de 1 989 (Ar. 3.233). 

·(38) MUÑOZ MACHAbO. La distribución de competencia · entre el Esta­
do, las CCAA y las Corporaciones locales, p. 380. 
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ción, gestión, ejecución y disciplina urbanística; protección 
del medio ambiente; protección de la salubridad pública; 
suministro de aguas; servicio de limpieza viaria y recogida y 
t:raLamiento de aguas re iduale (39) .  E tas ompetencias 
munic ipales propia se articularan con la legis JacióJ1 autonó­
mica y estatal de acuerdo a lo principfos de máxima proxüni­
dad, desce"Qtra l i zaci ón y capac idad de gest ión atend iendo 
tambiéo a la características de Ja activ idad y aJ círculo dorm­
nante de intereses en juego. 

En segundo lugar, lo ayuntamiento vienen obligados por la 
legislación de régi men local a prestar servicios de recogida de 
resjduos l impieza viaria, at>a tecimiento domiciliario de agua 
potable y alcantaril lado, Lo mun1cipi0 cuya poQlación excede 
de los 5.000 habitantes están obHgados igi•almente a ofrec;er , er­
vicios de tratamiento d residuos. Para los ayuntamientos de más 
de 20.000 habitante es preventiva la prestación de los servicios 
ele protección civil y prevención y extinción de incendios. Por 
último, los municipios con una población superior a los 50.000 
habitantes deben ofrecer a los ciudadanos un servicio específico 
de protección del medio ambiente (40). 

Aclemás de estas competencias de carácter propio los muni­
cipios eapacitados _para ello pueden recibir competencias delega­
das correspondientes a otras administracione y ejercer eomple­

mentarias respecto a otros ambitos administrativo , particular­

mente, en materia de _protección del medio ambiente. 

En v irtú.d de la Ley Genecal de Sanidad, los municipios 
peben participar en los órganos de d i rección de las Areas de 
Salud. Paralelamente, los ayuntamientos, sin perju icio de las 
c.ompetencia de las demás aruninistraciones públicas, tienen 
respon abil id.ades mínimas en maferia de control sanitario del 
medio ambiente, en particular contaminación atmosferica, aba -

tecímiento de aguas, anearnient0 de aguas residuales y residuos 
urbano e indus.LriaJ·es . Igualmente corresponde a los ayunta­
miento el control sanitario· de las industrias, activiclades y servi-

(39) art. 25 de la Ley de Bases de Régimen Local. 
(40) art. 26 de la Ley de Bases de Rég•men Local. 
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cios, transportes, ruidos y vibraciones, así como de los alimen­
tos, viviendas y cementerios (41) .  

En principio puede parecer que los ciudadanos van a dis­
frutar de un diferente grado de protección administrativa . 
ambiental en función de la mayor o menor población de sus 
municipios. Esta po ibilidad, sin embargo. debe descartarse por 
resulLa:r opue ta al principio a igualdad. «Lo que la Ley quiere 
decir es que lo Ayuntami nto pequeño no están obligados a 
prestar los mismos servicios que los grandes. Pero en aquéllos, 
estos ervic ios habrán de er prestados por las Diputaciones. ·  
Así l o  señala con i·otundi<lad el artículo 3 1 .2 de l a  propio Ley 
de Bases de Régimen Local, que atribuye a la Provincia la res­
ponsabilidad de garantizar los principios de solidaridad y equi­
librio intermunicipales en el marco de la política económica y 
social, y, en particular, asegurar la prestación integral y adecua­
da en la totalidad del territorio provincial de los servicios de 
competencia municipal» ( 42). 

En resumen, podemos concluir que el campo de actu�ción 
municipal con respe.cto a la materia ambiental, dependiendo fun­
damentalmente de la capacidad de cada ayuntamiento, se pro­
yecta básieamente sobre el control y tutela de las actividades 
molestas, insalubres, nocivas y peligrosas (43), el abastecimiento 
y saneamiento de las aguas, la contaminación atmosférica, los 
residuos sólidos y la limpieza viaria (44). La auténtica virtuali­
dad de este ámbito de autonomía municipal en relación con el 
cuidado del entorno dependerá, en última instancia, de la distri­
bución de los recursos que corresponden a cada nivel administra­
tivo y de la capacidad de los distintos ayuntamientos para hacer 
frente a los problemas ambientales. 

(41 )  art. 42 de la Ley. 
(42) LOPERENA ROTA. Protección de la salud y el medio ambiente, 

p. 1 .476. 
. 

(43) Ma1eritL csta ele especial relevancia para muchos vecinos y en la cual, 
para una ejecución eficaz de la función de policía, es preciso incre­
mentar los mecfü.)S técnicos y humanos 'especializados de o a disposi­
ción de los ayumamienros. 

( 44) Véase una ampliación de cada uno de estos campos en MARTINEZ 
MARTIN, Corporaciones locales y medio ambiente, p. 1 12 y ss. 
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Por lo qu respecta al protagonismo de la -prov incia orno 
entidad local para la r alización de l a  funcionei:; :relativas al 
medio amt?iente, cabe decir que en principio, el comet ido que la 
legi ·Iación re erva a la actuación d las diputaciones es ensib.le­
mente menor q1:1e �l otergado a los municipios. A p ar de que 
en ocasiones e ba teorizado sobJe la idbneidad del ámbito geo­
gráfi. e provincial para ac0meter importantes labores preventiva 
en relación con el medi (45), el margen competencia] gue las 
di,pul;aciones rec,iben de la l gislación de régimen local resulta, a 
prior�. e. ·caso y bastante indefinido. 

En efecto en la Ley <le Bases de R�gimen Local no existe 
una referencia competenciaJ expre,a a las d iputa ion s provin­
ciales respecto a la .ipateria ambiental por lo que jugarán aquí el 
papel ctue se les otorgue a lravé de la leye ectoria1es que 
d icte el Estado o Ja respe liva Comunidad Autónoma. La d iputa­
c ión tiene, por otra parte comp tencia para e rdinar los S'ervi­
cies 1nunicipales, prestar servicios público de carácter supramu­
nicipal· y ofrecer asi�tencia jurídiea, econemica y técnica a 10s · 
municipfo ·que adolezcan de una mayor carencia de recursos. 

Como puede intuirse l as diputacione provinciales van a 
as'ltmir competencias de gestión en materias ambientales por una 

· vía indirecta. La falta de capacidad de numeroso · ·ayuntamiento 
para hacer frente a u obligacione para con el medio. así cerne 
Ja necesidad de e' mplruar lo ervÍClos ofrecido por La mayoría 
de los municipios en ara de la igualdad de los cjudadanos en 
los elementos que van a determinar que el órgano provincial 
a uma realmente un bloqu de competeneia , cuya importancia 
variará de u no" caso · a otro . 

El �ercicio de la función de fomento es también otro título 
que añadir a la 'l abor oordí nadora y complementaria de las 
d iputacienes. «Junto a esta actividad de e peración a l a  efecti-

(45) Véanse, por ejemplo. ESCRIBANO COLLADO, LOPEZ GONZA· 
LEZ y PEREZ MORENO, Consli1uci611 y medio nm.biente: base 
parn un .prog1:amn legislativo, p. 380 y también BEL,LOCH MAR­
QUES y DE MIGUEL GARCTA, Estudio t·ompárado de la organiza­
ci611 (ldn1inistratii>tJ ({e/ mcdif/ ambiente, p. 32. 
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vidad de Lo ervj.cjos · munic. i pales, La Diputaci011e con l·as 
medida de fomento dirigida a otros organismos y particula­
res, y, fundamentalmente, a través de las subvenciones, 'pueden 
l legar, iempre que tengan un plan preconcebido y orre ta­
mente r ientado a consegu ir apreci ables  resu l t ados en l a  

· defen a del medio, no ólo en e l  ámbito rura l ,  sino incluso en 
núcleos de población más 0 menos den o , si  cabe ejercitar su 
labor coordinadora» (46). 

P r supue to además de las diferencias entre Comunidades 
Autónomas en cuanto a �gislación ectorial ambiental y estruc­
tura municipal las funcieue <le las diputaciones en relación con 
el entorno natural., variarán también en función de la organiza­
ción interna de cada Comunidad. Asf, mientras en Cataluña la  
actuación proviocjal se ve reducida osten iblemente en beneficie 
de las eutidade comarcale el modelo contrario es el e tableci­
do en Ja Comunidad Autónoma Vasca donde la_s diputac;ione 
forales, de acuerdo aJ E tatuto de autonomía y a la Ley de Terri­
todos Hi tórioos 47) ,  asumen im portante competencias 
ambientales no solamente en el campo de la gestión, ino tam­
bién, en determinados ca os, para el desarrol lo normativo de Ja 
�egisla ión básica estatal autonómica (48). 

En conclusión podem s definir el camp de act1,1ación de 
la diputaciones· en ma ería de medio ambiente como una franja 
competencial  cuyos límites son variable . Por una parte, la 
actividad provincial debe cubrir los vacíos dejados por las enti­
dades municipale , iguLtlando en servicios ambientale a todos 
Los ciudadanos y prestando la colaboración precisa para e J  
correcto ejercicio de las  funciones- de los ayuntamiento ' .  Por 
otro lado erá la legi !ación , ectorial estatal o autonómica la 
que defina cuál es eJ ámbito de Las facultades. de gestión que 
corre panden a las Comunidades Autónoma en virtud de sus 

(46) CORELLA MONEDERO, Las funciones de las Diputaciones Provin­
ciales en la defensa del medio ambiente, p. 673. 

(47) Ley 27/83 de 25 de noviembre. 
( 48) Todo lo cual genera en ocasiones un reparto competencia! poco eficaz 

y confuso en materias de tanta trascendencia ciudadana como, por 
ejemplo, las actividades clasificadas. 
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Estatutos, en el cual las diputaciones podrán ostentar compe­
tencias. Las Comunidades uniprnvinciales tienen la ventaja de 
eliminar uno de los ámbitos administrativos que ostentan facul­
tades en esta materia, con la consiguiente simplificación del 
cuadro competencia!. Para las Comunidades Autónomas que 
integran más de una provincia, parece un criterio válido a 
seguir e'l de, respetando el margen adecuado de autonomía 
municipal, concentrar las competencias de gestión ambiental, 
bien en la Administración autonómica, bien en las diferentes 
diputaciones, huyende• de repartir en exceso este campo entre 
dos instancjas cuyo ámbito geográfico no ostenta, en la mayo­
ría de los casos, diferencias relevantes. 

Para cerrar definitivamente el cuadro de las competencias 
ejecutivas en materia de protección del medio ambiente puede 
establecerse que, en líneas generales, éstas corresponden a las 
Comunidades Autónomas y a los ayuntamientos que tengan 
.una población superior a los 50.000 habitantes. Las Comunida­
des, a su vez : pueden delegar parte de dicha gestión en las 
diputaciones provinciales, las cuales, independientemente de 
ello,  tienen la obligación de complementar los servicios 
ambientales de los municipios con menor · nivel de recursos 
económicos y técnicos. 

3. La incidencia de las Comunidades Europeas 
: en el reparto competencial 

La adhesión en 1 986 del Estado español a las Comunidades 
Europeas tuvo innegables consecuencias en el ordenamiento 
jurídico, entre las que se cuenta la de la alteración significativa 
del reparto competencial en diferentes sectores. La estructura 
competencial sobre medio ambiente establecida por la Constitu­
ción y los Estatutos de autonomía se vio igualmente afectada 
por la irrupción de un nuevo ordenamiento, el comunitario, 
nacido a partir de uñas instituciones que venían ejerciendo fun­
ciones normativas en esta materia desde los años setenta. 

En rigor, los tratados originarios constitutivos de las Comu­
nidades Europeas no atribuían a las instituciones comunitarias 
competencias en materias relacionadas con el entorno natural 
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( 49). Sin embargo,· la progresiva toma de conciencia de los pro­
blemas ambientales por parte de la sociedad europea, desembocó 
en un acuerdo adoptado en París en octubre ,de 1972, por el cual 
los jefes de Estado y de Gobierno de los países miembros de la 
Comunidad, instaban a los órganos competentes de estas a que 
elaboraran un Programa de AcCión para la Protección del Medio 
Ambiente (50). De esta forma, las instituciones comunitari&s 
comienzan a intervenir en una materia para la cual los tratados 
no les habilitaban expresamente. Ello dio lugar a la búsqueda de 
una apoyatura jurídica en que sustentar dicha actividad. 

Esta apoyatura jurídica estaba constituida por lqs artículos 
100 y 235 del Tratado de Roma. Por mor del artículo 100 de 
este texto, el Consejo· puede adoptar por unanimidad, previa 
propuesta de la Comisión, directivas tendentes a la aproxima­
ción de las disposiciones legales, reglamentarias y ·  administrati­
vas de los Estados miembros que incidan directamente en el 
establecimiento o funéionamiento del mercado común. En con­
sonancia con elfo se enten,día, por ejemplo, que las diferencias 
entre normativas relativas a contaminación podrían ser contra­
rias a la finalidad de la realización del mercado único, por lo 
que tales disparidades legitimaban la actuación de los órganos 
comunitarios. Por otro lado, en virtud del artículo 235 del Trata­
do de Roma, cuando el texto no prevé poderes de acción nece­
sarios al respecto, el .Consejo, a propuesta de la Comisión y pre­
via consulta al Parlamento, está facultado a adoptar las medidas 
pertinentes para el caso de que una determinada acción resulte 
necesaria para lograr uno de los fines de la Comunidad. 

El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, por 
su parte, ha afirmado, valiéndose para ello del propio artículo 

(49) Excepción hecha del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea 
de la Energía Atómica (EURATOM), que en sus artículos 30 y 
siguientes atribuye a los órganos comunitarios una competencia 
puntual en materia de protección sanitaria frente a las radiaciones, 
que se amplía a la contaminación radioactiva de las aguas, suelo y 
espacio aéreo. 

(50) La política europea para la protección del ambiente se ha vertebrado a 
partir de entonces 'sobre varios Programas de Acción.: 1973-77; 1977-
82; 1982-86 y 1987-92. 
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100, la existencia de una · competencia comunitaria ei:i materia 
ambiental ( 5 1  ), llegando a proclamar también que «la tutela del 
ambiente constituye uno de los objetivos esenciales de la 
Comunidad» (52). 

La aprobación del Acta Unica Europea en 1 986 sirvió para 
la introducción en los Tratados de la referencia a una comp�ten­
cia directa y específica de la Comunidad en materia de medio 
ambiente. En efecto, el artículo 25 del Acta Unica añade al Tra­
tado· CEE un título VII dentro de la tercera parte, que incorpora 
los artículos 130 R, 1 30 S y 1 30 T. La redacción del primero de 
estos preceptos dispone lo siguiente : 

« 1 .  La acción de la Comunidad en lo que respecta al medio 
ambiente tendrá por objeto: 

- conservar, proteger y mejorar la calidad del medio 
ambiente 

- contribuir a la protección de la salud de las personas 

- garantizar una utilización prudente y racional de los 
recursos naturales 

2. La acción de la Comunidad en lo que respecta al medio 
ambiente se basará en los principios de acción preventiva, 
de corrección, preferentemente en la fuente misma, de los 
ataques al medio ambiente, y de que quien contamina paga. 
Las exigencias de la protección del medio ambiente serán 
un componente de las demás políticas de la Comunidad. 

3.  En la elaboración de su acción en materia de medio 
ambiente, la Comunidad tendrá en cuenta: 

- los datos científicos y técnicos disponibles 

- las condiciones del medio ambiente en las diversas 
regiones de la Comunidad 

- las ventajas y las cargas que puedan resultar de la 
acción o de la falta de acción 

(51) sentencia 240/1983. 
(52) sentencias 91  y 92 de 1 979. 
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- el desarrollo económico y social de la Comunidad en 
su conjunto y el desarrollo equilibrado de sus regiones. 

4. La Comunidad actuará en materia de medio ambiente en la 
medida en que los objetivos contemplado' en el apartado 1 
puedan conseguirse en mejores condi iones en el plano 
comunitario que en el de los Estados �uiembf0 considera­
dos aisladamente. Sin perjuicio de determinadas medidas 
de carácter comunitario, los Estados miembros asumirán la 
financiación y la ejecución de las demás medidas. 

· 

5. En el marco de su respectivas competencias, la Comuni­
dad y 10. Estado miembro óooperarán con los tercero 
países y las organizaciones internacionales competentes. 
Las modal idades de la cooperacjón de l a  Comu n i d.ad 
podrán ser obje10 de acuerdos entre ésta y las terceras 

' partes in'teresadas, que serán nego iados y ·Concluidos on 
arreglo al artículo 22 . El pán·afo precedente se entenderá 
sin perjuicio de la competencia de lo · Estado miembros 
para negociar en las instituciones internacionales y para 
celebrar ácuerdos internacionales». · 

Con, agrada, pues, definitivamente la competencia oomW1ita­
ria en e l  campo de la protección del encarno (53), resta por saber 
cuáles serán los instrumento jurídicos de i11tervenci6n que las 
instituciones europeas deben utilizar para el ejercicio de La nor­
maciórt �n e ta materia. Tanto la práctica seguida orno la sel a­
ción establecida con el artículo 100· permiten afianar que, rnde­
pendientemente de la promulgación de reglamentos, el  instru­
ment0 jurídico preferent para realizar dicha lab r e el de las 
directivas destinadas a los Estados miembros (54). 

(53) En tOl'TlO al trntl\lllien¡o de la cuestión ambienLal .en el Acta Onica, pue­
den verse: MARTCN MATEO, El ambiente y el Acta Unictl Europea, En 
Noticias CeE n.11 5 1 ,  1 989: En la rn!sma revista: SAN'CHEZ FERNAN­
DEZ DE'GATIA, El Acta Unica y el 4.9 Programa ambiental de la CEE 
y TORRES UGENA, La protección del medio ilmbiente en el Acta 
Unica Europea; PEREZ MORENO. Las bases de un Derecho ambiental 
europeo. En Libro homenaje a Vil/ar Palasí, Civitas, Madrid, 1989. 

(54) DE VERGOTIINNI, El reparto de poderes en materia medioambien­
tal entre la CE, el Estado y las Regiones: el caso italiano, p. 43. 
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El ejerc;icio de esta competencia ambiental por parte de los 
órganos comunitarios incide, primordialmente, en las competen­
cias legislativas en la materia, divididas enfre el Estado y las. 
Comunidades Autónomas. El mayor impacto, sin embargo, hay 
que entender que se produce sobre el ámbito de actuación esta­
tal, por cuanto la Comunidad se preocupa, sobre todo, de sentar 
las bases legislativas ambientales por medio de las directivas. 
Estas suelen ser incorporadas a través de decretos legislativos, 
que sirven de normativa básica a desarrollar por las C�miunida­
des Autónomas. Cuando el instrumento jurídico utilizado por la 
Comunidad es el reglamento, al no ser precisa su incorporación 
ni desarrollo, la autoridad compet�nte para la ejecución en la 
materia será la encargada de su aplicación. 

En conclusión, puede establecerse que la incorporación del 
Derecho comunitario no afecta a las competencias de ejecución 
,de las Comunidades Autónomas. Estas ejecutarán directamente 
la normativa europea cuando la misma haya agotado el campo 
normativo posible en un sector determinado. Por su parte, las 
facultades legislativas y normativas de Comunidades Autónomas 
y Estado se verán reducidas en la medida en que sean ejercidas 
desde las instancias europeas, las eriales, en general, tienden a 

· suplantar la capacidad del Estado de dictar la legislación básica. 
Cuando esto suceda, el ente formalmente titular de la competen­
cia legislativa o aquél llamado a realizar el desarrollo normativo 
en el sector, será quien deba acometer el complemento normati­
vo de la correspondiente directiva. 

4. La necesaria adecuación de los medios administrativos 
al reparto competencial 

Los problemas que genera el reparto competencia! en mate­
ria de medio ambiente no se agotan con la delimitación de la 
titularidad de las facultades a ejercer sobre esta materia. Para el 
ejercicio de las mismas es precisa la existencia de una adecuada 
provisión de medios a las administraciones competentes. 

El problema de la adecuación de los medios afecta principal­
mente a las competencias ejecutivas que, como sabemos, se 
hallan repartidas entre Estado, Comunidades Autónomas, provin-
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cias y municipios. Como es fácil de adivinar, la cuestión se centra 
en torno a las adniinistraciones locales,. básicamente los munici­
pios, que, en principio, estáh en una posición más débil para 
afrontar sus responsabilidades medioambientales. En efecto, no 
son raras las voces que desde l'l. doctrina señalan a la municipal 
como la administración más genuinamente orientada al trata­
miento protector del entorno. Dada su relación inmediata con un 
determinado territorio y sus posibilidades abiertas a la participa­
ción ciudadana;. las · actuaciones del ayuntamiento tienen: en 
muchas ocasiones, una incidencia mayor y más relevante que 
otras de ámbito más global y difuso. Esta ventaja, sin embargo, 
queda amortiguada frecuentemente por la escasez de recursos de 
que adolecen estas administraciones. Para Vázquez de Prada, 
«razones en contra de esta intervención municipal, para que no 
sea puramente simbólica o testimonial, no faltan, dada la tradicio­
nal penuria que de medios económicos vienen padeciendo las 
corporaciones locales de algunos países europeos (penuria clásica 
entre nosotros, y con menos ámbito en otros latinos), pero nos 
encontramos en. un momento histórico de gran interés. puesto 
que, a nivel europeo, se cuida con mimo para que estas entidades 
públicas cuenten con los medios financieros propios para hacer 
frente a los compromisos cada año crecientes que les plantean los 
mismos núcleos sociales que en ellos conviven» (55). 

Sin embargo, el optimismo reflejado en la presente cita con­
trasta con la realidad cotidiana en la que la mayoría de los muni­
cipios acusan una falta de medios materiales y humanos con que 
afrontar sus cometidos ambientales (56). La razón de esta esca­
sez no debe buscarse tanto en un excesivo margen competencia! 
en favor de las corporaciones locales cuanto en la ins!Jficiencia 
de los ingresos municipales y en la reducida dimensión poblacio­
nal de la mayoría de los ayuntamientos en nuestro Estado. 

El reparto normativo de competencias en materia de medio 
ambiente debe tener en cuenta en todo caso, respecto de los 

(55) VAZQUEZ DE PRADA, Medio ambiente, análisis comarativo de la 
normativa comunitaria y española, p. 788. 

(56) MARTIN MATEO, Tratado de Derecho ambiental, p. 271 y ss. 

122 



m unicipi<:)S, do prinGipiJ· s claro . Por una parte hoy día no 
caben, y menos aun en una mate ia de t<Sta naturaleza, atribu io­
nes de competenci !l  exclusivas a la instancias pelítica locales. 
En segundo l ugar la atribución de competencias a Los munici­
·pjo no -puede e.asar con el princ ipi de uniformidad, debiendo 
establecerse niveles diferentes de obligaciones en funció'n de la 
c0berlura p0blacional y de uperficie de cada ayuntamiento . Sin 
embargo e to no pre tende significar que, caso de no existir 
t'ecur es suficientes, deban recortarse las competencias locales 
en la materia. Antes al contrario, el municipio es una instancia 
idónea, tanto por su inmediatez al entorno como por las vías par­
ticipativas que en su seno pueden abrirse, para afrontar impor­
tantes cometidos ambientales y, básicamente, realizar determina­
dos servicios públicos con incidencia en el medio. Para ello debe 
realizarse una decidida dotación de medios a estos entes munici­
pales por parte de las diputaciones y de las Comunidades Autó­
nomas, bien en el sentido de atribución directa de recursos, bien 
incorporando fórmulas de cooperación ocurrentes. que, sin supo­
ner desdoblamiento de necesidades présupuestarias, otorguen a 
los municipios mayor capacidad de gestión. 

Un ejemplo de e tos mecanismos pi:etende s·er avanzado 
�esde la .Ley Geiieral de Sanidad, la cual , al hablar sobr las 
competencias q ue en mate1ia de sanidad ambiental corresp0n-

i den a 1 ayumamientqs, señala la posibi lidad de ésto. de reca­
bar el apoyo técn'co y huml:\Il.O que precisen de las Areas de 
Salud de su demarcación re pectiva, ·cuyo per onaJ se entende­
rá, en este caso, al servicio de los municipios reclamantes (57). 

De forma paralela, debe ser impulsado un proceso más decidi­
do de colaboración intermunicipal, básicamente respecto a aque­
llos municipios con menores dotaciones económicas y de pobla­
ción en orden a sumar esfuerzos para alcanzar la posibilidad de 
prestación directa . de los servicios ambientales, sin necesidad de 
recurrir a la acción complementaria de la diputación. El mismo 
proceso de coordinación se irppone, si bien por motivos diferentes, 
para ios municipios que comparten un mismo entorno urbano o 

(57) art. 42.4 y 42.5 de la Ley General de Sanidad. 
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área mecropolilana donde incluso los problemas ambientales loca­
lizado · se comunican con extraordinaria facilidad. En este segun­
do caso, la final idád más, directa sería la coordinación en orden a 
la eficacia y la igualdad en el trato a lo vecinos, . por cuanto nor­
malm nte las corporaciones locales de este tipo de aglomeracicr 
nes, o al meno alguna de ellas, suelen contar con má t'eoursos 
financieros y humanos que los municipios pequeños. 

· 

En definitiva, la calidad de vida de todos los ciudadanos 
depende también en gran medida de lo medio económico y 
personales con que cuente su admini tración más cercana y de 
la pm¡ibilidad de ésta de ofrecer unos servicios ambientales ade­
cuados.  La concepción del derecho a un ambiente adecuado 
como un derecho de participación refuerza la idea de acercar en 
lo posible la Administra ión ambiental al ciudadano, lo que 
debe traducirse en un íncremento de Los- recursos asignados a la 
Administración local para el ejercicio d sus funciones ambien­
tales, ya que ésta es la instancia que abre realmente las mayores 
posibilidades de puesta en práctica del derecho a la participa­
ción popular en las labores de las instituciones públicas. «Algún 
autor, como Robert A. Dahl (58) se pregunta si nos encontra­
mo en una nueva y definitiva etapa del proceso democratizador 
de la humanidad, que con istiría en su profund ización total, una 
verdadera y auténtica ll1U1Sf rma ión'democrática que abarcaría 
un incremento ignifioativ.o de la par*ipación de la vida ciuda­
dana en la v ida .económica y política, y nosotros, siguiendo u 
hilo de razonamiento, o.ñacliríarnos que ·i el lo e cierto, donde 
más s notaría ·emejante proceso _ eúa en la vida urbana y l.ocal 
en donde más cabe imagü1ar más que en n;nguna otra instancia 
pol ítica ni nivel terriLo.rial ,  una rnayor participación de lodos 
aquellos que estén implemente interesados en haceJio, pues la  
inmedi::nez de la v ida local tan cercana en todas sus manifo ta­
ciones a los propios intereses de sus miembros, hace que sea en 
las ciudades donde tengan entrada las posibles mayores innova­
ciones de fórmulas participativas.» (59) 

../ 
(58) ROBERT A. DAHL. Democracy and its critics. Yale University 

Press, 1989. 
(59) VAZQUEZ DE PRADA, Medio ambiente, análisis comparativo de la 

normativa comunitaria y española, p
·
. 789. 
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TITULOS COMPETENCIALES RELACIONADOS · 

CON EL MEDIO AMBIENTE Y SU REPARTO 
EN LA COMUNIDAD AUTONOMA DEL PAIS VASCO 

1 .- Protección del medio ambiente (y ecología) : 
• 

Estado: • legislación básica 
• deternúnación de los métodos de análisis y medición 

y de los requisitos técnicos y condiciones mínimas 
en materia de control sanitario del medio ambiente 

CAPV: • desarrollo legislativo 
• ejecución 
• normas adicionales de protección 

TT.HH.:  • administración de espacios naturales protegidos 
Aytos. : • ejecución en su ámbito, de acuerdo a la legisla­

ción autonómica y estatal 
• capacidad complementaria de las actuaciones de 

otras instituciones competentes 
• control sanitario del medio ambiente: contamina­

ción atmosférica, saneami.ento de aguas residua­
les, residuos urbanos e industriales, abasteci­
miento de aguas, sin perjuicio de la competencia 
de otras administraciones 

2.- Montes, aprovechamientos y servicios forestales, 
vías pecuarias, pastos: 
Estado: • legislación básica 
TT.HH.: • desarrollo normativo 

• ejecución 

3.- Régimen minero y energético (y recursos geotérmicos) : 
Estado: • bases 

• autorización de instalaciones de energía eléctrica 
. cuando el aprovechamiento afecte' a otra Comu-
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nidad Autónoma o el transporte salga del territo­
rio de la CAV 

CAPV: • desarrollo legislativo 
• ejecución · 

• autorización de instalaciones de energía eléctrica 
cuando el aprovechamiento no afecta a otra Corim­
nidad Autónoma ni el transporte sale de la CAV 

4.- Aguas y recursos hidráulicos: 
Estado: • legislación, ordenación y concesión si las aguas 

discurren por más de una Comunidad Autónoma 
CAPV: • legislación en aguas minerales, termales y subte­

rráneas 
• ejecución en aguas minerales, termales y subte­

rráneas 
• legislación de aprovechamientos hidráulicos, 

canales y regadíos si las aguas no salen de la CAV 
• ejecución de aprovechamientos hidráulicos, cana­

les y regadíos si las aguas no salen de la CAV 
• ejecución en vertidos contaminantes e industria­
. les en las aguas territoriales del Estado corres­
pondientes al litoral de la CAV 

TI.HH.:  • desarrollo y ejecución de las normas de las insti­
tuciones comunes en materia de policía de las 
aguas públicas continentales, sus riberas y cauces 

Aytos. :  • servicio de suministro de agua, recogida y trata­
miento de las aguas residuales, de acuerdo a la 
legislación.autonómica y estatal 

5.- Caza y pesca: 

1 26 

Estado: • legislación y ejecución en pesca marítima 
CAPV: • legislación sobre pesca en aguas interiores ,  

marisqueo, caza, acuicultura, pesca fluvial y 
pesca lacustre 



TT.HH.:  �· desarrollo y ejecución de las -normas de las institu­
cione comune obre régimen de aprovechamien­
to de la riqueza pisc.ícola continental y cinegética 

6.- Sanidad: 

Estado: • legislación en sanidad-exterior . 
• ejecución en sanid,ad exterior 
• realización de acuerdos internacionales. 

CAPV: • desarrollo legislativo sobre. sanidad interior 
• ejecución sobre sanidad interior 

TT.HH.: • d�sarrollo y ejecución de las normas de las insti­
tu�iones comunes sobre sanidad animal y vegetal _ 

Aytos. :  • control 'sanitario de edificios, lugares de vivien­
da y conviveq.cia humana, control sanitario de la 
distribución de alimentos, bebidas, productos de 
consumo, me.dios de transporte y cementerios, 
sin perjuicio de las competencias de las restantes 
administraciones · 

7.- Actividade's molestas, nocivas, insalubres y peligrosas: 

Estado: • normativa b<lsica 
CAPV: • legislación de desarrollo 

· • ejecución, salvo en suelo urbano 
TT.HH.: • ejecución en suelo urbano residencial, si no afec­

ta a otra pi:ov.incia y con respeto a las competen­
cias municipales 

Aytos. :  • control sanitario de industnai;, actividades y ser­
vicios, vibraciones, ruidos y transportes, sin 
perjuicio de las competencias de la� demás 
administraciones 

-
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LA PARTICIPACION EN EL PODER LEGISLATIVO 

El tema de la participación ciudadana en la toma de decisio­
nes referentes a la materia ambiental por parte del poder legisla­
tivo puede ser analizado desde una doble dimensióñ. Por una 
parte, utifü:ando un sentido estricto y propio de la expresión 
«partic�pación ciudadana» solamente podríamos englobar en ésta 
el conjunto de posibilidades que se ofrecen a los particulares, ya 
sea - individual o colectivamente, de hacerse presentes de modo 
directo en los procedimientos que los diferentes parlamentos 
emplean · para la toma de sus decisiones. Decisiones éstas que 
podrán revestir o no carácter legislativo. Consiste la participa­
ción ciudadana, en consecuencia, en la incorporación de crite­
rios, opiniones o datos que son suministrados directamente por 
individuos o grupos particulares no reve.stidos de mandato 
representativo ninguno, ni profesionalmente adscritas al parla­
mento, en .virtud del seguimiento de un proceso form�mente 

' establecido para la adopción de determinado acuerdo por la 
cámara correspondiente. 

Estos individuos o grupos actúan, pues, en interés de la 
comunidad generalmente bien por representar detenninados 
intereses que se estiman como GOlectívamente relévantes, o bien 

- por disponer de determinados conocimientos cualificados que 
otorgan una especial autoridad a las infonnaciones objetivas y 
subjetivas que puedan proporcionar. Su apoyo a la labor del par­
lamento ha de producirse igualmente de acuerdo a un proceso 
formalmente preestablecido por el propio legislativo, para que 
podamos referirnos a este tipo de participación. Obviamente, en 
cada toma de decisión por lo� parlamentos se produce una fluida 
comunicación entre los grupos políticos de la cámara y personas 
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físicas y jurídicas <le muy clistinta idiosinc.rasia, que lógicamente 
también parúcjpan mediante ·infonnaciones criterfos u opiniones 
en eJ debate. E ta participación mectia.ta sin embargo1 es de 
orden político y.no podemo · tacharla de jurídicamente relevante 

1 

por 0uánto se produce d un modo totahnente informal y, podría-
mos decir, indirecto, aun sin guardar eUo relación con su mayor 
o menor grado de efectividad. La participación a Ja que nosotro 
nos dedicamos es la participación institucjonalizada ·por medio 
de la cual determinado ciudadanos en su condición de particula­
res, se personan e influyen en un sentido u ·  otro en un proceso 
deliberativo parlamentario, cuyo objeto puede afectar total o tan­
gencialmenie ai medio ambiente. 

Por otra parte, la ideología ecologista nacida a fines de los 
aflos esenta ha sid capaz de integrar y arraigar un conjunto de 
valores en el ouerp secial de varios país s d modo que en' sí 
misma, ha sido cauce de entrada a la función legislativ� no ya en 
virtud de una participación ciudadana apolíúca, externa aJ fin y aJ 
cabo al parlamento, sino por mor de un qia:ndato deJ soberano que 
ha atribuido una pa:ite é:le u representación política a colectivo 
que han estructurado su programa legislativo y representativo 
exclusivamente en función de dicha' ideología. Este es el caso del 
acceso de los partidos ecologistas a diferentes parlamentos de 
varios países. Esto implica una segunda suerte de participación 
social en el poder legislativo para las cuestiones ambientale's, 
configurándose �na participación no ya en la labor del parlamen­
to únicamente, sino también en su propia composició11. 

Lógicamente, tampoco esta clase de participación es equipa­
rable a la que más arriba se presentaba como participación ciuda­
dana. Los parlamentarios miembros de asociaciones ecologistas 
son representantes del pueblo que están ejerciendo, sin lugar a 
dudas, una función pública al intervenir intentando tutelar los 
valores ambientales. No estarlamos hablando aquí ya de parti.ci­
pación de lo ciudadanos en la toma de decisione!> por el poder 
legislativo. En este entido es claro que sólo se puede participar 
por quien. está fuera del Parlamento no revestido de caráeter polí­
tico alguno. Sin embargo no es meno cierto que se produce una 
diferencia a,preciable entre Jos represenrante. po�ítlcos elegidos 
en candidaturas ecologistas y aquello que sonrmiembros del Par-
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lamento en virtud del respaldo a' un programa global. La diferen­
cia .radica en la especificidad del enfoque y en el acotamiento de 
un programa a un sector determinado de la política. Esto puede 
impulsamos a pensar que el representante poJftico ecologista es 
un representante cualificado en determinado temas en virtud de 
los cuales ha sido elegido por un sectt>r del electorado. La teoría 
política nos indica que, en rigor, éste sería un análisis incorrecto, 
pero el estudio social también nos muestra que una parte de la 
sociedad quiere partiCipar en la labor legislativa sobre el medio 
ambiente con mayor intensidad que lo que la participación ciuda­
dana le permite. Por ello, ante la parquedad de instrumentos que 
ofrecen las técnicas participativas establecidas en el poder legisla­
tivo, este sector social s.e organiza políticamente y designa repre­
sentantes políticos con el compromiso de hacer valer, desde el 
interior del Párlamento, determinados valores y preocupaciones. 

Solamente en este sentido y considerando el concepto de 
participación de modo generoso podemos hablar {le dos dimen­
siones de la misma en el poder legislativo por lo que se refier� a 
la materia ambiental. Una sería la participación ciudadana en 
cuanto tal, establecida también para las diferentes materias que 
ocupan las distintas decisiones parlamentarias. La segunda séría 
la «participación» que, usando cauces políticos, pretenden con­
seguír" determinados colectivos de inspiración ecologista. 

Salvando las debidas distancias con la participación adminis­
trativa, podríamos hablar al respecto de una «participación fun­
cional» en el primer caso y de una «participación orgánica» en el 
segundo. Lógicamente resultan ser éstas expresiones impropias 
para tal comparación, por cuanto la participación funcional 
implica el ejercicio de auténticas funciones públicas por parte 
del administrado, mientras que en el caso del poder legislativo 

· nillgún ciudadano, por muy intensa que sea su participación, 
podría ejercer nunca la función legislativa. Parecidas diferencias 
podríamos encontrar con la participación administrativa orgáni­
ca. El paralelismo que explica la comparación reside en que 
tanto la participación administrativa funcional como la participa­
ción ciudadana en la toma de decisiones por el Parlamento son 
intervenciones particulares desde el exterior del respectivo órga­
no. Por el contrario, la participación orgánica administrativa y la 
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supuesta participación política de los grupos ecologistas en el 
poder legislativo consistirían en una presencfa o intervención 
desde el interior del órgano que ha de to�ar las decisiones. 

Sólo una vez sentadas estas consideraciones podemos abor­
dar el tema de la participación ciudadana en la toma de decisio­
nes sobre medio ambiente por parte del .poder legislativo ·en 
nuestro ordenamiento, añadiendo igualmente una sucinta refe­
rencia a la vía política que determinados colectivos ecologistas 
europeos han encontrado para hacer más efectivas su interven­
ción e influencia en las deliberaciones ambientales de sus res-
pectivos parlamentos. 

' 

l. La participación en ia actividad de fas Cortes Generales. 

La labor de las Cortes Generales en relaeión con la materia 
ambiental puede ser desdoblada en la aprobación de actos de 
naturaleza legislativa, por una parte, y en otras actividades cuyo 
fin sea el control pQlítico o la información de la actuación de las 
diferentes administraciones. Dentro de la función legislativa 
corresponde a las Cortes Generales funfüunentalmente la elabo­
raci ,n de la legi l ación bás ica en materia de protección del 
medio ambiente (1). Las funciQnes d� control e información, por 
su parte, se fraguan principalmente por med.i de la labor de las 
diferentes comisiones parlamentarias, ya sean de carácter perma­
nente o temporal. 

En cualquier caso, los cauces de participación ciudadana en los 
trabajos del Parlamento estatal no gozan de una TeguJación sistemá­
tica ni su impulso ha sido objeto de preoc1.1paci6n para el constitu­
yente ni para el legislador ordinario. Ello nos lleva a Ja situación de 
que las vías participativas en la labor del Congreso y del Senado 
para la materia ambiental resulten ciertamente limitadas. 

1 .1 .  El derecho de petición 

El artículo 77 del texto constitucional ofrece la posibilidad 
de un acceso voluntario al Parlamento central a través del ejercí-

( 1 )  en virtud del artícµlo 149. 1 .23.Q de la Constitución. 
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cio del derecho de petición. Las peticiones dirigidas al Congreso 
•O al Senado pueden ser individuales o colectivas y, en cualquier 
caso, escritas. La misma Constitución prohíbe su presentación 
directa por manifestaciones ciudadanas. 

La Ley Reguladora del Derecho de Petición (2) define este 
derecho como «la facultad qúe corresponde a los españoles (3) 
para dirigirse a los poderes públicos en solicitud de actos o deci­
siones sobre materia �e su competencia» (4). 

El propio Reglamento del Congreso de los Diputados (5) 
prevé en su articulado el establecimiento de una comisión perma­
nente dedicada a las peticiones ciudadanas (6). Esta comisión; por 
tantt?, recibe y examina las peticiones, judividuales o colectivas. 
dirjgidas a la cámara baja y e.s competente para acordar su re1ni� 
sión al órgano correspondiente o en su caso, a la comisión del 
Congreso que esrviere conociendo del asunto de que se trate (7). 

El Reglamento del Senado, por su parte, es más generoso en fa 
regulación de las'peticiones, dedicando a las mismas. un título espe­
cífico (8) (9). Previsto también para la cámara alta el estableci­
miento de una comisión general de peticiones (10), será ésta la que 
resulte encargada de analizar la pertinencia de las mismas, pudien­
do adoptar al respecto cualquiera de los siguientes acuerdos (1 1) :  

a) trasladar la petición a la comisión que resulte competente 
por razón de la materia; 

• 

b) trasladarla a los grupos parlamentarios por si consideran 
oportuno promover cualquier iniciativa; 

· ----

(2) Ley 92/60 de 22 de diciembre. 
(3) Habrá que entender hoy que la misma facul�ad corresponde a los extran-

jeros, en virtud el ait. 4.1 .  º de la LO 7 /85 de 1 de julio. 
(4) art. 1 .2 de la Ley 92/60. 
(5) Reglamento de 10 de febrero de 1982. 
(6) art. 46.2.3.2 del Reglamento. 

' (7) art. 49.2.2.° del Reglamento del Congreso. 
(8) Reglamento del Seriado de 26 de mayo de 1 982. 
(9) título XI, artículos 192 a 195. 

( 10) art. 49.2.4.º del Reglamento del Senado. 
( 1 1 )  art. 193 del Reglamento del Senado. 
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c) remitirla al órgano u órganos que se estimen competentes; 

d) archivar la petición; 

e) elevar al pleno una moción que asuma el contenido de la 
'Petición. 

La ley reguladora del derecho de petición prevé también la 
posibilidad de que la petición remitida a las Cortes pueda dar 
lugar a ·  1a designación de una ponencia específica· para estudiar 
la procedencia de la  elaboración de µna proposición de ley. 
Igualmente se prevé la posibilidad de que la petición pueda 
impulsar la formulación de una pregunta escrita al gobierno o, en 
su caso, una interpelación oral ( 12). 

La teórica importancia de la petición como cauce participati­
vo queda explícita en la redacción del artículo 1 1  de esta ley, 
cuyo tenor literal es el siguiente: 

<< 1 .  Si la petición se estimare fundada, se adoptarán las 
medidas oportunas, a fin de lograr su plena efectividad. 

2. Si tales medidas exigiesen dictar una disposición 
general, se incoará el procedimiento correspondiente 
según la,jerarquía de la disposición. 

· 3. En cualquier caso deberá comunicarse al interesado 
la resolución que se adopte�. 

En cualquier caso, el alto margen de discrecionalidad de que 
disponen los órganos parlamentarios como destinatarios de las 
peticiones constitµye un serio peligro para que esta vía se convier­
ta en un instrumento efectivo de participación ciudadana. Es, por 
otra parte, francamente inusual que la presentación de determinada 
petición produzca la toma de una decisión relevante por las Cor­
tes. Hemos de concluir, en consecuencia, afirmando que nos 
encontramos aquí ante uno de los instrument9s participativos ya 
existentes que no es asumido aún en su justo significado, bien 
entendido que en cualquier caso, el ejercicio del derecho de peti­
ción nunca dejaría de ser un cauce limitado de participación en las 
labores del poder legislativo relativas a la problemática ambiental. 

( 12) art. 13  de la Ley 92/60. 

1 34 



1 .2 .  Comparecencias ante comisiones de investigación. 

Las diferentes Constituciones de nuestro entorno geográfi­
co ignoran la posibilidad de la comparecencia de personas físi­
cas o colectivas ante los órganos de sus respectivos parlamen­
tos. Este mismo silencio reside también en lá Constitución 
española de 1 978, si bien queda en .este caso matizado por lo 
establecido en su artículo 76 respecto a las llamadas comisio­
nes de investigación. 

En efecto, el precepto 76 del texto constitucjqnal señala la 
posibilidad de nombramiento de comisiones de investigación 
por parte del Congreso, del Senado o, en su caso, por las dos 
cámaras a la vez, s'obre asuntos de interés público, que eventual­
mente pueden afectar a la materia ambiental. Esta previsión. de la 
Carta Magna es desarrollada por el Reglamento del Congreso de 
los Diputados en su artículo 52.2, que, dentro ee la sección dedi­
cada a las comisiones no pennanentes, indica: 

«Las Comisiones de investigación elaborarán un plan 
de trabajo y podrán nombrar Ponencia$ en su seno y 
requerir la presencia, por conducto de la Presidencia del 
Congreso, de cualquier persona para ser oída. Los extre-· 
mos sobre los que deba informar la persona requerida 
deberán serle comunicados con una antelación mínima de 
tres días» ( 1 3). 

El segundo párrafo del artículo 76 .de la Constitución prevé 
también la obligatoriedad de la comparecencia solicitada por el 
Parlamento. Obligatoriedad, que queda reiterada en el artículo 
primero de la Ley Orgánica 5/84, que señala, además, la exten­
sión subjetiva que puede darse a esta obligación, al señalar: 

«Todos los ciudadanos e�pafioles y los extranjeros- que 
residan en España están obligado a comparecer per onal­
mente para infonnar,' a requerimiento de las Comisiones de 
Investigación nombradas por las cámaras legislativas» ( 14). 

( 13) Para el Senado, véase- el art. 60.2 de su Reglamento. 
( 14) LO 5/84 de 24 de mayo, de comparecencia ante las Comisiones de inves­

tigación del Congreso y del Senado o de ambas cámaras. 
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Con respecto a la citación de colectivos, la propia ley señala 
más adelante: 

<�L requerimiento a las personas jurídicas se entenderá: 
dirigido a quienes ostenten u representación legal, los 
cuales podrán comparecer acompafiados por aquellas per­
sonas que designe el órgano social de administración 
cortespondíente» ( 1 5). 

De esta forma. la propia Constitución es La que prevé una 
vía de entrada a la participación, ciertamente obl igada ( 1 6), de 
colectivos e individuos para informar, según su posibilidades 
o conocimientos, a las comisiones de investigación en tomo a 
aspectos relacionados con el medio ambiente y su protección. 
En cualquier caso, no es novedoso señalar qu·e el nombramien­
to de estas comisiones no es una práctica muy habitual de las 
Cortes Generales ( 1 7), por lo que en muy pequeña medida 
podemos pensar en casos relevantes a los efectos de la materia 
que nos ocupa. 

1 .3.  Otras c;omparecencias en comisiones parlamentárias 

Agotadas las posibilidades ofrecidas por el texto constitucio­
nal, el siguiente punto obligado en la búsqueda de vías de partici­
pación en la labor de las. Cortes lo constituyen los respectivos 
Reglamentos del Congreso y del Senado. El estudio de estos dos 
textos, sin embargo, resulta igualmente decepcionante, no vislum­
brándose en ellos idea alguna de regular o impulsar una supuesta 
participación en · las labores de las cámaras. Solamente algún pre­
cepto aislado sirve para abrir tímidos c�uces participativos. 

En esta línea, el artículo 44 del reglamento de la cámara 
baja establece la posibilidad de ·que las comisiones, tanto las 

(15) art. 2.3.Q de la LO 5/84. . 
(16) La no comparecencia voluntaria constituye un delito de desobediencia 

grave, deacuerdo al art. 4.1.2 de la LO 5/84. 
(17) La creación de una Comisión de Investigación exige el acuerdo del 

Pleno y, por tanto, de la mayoría gober;nante, a tenor del art. 52 del 
Reglamento del Congreso. Para las Comisiones senatoriales se exige el 
mi mo acuerdo, según el art. 59 del Reglamento.de la cámara alta. 
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que revisten carácter de permanente como las no permanentes, 
soliciten, a través del presidente de la cámara, la comparecencia 
de las autoridades o funcionariós que estimen preciso, así como 
la de otras personas competentes en la materia, a efectos de 
informar y asesorar. 

Con la misma intención, en el artículo 67 del Reglamento 
del Senado se dispone que las comisiones de la cámara alta 
podrán efectuar estudios e encuesta. en cuestiones de su compe­
tencia, siempre que no se interfiera con ello en el cometido de 
una comisión de investigación o especial. El párrafo último del 
precepto alude a la técnica de citación de particulares: 

«Asimismo, podrán solicitar (las comisiones) la pre­
sencia de otras personas para ser infonnadas sobre cues­
tiones de su competencia.» 

No obstante haberse efeccuadó prácticartrente la misma pre­
visión en los reglamentos de amba a ambleas, la cámara l?ája 
ha resultado en la práctica, al menos en ló que concierne a 
materias ambjentales, privilegiada por una mayor posibilidad de 
panicipación popular dentro de lo exiguo .de ésta. Este b:eoho 
resulta, en prute, debido a la incorporación por par�e del Regla­
mento del Congreso de un capítulo específico dedicado al exa­
men de Los planes y programas remitidos por el Gobierno al 
Parlamento ( 1 8). La falta de una previsión igual a ésta por parte 
del Reglamento del Senado ha motivado el que los planes y pro­
gramas que elabora el Gobierno y que no tienen carácter jurídi­
co, sino estrictamente político, sean únicamente debatidos por el 
Congreso. Ello es así aunque en rigor nada prohíbe que el Sena­
do entre en la discusión de los citados planes y programas, e 
incluso hay que aludir a la existencia . dentro del reglamento de 
la cámara alta de un título dedicado expresamente a las comuni­
caciones e informes del gobierno y de otros órganos estatales 
( 19), al que podrían asimilarse estas discusiones. 

Sea como fuere, es cierto que planes y programas de este 
carácter suelen tener, en ocasiones, una indudable incidencia 

( 1 8) 
'
capítulo 2 del título II, art. 198. 

( 19) título VIII del Reglamento del Senado, art. 1 82 y 1 83. 
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sobre el ambiente, abriéndose así una posible vía de' participa:­
ción que, en caso de ·consolidarse, podría tener cierta entidad. La 
práctica desarrollada hasta ahora, sin embargo, no indica que se 
haya otorgado excesiva importancia a la incorporación de perso­
nas o colectiv9s en defensa o representación de intereses relacio­
nados con la protección del medio. 

No obstante, hemos de hacer alusión aquí a la aprobación 
por ·parte del Pleno del Congreso de los Diputados del Plan 
Energético Nacional de 1 983 (20), que· fue precédida por un 
largo procedimiento en cuyas sesiones informativas participó, 
por vez primera, un representante de una asociación creada 
para la defensa de la naturaleza (2 1 ). Junto. a esta asociación, 
pasaron por la Comisión .de Industria, Obras Públicas y Servi­
cios del Congreso, representantes de diferentes grupos de 
intereses empresariales y sindicales, así como expertos políti­
cos y académicos en materia energética (22). Este �lan Ener� 
gético Nacional de 1983, que no pasó por el Senado, y que no 
goza de naturaleza legislativa (23) ,  puede ser considerado 
como un punto de partida para la párticipación ciudadana, vía 
comisiones, en la toma de decisiones por las Cortes en mate­
ria ambiental .  

1 .4.  Otras posibilidades participativas 

En una línea similar, otras actividades regulares del Parla­
mento penniten la entrada de Ja participación a través de com­
parecencias de representantes de intereses empresariales y sin­
dicales para temas re lacionados con el medio ambiente. Una 
muestra de ello es la presencia habitual de particulares en las 
discusiones sobre los informes semestrales que el Consejo de 

(20) Aprobado en sesión del 28 de junio de 1984. 
(2 1)  Concretamente, de la Coordinadora Ecologista de Madrid. 
(22) Sobre el PEN-83 y su elaboración, puede verse DELGADO-IRIBA­

RREN. El Plan Energético Nacional de 19.83. En RAP n.0 1 04, 1 984. 
(23) Otro Pln.nes han de ser 11probados por ley, con lo cual ·e alcera u proce­

di.J:niento el.e tramitación p1;11lamentaria. Un ejempJo de el lo lo constituye 
el Plan Hidrológico Nacional, que precisa de ley según el arl. 43 de la 
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Seguridad Nuclear eleva a ambas cámaras en virtud de su ley de 
creación (24) (25). 

En cualquier caso, es preciso támbién señalar que la pequeña 
posibilidad participativa en los supuestos en que las comisiones 
parlamentarias tratan temas que afectan a nuestra materia, devie­
ne inexistente tratándose de la elaboración de actos con fuerza 
de ley (26) (27). 

2. La participación en la actividad de los 
parlamentos autonómicos. 

En virtud 'del nuevo modelo de Estado surgido a raíz de la 
Constitución de diciembre de 1 978, las Comunidades Autóno­
mas han sido creadas como entidades territoriales con autono­
mía de naturaleza política. Esta d istribuc ión territo1ia1 del 
poder pel ítico e tatal ha generado el desdobJamiento del poder 
legislat ivo en órganos centrales (las Corles Generales) y órga­
nos periférico (la asambleas legis lativas de las diferentes 
Com unidades Au tónomas) ambQs con capaddad de dictar 
normas con rango de ley, que se articulan no ya en virtud de 
un si tema jerárquico sino atendiendo a l  principio ' de compe­
tencia: En rigor, la Consti tución de 1978 no obligaba al esta­
bleci m i ento de un 6Tgano Legi l ativo en cada Comunidad 
Autónoma que se creara sino qne olamente lo  preveía para 
aquella Comunidades que hubieran acceclid a la autonomía 
por la vía del arúculo 1 5 1 ,  esto es, aquellas q ue demostraran 
un m ayor re paldo a la demanda au�nomista (28). Sin embar­
go el desarrol lo político de la  Constitución acabó fraguándo e 

(24) Ley 1 5/80 de 22 de abril. 
(25) Art. 1 1 :  «El Consejo de Seguridad Nuclear elevará semestralmente al 

Congreso de los Diputados y al Senado un informe sobre el desarrollo de 
sus actividades». 

(26) ALONSO GARCIA. La participación de individuos en la toma de decisio­
nes relativas al medio ambiente en España. En REDA n.º 61 ,  1989, p. 5 1 .  

(27) La disposición adicional del :Real Decreto Legislativo 1302/$6 d e  eva­
luación de impaclo ambiental, dice: «El presente Real Decreto Legislatl; 
vo no será de .aplicación a los proyecto-s relncionbdos e n lá' Uefensa 
Nacional y 11 lós aprobado.s específicamente por tma Ley del 13stado. 

(28) art. 152 de la Constitución. 

1 39 



en el sentido de dotar a cada Comunidad Autónoma de su pro­
pia asamblea legislativa. Es por ello que, al interesamos por la 
participación ciudadana en el poder legislativo sea necesario 
orientar nuestro estudio tanto a las dos cámaras que integran 
las Cortes Generales o Parlamento estatal como a las 17  asam­
bleas o parlamentos autonpmicos creados en virtud de sus res­
pectivos Estatutos de autonomía. 

La competencia legislativa de los diferentes padamentos 
aqtonómicos en materia oe protección del medio ambiente no 
resulta, como sab mos uniforme (29). En �fe to, mientras las 
ComuniCiades Autónomas Uamadas de primer grado t ienen 
facultad para dictar Ja legislación de desarroUo de la normativa 
básica estatal en la materia, aquellas munidades que denomi­
namos de segundo grado no di ponen al respecto d competen­
cia legislativa alguna, por tener solamente atribuida la gestión en 
materia de protección del ambiente. Por ello, las Co1'1unidades 
Autónoma que pueden d ictar legislación de desarrollo en mate­
ria de protección del medio ambiente s�n aquella que accedie­
ron a la autonomía por la vía del art!culo 1 5 1  de Ja Constitución, 
esto es, Euskadi (30), Cataluña (3 1 ), Galicia (32) y Andalucía 
(33). A éstas hay que sumar las Comunidades de País Valencia­
no por mor de una transferencia competenciaJ por parte del 
Estado (34) (35) y Navarra, de acuerdo con u pecuLiar modo de 
acceso al autogobiemo (36). Para el re to de Comunidades Autó­
noma (Asturias, Cantabria, Castilla y León, Extremadura Cana­
rias, Murcia Ba.Ieares, Aragón, La Rioja, Castilla-La Mancha y 
Madrid) asf como para el resto del territorio estatal no integrado 

(29) MUÑOZ MAC,HADO. La distribución de co¡upetencia en1.te el Bs1adQ, 
las Comunidades Autónomas y las Corporaciones locales en materia de 
medio·ambiente. En DA n.11 1 90, p. 368. 

(30) LO 3(79 de 1 8  de diciembre, art. 1 1 . 1 .a). 
(3 1 )  LO 4!79 de J 8 de diciembre, art. 10.6. 
(32) LO 1/8 1  de 6 de abril, art. 27.3.º 
(33) LO 6/8 1 de 30 de diciembre, art. 15 . L?.0 
(34) LO 5/82 de 1 de julio, art. 32.6, en relación con la LO 12/82 de 10 de 

agosto, de tran ferencia de competencias,de titularidad estatal. 
(35) art. 1 50.2 de la 'Constitución. 
(36) LO 13/82 de 10 de agosto, art. 57 e). , 
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en ninguna Comunidad, las Cortes Generales serán las compe­
tentes para dictar toda la legislación.en materia de protección del 
medio ambiente. 

Pueden existir, sin embargo, aspectos legislativos relaciona­
dos con la temática ambiental que sí sean competencia de los 
parlamentos de todas las Comunidades Autónomas sin excep­
ción, en virtud de materias conexas o tangenciales a la protec­
ción del entorno, previstas en la redacción del artículo 148 . 1  de 
la Constitución (37). Por otro lado, podría suceder que el reparto 
de las competencias legislativas en materia estricta de protección 
del medio ambiente se alterara en beneficio de las Comunidades 
de segundo grado, bien por reformarse sus EStatutos de autono­
mía hasta equiparar sus competencias a las de las Comunidades 
plenas (38), o bien por medio de leyes estatales de transferencia 
competencial que incluyan esta materia (39). Por último, cabe 
también la posibilidad de que estas autonomías ejerzan funcio­
nes legislativas sobre el objeto que nos ocupa dentro de los prin­
cipios, bases y directrices que podría estab,lecer una hipotética 
ley marco estatal (40) (41). 

Además de la función legislativa, hay que tener en cuenta a 
la hora de analizar la participación ciudadana en las labores del 
poder- legislativo, las funciones de control e información que los 
parlamentos autonómicos también pueaan real izar en el segui­
miento de la actuación de sus respectivas administraciones. 

En cualquier caso, la falta de previsión y de regulación deci­
dida de. cauces de participación ciudadana es también patente en ' 
el estudio de las labores de las cámaras autonómicas. Ello es 
debido, por una parte, a que los diferentes Estatutos de autono� 
mía obvian la temática participativa y, por otro lado, a que los 
reglamentos internos de los respectiv.os P.arlamentos reproducen -. 

(37) Por ejemplo, la legislación en materia de montes y aprovechamientos 
forestales, en virtud del art. 148 . 1 .8.  

(38) En ello consiste la previsión hecha en el art. 148.2 de la Constitución. 
(39) Posibilidad contemplada en el art. 150.2, ya utilizada en el caso valenciano. 
(40) art. 1 50. 1 de la Constitució�. 
(41 )  LARU�BE BIURRUN. Medio ambiente y Comunidades Autónomas. 

En RVAP n.º 8, 1984, p. 57. 
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básicamente el esquema de los Reglamentos del Congreso y del 
Senado, adoleciendo de sus mismas carencias en cuanto a los 
aspectos participativos. 

2 .1 . El derecho de petición 

De forma análoga a lo dispuesto para las Cortes Generales, 
el derecho de petición puede ser ejercitado, individual o colecti­
va:meme, ante los órganos legislativos de las respectivas Comu­
nidades Autónomas . .  

El artículo 29 del texto consHtucional , que reconoce expre-. 
samente este derecho a todo los ciudadanos, no restringe en 
modo alguno el mismo a los órganos. estatales como destinata­
rios de las pet icion� y se remite al mismo tiemp0 a la ley regu'" 
ladora (42). A estos efectos. pues la Ley 92/60 e igualmente 
válida en todo lo que concierna a la pre 'entación de peticiones 
ante los parlamentos autonómico , toda vez que se ent ienda a 
estas cámara inclu idas en la li ta de órganos señalada en el 
artículo egundo de la misma ley, una vez interpretada de acµer­
do a la nueva realidad constitucional .  

En conformidad con ello, los parlamentos autonómicos 
crean una comisión de peticiones, o, s imp lemente, encargan el 
cometido de su examen a una de las comisiones pennanentes de 
la cámara. Este último es el i tema seguido por el Parlamento 
de la Comunidad Autónoma Vasca, que en el art(cu lo 42 de su 
Reglamento (43) regula la tramitación de la peticione como 
competencia de la Cotnisjón de Urgencia legislativa, Reglamen­
to y Gobierno. El artfculo citado establece lo siguiente: 

« 1 .  La Comisión de Urgencia  Legislativa Reglameri­
to y Gobierno será competente asimismo para la tl'ami·­
ta ión de las peticiones ind1viduale� o colecti vas que 
reciba el Parlame1�to, y tra su examen, podrá acordar: 

(42) art. 29.l de la Constitución: «Todos los españoles tendrán el derecho de 
petición individual o colectiva, por escrito, en la forma y con los efectos 
que determine Ja ley». 

(43) Reglamento del Parlamento Vasco, aprobado por acuerdo de 1 1  de febre­
ro de 1 983. 
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1 º Trasladarlas al Defensor del Pueblo o a la 
Comisión del Parlamento que estuviere cono­
ciendo del asunto de que se trate. 

2º Remitirlas, por conducto del Presidente del 
parlamento, al órgano in,stitucional que corres­
ponda .. La autoridad a quien se hubiere remiti­
do informará a la Comisión, a la mayor breve­
dad posible y si se considerase competente en 
la materia, de las medidas adoptadas o a adop­
tar en tomo a la cuestión suscitada . .  

3º Archivarlas sin más trámite. 

2. En todo caso, la Comisión acusará recibo de la peti­
ción y comunicará al peticionario, al que en casos especia­
les podrá dar audiencia, el acuerdo adoptado. 

3 .  Al término de cada período de sesiones; la Comi­
sión remitirá al Pleno un informe en el que se dé cuenta 
del número de peticiones recibidas , de la decisión 
adoptada por · la Comisión sobre las mismas, así como 
de las resoluciones determinadas por las Autoridades a 
las que hayan sido remitidas y de las que tenga conoci­
miento la Comisión. El texto del informe se publicará 
en el «Boletín Oficial del Parlamento Vasco» y se 
incluirá en el Orden del Día de la última sesión del 
Pleno de cada legislatura.» 

Particularmente interesante resulta la posibilidad anunciada 
¡ 

en el segundo apartado del precepto transcrito, de · que la Comi-
sión dé audiencia al peticionario, lo cual incrementa, sin duda, 
las posibilidades de argumentación por parte de é te y, en suruan 
de participación. Sin embargo el hecha de que se presente como 
una potestad discrecional de. la .Comisión, pata caso especiales. 
tiende a desvirtuar en parte e ta posibilidad, siempre supeditada 
al igual que la admisión de la petición, a las conveniencia. de Lo 
grupos políticos mayoritarios. 

Cierta fiscalización sobre las respuestas obtenidas por las 
peticiones presentadas al Parlamento puede venir del examen 
por parte del Pleno del informe anual que debe elaborar la Comi-
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sión, en cumplimiento del párrafo tercero del artículo 42. Sin 
embargo, el Reglamento no se pronuncia sobre la posibilidad de 
discrepancias en el Pleno y parece querer aludir a un mero trámi­
te informativo. Por su parte, la publicación del texto del informe 
en el Boletín Oficial del Parlamento no dejará de ser una forma­
lidad sin trascendencia participativa. 

Lógicamente, el artículo 1 3  de la ley reguladora del derecho 
de petición, referido a las peticiones dirigidas a las Cortes· 
Generales, debe entenderse también trasladable a las peticiones 
presentadas ante los parlamentos autonómicos. De aquí se des­
prende, por tanto, la posibilidad de que una petición ciudadana 
pueda dar lugar a la elaboración de una proposición de ley, una 
pregunta escrita al Gobierno de la Comunidad Autónoma o, en 
su caso, una interpelación oral, todo ello de conformidad con 
los procedimientos que se establezcan. en los respectivos regla-
mentos parlamentarios. , 

Por último, es preciso trasladar al nivel autonómico las mis­
mas conclusiones que señalábamos respecto al legislativo estatal 
en relación con el derecho de petición. como instrumento partici-
pativo en materia ambienta!. . 

2 .2 .  Comparecencias ante comisiones de investigación 

También es posible, al . igual que sucede para las Cortes 
Generales, que las cámaras autonómicas decidan· el nombra­
miento de comisiones de. investigación sobre cuestiones de su 
competencia. 

En esta línea. el Reglamento del Parlamento Vasco, siguien­
do casi literalmente al Reglamento del Congreso de los Diputa­
dos, prevé en u artículo 45.4 lo sigúiente: 

144 

«Las Comisiones de investigación o de encuesta ela� 
borarán un plan de trabajo, podrán nombrar ponencias en 
su seno y requerir la presencia, por conducto de la presi­
dencia de la cámara, de ·cualquier particular, autoridad 
pública o funcionario,  para prestar declaración. Los 
requeridos a tal efecto ·estarán obligados a comparecer 
ante la Comisión.» 

· 



No obstante efectuarse esta última precisión sobre la obli­
gatoriedad de la comparecencia, el incumplimiento de esta 
obligación carece ae sanc ión, puesto que la Ley Orgánica 
5/84 que cast iga la no c0mparecen.cia  vol untaria ante las 
com isi ones de investigac ión creadas por el Congreso, el 
Senado o por ainbas cámaras a la vez, no resulta aplicable a 
las comisiones nombradas por los parlamentos de las Comu­
nidades Autónomas. 

De cualquier forma, los Reglamentos no dan facilidades para 
la constitución de comisiones de investigación, lo que genera 
una escasísima actividad investigadora por parte de las diferen­
tes asambleas legislativas. (44). Ello hace que este posible cauce 
participativo resulte doblemente limitado, si tenemos en cuenta 
tanto la imposibilidacl de participación voluntaria como la infre-
cuencia de su utilización (45). 

· 

2 .3 . Otras comparecencias 

Los Reglamentos de los diferentes parlamentos prevén igual­
mente la posibilidad de comparecencias de particulares en las 
diferentes comisiones en que se articulan. A este efecto, lo habi­
tual es que se señale la capacidad de la Comisión en cuestión 
para citar a cualquier persona, citación que se cursará a través 
del presidente de la asamblea correspondiente ( 46). En este caso 
no se habla ya de obligación de· comparecer, sino más bien de 
solicitud de comparecencia. 

Al igual que en el caso de las Cortes Generales, estas compa­
recencias en comisiones pueden revestir importancia a nuestros 
efectos en el caso de discusión de planes o programas ambienta­
les remitidos por el ejecutivo de la Comunidad o para otros 
supuestos de seguimiento de la gestión en materia de protección 

(44) FIGUEROA LARAUDOGOITIA. El Parlamento Vasco. Oñate: IVAP, 
1991,  p. 57. 

(45) Cabe señalarse que la primera Comisión de investigación creada por el 
Parlamento Vasco fue precisamente en relación a un tema de importancia 
ambiental, cual era el de la central nuclear de Lemóniz. 

(46) véase el art. 37.3 del Reglamento del Parlamento Vasco. 
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del medio ambiente competencia que corresponde a todas las 
Comunidad Autónomas. Cabe también la posibilidad de elevar 
una petición al Parlamento solicitando que detenninadas perso­
nas o colectivos sean citados en dichas comfaiones. 

En cualquier caso la mayor ceréarua de lo parlamentos 
autonómicos respecto a la ciudadanía, en comparacién con el  
Parlamento cenlral, no se traduce en mayores posibilidades parti ... 

�pativas ni en más numerosas oauces de .integración de la opj ... , 
nión de los particulares. Antes al conLrario, la nolmativa d las 
diferentes asambleas autonómicas adolece, en líneas generales, 
de los mismos defectos que la reglamentación de las Cortes 
Generales., siendo, en no po a ocasiones, una mera transcrip­
ción de ésta. Desaparece a$f, r�eeto al p der legislativo; uno 
de los argumentos que suelen ser esbozado J?ara legitimar la 
aut0nomía, cual es el neeesari acercamiento de la toma de deci­
siones al conjunto social, algo que podría ayudar coitsiderable­
m�nte a la revitalización de los parlamentos como órganos cen­
trales en nuestro sistema político. 

3. La iniciativa legislativa popular 

Las instituciones del referendúm y de la iniciativa legisla­
tiv� popular son dos mecanismos habituales de la llamada 
democracia directa. El primero de ellos no consiste en una 
participáción en el poder legislativo, pero sí, en gran parte, el 
segundo, puesto que en la iniciativa legislativa popular u·n 
sector de ciudadanos sustituye al Parlamento en las primeras 
fases de la tramitación de una proposición de ley. Es por ello 
que éste resulta ser un cauce sumamente interesante desde el 
punto de vista que nos ocupa. Por medio de él, la sociedad 
puede elevar al ·parlamento competente importantes proposi ­
ciones .de ley en materia de protección dél ambiente en orden 
a su aprobación por el legislativo. Estas proposiciones pueden 
versar sobre objetos tan plurales como, por ejemplo, la decla­
ración de un espacio natural protegido, la creación de órganos 
participados ·de gestión ambiental o la introducción de nuevos 
tipos en el Código Penal tendentes a la protección del  
.ambiente como bien jurídico. 
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La mayor o menor virtualidad que pueda revestir esta pro­
metedora vía participativa dependerá, en última instancia, de las 
formal idade& y requisitos que el Legislador establezca para su 
puesta en práctica. Este es el ponto en el que es preciso afirmar 
que Ja regulación que de este mecanismo e ha efectuado en 
nuestro ordenamiento no tiene como objetivo facilitar su uti ll!Z.a­
ción por los ciudadanos., lo que ha traído consigo en la práctica 
un preocupante desuso del mismo, tanto ·a nivel estatal, como en 
el ámbito autonómico. 

La propia Constitución se encarga de prever la iniciativa 
legislativa popular (47) en su precepto 87.3,  si bien deja pen­
diente su desarrollo y regulación para una posterior ley orgánica. 
Esta ley se dictó en 1984 ( 48) y .en su exposición

. 
de motivos se 

alude explícitamente al fomento de la participación ciudadana 
como objetivo de este mecanismo: 

«En esta misma línea, la Constittición prevé, también, 
la participación directa de los iudadano · en el proce. o 
de producción normativa,  configurando al p ueb lo ,  
mediante la presentación de 500.000 .finnas como sujeto 
de la iniciativa legislativa. Este reconoeimiento constitu­
ciona de la in iciaLi.va legi lativa popular pem1ite, de un 
lado, instrumentar la directa participación del titular de la 
soberanía en la tarea de elaboración de las normas que 
rigen la v ida de los ciudadano , y pos"bil ita, de otra parte 
1a apertura de vías para proponer al poder leg islativo la, 
aprobación de normas cuya necesidad es ampliamente 
e nlida por el electorado pero que, n o  obstante no, 

en9uenLran eco en la formaciones políticas co� Iepresen­
tación parlamentaria.» 

A pesar de esta optimista visión de la virtualidad de este 
instituto, los condicionamientos y limitaciones que se imponen 
a su puesta en práctica dificultan sensiblemente su utilización. 
Estas limitaciones abarcan desde la reladón de una serie de 

(47) Ello no sucede, por ejemplo, en las Constituciones de Francia (art. 39) o 
de Alemania (art. 76). 

(48) Ley Orgánica 3/84 de 26 de marzo. 
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materias excluidas de la iniciativa legislativa popular (49), 
hasta la necesidad de reunir 500.000 firmas autentificadas en 
un plazo de seis meses (50), pasani:l.o por los djferentes requisi­
tos formales que se relatan a lo largo de la ley. A pecto positi­
vo es el �e la existencia de una posibilidad de fiscalización de 
la decisión de la Mesa del Congreso inadmitiendo la  iniciativa. 
ConLra esta decjsión, la Comisión Promotora resulta legitimada 
para interponer recurso de amparo ante el Tribuna1 Con titucfo­
nal, quien ha de ordenar que el procedí.miente siga su curso si 
estima que la proposi ión no incurre en alguna de las causas de 
inadrnisibil idad previstaR en el apartado segundo del artículo 5 
de la ley orgánica (5 1 ). 

Si bien es cierto que la propia redacción del artículo 87 .3 
del texto constitucional introducía ciertas limitaciones a la ini­
ciativa: legislativa popular a nivel estatal, resulta también· claro 
que tales condicionamientos no afectaban en principio a la regu­
lación que d este instituto podría hacerse por parte de las dife­
rentes Comunidades Autónomas. A nivel autonómico, en el 
eno de unas institucion�s más cercanas al ciudadano y a lo 

colecti.vos sociales y, al menos teóricamente, más integradas 
con la concreta realidad social en que éstos se mueven, una nor­
mación generosa y abierta de la inciativa Legislativa popular 
podía haber dado pie a una importante vía de part;icipación1 
ideal en muchas ocasiones para plantear cuestiones con trascen­
dencia ambiental. 

Sin embargo, nuevamente es la repetición la nota más, 
sobresaliente al analizar la regulación de la· iniciativa legisla­
tiva popular a nivel autonómico, en relación con el nivel esta­
tal. Lo Estatutos de autonomía, a semejanza de la Constitu­
ción, se limitan a reconocer la posibilidad de elaborar propo-
iciones de ley desde el cuerpo social ,  remitiéndose su regula­

ción a una ley posterior (52). Y dichas leyes autonómicas 

(49) art. 2 de la LO 3/84. 
(50) , art. 7 de la LO 3/84. 
(5 1 )  art. 6 de la LO 3/84. 
(52) Por ejemplo, art. 27.4 del Estatuto vasco o art. 19.2 del Estatuto de 

Navarra. 
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reproducen, en gran parte, lo señalado y exigido por la Ley 
Orgánica 3/84, con las debidas adecuaciones al ámbito terri­
torial correspondiente. 

En esta línea de estricta transcripción se enmarca la ley de 
iniciativa legislativa popular aprobada por el Parlamento Vasco 
(53), en la que se recoge el mismo esquema de tramitación, 
señalándose esta vez en 30.000 el número de firmas precisas 
para la presentación de la proposición de ley (cifra· ésta que 
guarda una casi perfecta proporcionalidad con la establecida a 
nivel del Estado, atendiendo al volumen de ambos censos, esta� 
tal y autonómico). La repetición se extiende también a la posibi­
lidad de interponer recurso de amparo ante el Tribunal Constitu­
cional contra los cacuerdos de inadmisibilidad que decrete la 
Mesa del Parlamento (54 ). Respecto · a esta norma, Figueroa 
Laraudogoitia señala que «el hecho de que hasta la fecha (55) 
no se haya. presentado ninguna iniciativa legislativa popular da 
pie a pensar que las rigurosas exigencias de la Ley 8/86, de 26 
de junio, no son un cauce que estimule la partieipación ciudada­
na, ni sirve de instrumento de expresión de demandas de los 
ciudadanos no asumidas por los partidos políticos con represen­
tación parlamentaria» (56). 

Estas consideraciones, trasladables tanto al nivel estatal, 
como a los restantes ámbitos autonómicos denotan la atrofia 
que, por el momento, sufre este mecanismo participativo. 
Mecanismo que, sin duda, podría resultar de gran virtuali­
dad para satisfacer determinadas demandas ambientalistas 
de la sociedad no defendidas desde las fuerzas políticas cori­
venciona}es. En esta atrofia se encuentra probablemente una 
de las causas de la organización política de sectores ecolo­
gistas, que intentan acceder al Parlamento por la vía directa 
del apoyo electoral. También es justo resaltar que, sin bien 
la utilización parca de la iniciativa legislativa popular tiene 
una de sus causas en la desconfianza de las fuerzas polítjcas 

(53) Ley 8/86 de 26 de junio. 
(54) art. 5.4 de la ley vasca 8/86. 
(55) 199 1 .  ' 
(56) FIGUEROA LARAUDOGOITIA, A., El Parlamento Vasco, p. 76. 
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parlamentarias a perder parte de su gran protagonismo legis­
lativo, no es menos cierto que el cuerpo social no ha demos­
trado hasta el momento poseer una dinámica organizativa 
adecuada para dar respuesta a la demanda de protección de 
determinados intereses o valores ambientales, mediante. la 
utilización del estrecho, pero factible mecanismo de la legis­
lación popular (57) .  

4.  El acceso político al  Parlamento 

Como señalábamos anteriormente, el tema de la participa­
ción popular en la toma de decisiones relativas a la materia 
ambiental por parte del poder legislativo puede analizarse 
desde una doble perspectiva. Además de los cauces ya reseña­
dos previstos por el ordenamiento para el acceso de los ciuda­
danos a las labores parlamentarias sobre ésfa ·y otras materias, 
podemos aquí referirnos a la irrupción en los parlamentos de 
grupos políticos de ideología ecologista, como un� segunda 
suerte de participactón popular en torno a la protección del 
medio natural. Teniendo en cuenta las matizaciones y conside­
raciones que se hicieron en el inicio del presente capítulo res­
pecto a esta segunda vía de acceso al poder legislativo, retoma­
mos aquí el tema de la organización política como fórmula de 
participación ecologista en la composición de las asambleas 
legislativas de diferentes países. 

En efecto, la década de los 80 ha conocido el fenómeno de la 
cristalización electoral de los llamados partidos ecologistas, que 
han logrado en los últimos años acceder con propia representa­
ción a los parlamentos de varios países de Europa- occidental, 
entre los que se encuentran los de Estados como Alemania, Bél­
gica, Francia o Suecia. 

La consideración de determinado partido o movimiento 
político como de ideología ecologista no es tarea fácil. Bajo 

(57) Sobre la iniciativa legislativa popular pueden verse: JIMENEZ DE CIS­
NEROS. Derecho de petición y la iniciativa legislativa. Instituto Nac;io­
nal de Prospectiva, 1 980; WALKER, Geoffrey. lniciative and referen­
dum. S. Leonards: The Centre for independent students, 1987. 
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nombres más o menos naturalistas o ecológicos se esconden 
formaciones diversas, cuya real ideología no siempre tiene 
que ver con la defensa del medio en el que el hombre vive. 
Como dice Martín Mateo, «es difícil determinar con preci­
sión en qué consisten y cuáles son los objetivos de los deno­
minados movimientos ecologistas,. que se pla�man en orga­
nizaciones que van desde grupúsculos de vida efímera, esca­
sos efectivos y base micromunicipal, a complejas entidades 
de ámbito mundial y que cuentan por millones sus compo­
nentes. Todas ellas tienen un impreciso denominador común 
centrado en la defensa de la inmanencia de los sistemas 
naturales frente a la acción del Hombre» (58). Con todo, los 
grupos relevantes a efectos de participación en el  poder 
legislativo son, para nosotros, movimientos cuya ideología 
es básicamente la defensa de los valores y elementos natura­
les y que se organizan a nviel político para concurrir a elec­
ciones legislativas con la intención de obtener representan­
tes directos en los parlamentos de ámbito estata.l, nacional o. 
regional. Dentro de éstos , el mismo Martín Mateo, y en fun­
ción de su radical,ismo ideológico, distingue entre los «parti­
dos verdes realiStas» y los «verdes fündamentafistas». Hay 
que señalar que quienes obtienen usualmente representación 
en los parlamentos europeos son los partidos verdes con ten­
dencia realista o posibilista, que a pesar de diferenciarse 
netamente de los cánones ideológicos tradicionales, suelen 
ser considerados 'como formaciones encuadrables en la  
izquierda política. 

La real particularidad de estos movimientos políticos con 
respecto a los partidos clásicos radica en la dedicación cua­
siexclusiva de sus programas a la defensa del entorno, si bien 
una concepción amplia de las expresiones medio ambiente o 
naturaleza les permite ofrecer' también soluciones a problemas 
de índole muy variada. Lo importante respecto a este fenóme­
no político realmente novedoso en los 80 es conseguir realizar 
una interpretación adecuada de lo que la irrupción de estos 

(58) MARTIN MATEO. Tratado de Derecho ambiental. Madrid: Trivium, 
199 1 ,  p. 155.  
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partidos en los parlamentos significa. Probablemente, la esca­
sez de cauces participativos ofrecidos por el ordenamiento 
jurídico a los ciudadanos ante una problemática de la que se 
toma conciencia en los años 70 y que se ve como ui:i asunto 
urgente, es el origen de la organización política de sectores 
concienciados, que se lanzan a la arena electoral para lograr 
por una vía mucho más directa, la voz que de otra forma se;! 
vería ahogada en las rigideces de un Derecho poco proclive a 
la participación popular. 

El acceso de los partidos ecologistas en las asambleas 
representativas es un fenómeno, hoy por hoy, fundamental­
mente europeo. El primer logro emblemático, cuya repercu­
sión sirvió de acicate a otros movimientos similares fue, pro­
bablemente, el de los verdes alemanes (Die Grunen) cuando, 
rompiendo la barrera electoral del 5%, lograron sentar a 27 
representantes en el Parlamento federal. El éxito de estos 
partidos va ligado no sólo a un alto nivel de vida del elec­
torado en cuestión, sino también al sistema electoral que 
resulte de aplicación. 

Quizás debido a la consideración creciente del medio 
ambiente como un problema transnacional y por las especiales 
características del Parlamento Europeo, es usualmente en las 
elecciones a esta asamblea comunitaria donde los partidos ver­
des europeos suelen obtener los mejores resultados. Así, en las 
últimas elecciones celebradas al Parlamento Europeo en 1 989, 
con la participación ya de los doce Estados actualmente miem­
bros, los diferentes partidos verdes consiguieron sumar más de 
1 1  millones de votos, superando el 8% de los mismos y con­
formando, por primera vez, un grupo parlamentario exclusivo 
en la cámara de Estrasburgo (59) (fig. 1 ) .  La evolución com­
parada de los resultados electorales de estos partidos en las 
diferentes elecciones europeas es también significativa. No , 

(59) El Grupo de los Verdes, anteriormente integrado en el grupo parlamen­
tario Arco Iris, es en esta legislatura un grupo independiente que ronda 
los 30 diputados, de los que 8 son alemanes, 8 franceses, 7 italianos y 
3 belgas. 

· 
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sólo ha sido creciente el número de países con candidaturas 
ecologistas, sino que el grado de aceptación de éstas ha creci­
do igualmente (fig. 2 y 3). 

' 

Las diferencias de implantación ecologista en los Estados 
miembros son también constatables. Así, mientras los Estados 

. centrales de la· Comunidad (60) se caracterizan por tener impor­
�tes niveles de voto verde, cuya media puede rondar el 10% de 
los votos, los países periféricos (Eire, Portugal, España y Grecia) 
no ofrecen aún sino unos porcentajes muy bajos para estas 
opciones, en tomo al 2%. 

De cualquier forma, las más recientes �lecciones habidas en 
diferentes Estados (61)  parec�n confirmar la tesis de que e.l 
fenómeno de irrupción de los partidos de corte ecologista ilo es, 
por el momento, un evento pasajero, lo cual hace pensar que en 
la medida en que la cohesión económica y social de Europa sea 
una realidad, la implantación política de los movimientos ver­
des se extenderá con más fuerza a los países periféricos del 
viejo continente. 

Con todo, no puede tampoco negarse que, según los 
ordenamientos vayan ofreciendo mayores posibilidades de 
participación a los ciudadanos en las diferentes labqres 
públicas relacionadas con los problemas ambientales, la _ 
función principal de los partidos exclusivamente ecologis­
tas quedará en entredicho, lo cual ha sido ya asimilado en 
parte por los partidos clásicos, que incorporan a sus progra­
mas con mayor frecuencia, no sólo soluciones para los pro­
blemas ambientales, sino también fórmulas de potenciación 
de los mecanismos ciudadanos de participación en el debate 
ecológico. La progresiva reconversión del ecologismo elec­
toral hacia movimientos populares de participación es, por 
lo tanto, una tendencia deseable, cuya concretización 
depende, en gran parte, de la actuación aperturista de los 
poderes públicos. 

(60) Salvo Luxemburgo que, por razón de su pequeño tamaño, no puede ofre­
cer escaños más que a los tres grandes partidos. 

(61) Las legislativas francesas e italianas, por ejemplo. 
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- fig. 1 -

RESULTAD.OS OBTENIDOS . 
POR LOS PARTIDOS ECOLOGISTAS 

EN ELECCIONES AL PAJlLAMENTO EUROPEO 

1979 1 984 1989 

Estados % % h.º votos % 

Bélgica 3,4% 8,2% 8 17.577 13 ,9% 

R.F. Alemania 3,2% 8,2% 2.381 .278 8,4% 

Dinamarca - - - -

. 

Grecia - - - -

España - - 43 1 .363 2,8% 

Francia 4,4% 3,4% 1 .854.834 1 0,6% 

Rep. Irlanda - 0,5% 6 1 .041 3,8% 

Italia 0,7% 1 ,4% 2.995.45 1 8,6% 

Luxemburgo - - - -

Países Bajos · 

- 5,6% 365.596 7,0% 

Portugal - - I• - -

Reino Unido - 0,6% 2.292.705 15,0% 

TOTAL CEE 11.199.845 8,1% 
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- fig. 2 ( 1984) -

REPRESENTACION GRAFICA DE LOS 
PORCENTAJES DE VOTOS OBTENIDOS 

POR PARTIDOS ECOLOGISTAS EN 
ELECCIONES EUROPEAS EN 1984 

Vl/l//l//l/A del 4, 1 % al 8,0% de los votos tÓtales 
�� del 8, 1 % al 12,0% de los votos totales 

del 12 , 1  %' al 15,0% de los votos totales 

155 



156 

- fig. 3 ( 1 989) -

'. 

o 

REPRESENTACION GRAFICA DE LOS 
PORCENTAJES DE VOTOS OBTENIDOS 

POR PARTIDOS ECOLOGISTAS EN 
ELECCIONES EUROPEAS EN 1989 

del 0,0% al 4,0% de los votos totales 
.............. � ....... 

del 4,1 % al 8,0% de los votos totales 

mm� del 8, 1 % al 12,0% de los votos totales 

del 1 2, 1  % al p,0% de los votos totales 



5. El Ombudsman 

Para completar el tema de la partieipación popular en las 
funciones ambientales del poder legislativo, hemos de efectuar 
una referencia a l� figura del Ombudsman. Esta institución, si 
bien no goza de una dilatada tradición en nuestro ordenamiento, 
resulta sin embargo interesante a la hora de abordar el estudio 
de la tutela del ciudadano frente a los abusos de la Administra­
ción, y quizás con un especial énfasis actualmente en lo que 
pueda concernir a intereses de carácter difuso o colectivo, como 
lo son gran parte de los que afectan al medio ambiente. La 
razón por la que se incluye la institución del Ombudsman en el 
apartado correspondiente al poder legislativo es clara. En nues­
tro sistema, el Ombudsman, tanto a nivel estatal como autonó­
mico, queda configurado como un Alto Comisíonado del parla­
mento correspondiente, designado por éste, fundamentalmente, 
para la defensa de los derechos comprendidos en el título prime­
ro de la Constitución (62) y que, además, rinde cuenta de su 
labor únicamente ante el legislativo. 

· 

En el ordenamiento español, la figura del Ombudsman es 
recogida por primera vez en la Constitución de 1 978 (63) con el 
nombre de «Defensor del Pueblo». Posteriormente, pese a que en 
la Constitución nada se prevé al respecto, diferentes Estatutos de 
autonomía han incorporado una referencia a una figura paralela 
para la respectiva Comunidad (64). Estos Ombudsmen «autonó­
micos», bautizados con distintas denominaciones,  actúan e.n 
coordinación con el Defensor del Pueblo en el marco de la Ley 
Orgánica 3/8 1 de 6 de abril y de la Ley 36/85 de 6 de noviembre. 

Como es sobradamente conocido, el Ombudsman puede 
actuar tanto a instancia de parte como de oficio y está facultado 
para la supervisión de la actividad de la Administración, así 

(62) Las funciones encomendadas a los diferentes OmbudsmeiÍ existentes hoy 
· en el Es'tado no siempre coinciden plenamente. El Justicia de Aragón, 

por ejemplo, tiene la obligación de velar por la defensa del Esta(uto de su 
Comunidad. 

(63) Art. 54. 
(64) Se trata de los Estatutos de Euskadi, Cataluña, Gali<;ia, Andalucía, 

Valencia, Aragón, Canarias y Baleares. 
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como para la elevación de propuestas y recomendaciones al Par­
lamento correspondiente. Lejos de disponer de poderes coactivos 
directos, el Ombudsman basa su efectividad en la autoridad 
moral de la· recomendaciones y sugerencias que real!za a la 
Administración. <<Es el  prestigio del Ombatlsman el que le con­
fiere su poder. SL1 éxito proviene de que es una institución ofi­
cial, pero también fundamentalmente independiente y no forma­
lista» (65) .  Esta ausencia de formalismo en el  trabajo del 
Ombudsman es .lo que le convierte en una institución sugerente 
desde el punto de vista de la participación y de la que, como 
fácilmente se adivina, puede predicarse una mayor cercanía al 
ciudadano, con respecto a otras instancias ad,ministrativas y 
jurisdiccionales. 

· 

Estando el derecho al ambiente comprendido en el título 
primero de la Constitución, resulta claro que parte de las activi­
dades desarrolladas por los ombudsmen en nuestro sistema van 
orientadas a la defensa de los intereses ambientales de los ciu­
dadanos frente a las administraciones públicas, así como la 
sugerencia al Parlamento de nuevas políticas legislativas en la 
materia. Analizar la participación ciudadana en dichas labores 
es analizar el sistema de admisión de quejas concernientes a la 
materia ambiental. 

En primer lugar, es preciso señalar que la articulación de las 
funciones de los diferentes ombudsmen que pueden concurrir en 
un mismo territorio, el estatal y .el autonómico, viene t;stablecidá 
por un principio de competencia. A partir de aquí, el ciudadano 
que pretende elevar una queja en materia de medio ambiente 
para su tramitación por esta insti�ución no tendrá habitualmente 
que cumplir más formalidad que la elevación de un escrito, sien­
do incluso válida en ocasiones la presentación oral de la queja. 
Indudablemente, esta facilidad para et acceso formal a la institu­
ción es un acicate importante para la participación de los ciuda­
danos a través de esta vía. Por lo que respecta al fondo, el artícu­
lo 10. 1  de la Ley reguladora del Defensor del Pueblo señala: 

(65) JADOT, Benoit. Les procédures gar.antissant le droit ó l 'environnement. 
En Environnement e� droits de l' homme. Patis: UNESCO, 198 1 .  
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«Podrá dirigirse al Defensor del Pueblo toda persona 
natural o jurídica que invoque un interés legítimo; sin res­
tricción alguna. No podrán constituir impedimento para 
ello la nacionalidaq, residencia, sexo, minoría de edad, la 
incapacidad legal del sujeto, el internamiento en un centro 
penitenciario o de reclusión o, en general, cualquier rela­
ción especial de sujeción o dependencia de una Adminis­
tración o Poder público.» 

Como se ve, el requisito fundamental que se exige para la 
acimisión de una determinada queja es la invocación por la per­
sona que la presenta de un determinado interés legítimo. A la 
amplitud de este concepto hay que sumar la habitual flexibilidad 
en el análisis del cumplimiento de este requisito. Flexibilidad 
que no sería probablemente posible en otras instituciones dife­
rentes.  Prueba de esta facilidad de acceso a la institución del 
Ombudsman en nuestro sistema, y por tanto del nivel de pai:tici­
pación a que esta figura puede dar lugar son las estadísticas del 
Defensor del Pueblo o de los ombudsmen autonómicos sobre la 
proporción de quejas rechazadas anualmente y las razones a que 
se deben dichas inadmisiones. Siendo el porcentaje de quejas 
rechazadas habitualmente bajo, hay que constatar que la mayoría 
de las inadmisiones se deben a que los litigios revisten naturale­
za privada o a que están residenciados ya en sede jurisdiccional. 
El grupo de quejas rechazadas por falta de legitimidad del intere-
sado reviste más bien un carácter marginal. 

· 

' 
' 

Esto nos hace pensar que, habida cuenta de las dificultades 
de legitimación ,con que en ocasiones se encuentran los de.man­
dantes en conflictos ambientales planteados ante \a jurisdicción 
contencioso-administrativa, la institución del Ombudsman puede 
jugar a este respecto un papel sustitutivo, dando ,entrada a con­
flictos que difícilmente tendrían acceso a la vía jurisdiccional. 
No puede, sin embargo, entenderse el acceso al Ombudsman 
simplemente como una alternativa a la labor del poder judicial. 
A este respecto, se trataría más bien de conseguir una ampliación 
en la legitimación activa que entendiera los intereses difusos 

· como legítiqlOS a la hora de su invocación en la sede contencio­
sa. Lo que sí resulta evidente es que esta institución de control 
del ejecutivo ofrece una interesan

.
te vía participativa a las 
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. .  

demandas ambientales difusas que puedan reformularse en que­
jas frente a la actividad positiva o negativa de la Administración. 

Junto al tema del acceso, y ligado estrechamente a la mate­
ria ambiental que nos ocupa •• hay que referirse a los problemas 
principales de los que hoy se ocupa preferentemente la institu­
ción del Ombudsman. En efecto, a causa de las transformacio­
nes políticas vividas desde que esta institución comenzara a 
funcionar �n el norte de Europa hace casi dos· siglos, hoy pare� 
ce orientar uno de sus campos preferentes de actuacvión, al 
menos cuantitatl.vamente hablando, a la defensa de los llama­
do intereses difusos colectivos propios del Estado social, tales 
como el derecho al ambiente, el derecho a una vivienda digna o 
el derecho a la salud. 

· 

Particularmente, los temas· relacionados con el medio 
ambiente, incluyendo los referentes a actividades clasificadas, 
ocupan un porcentaje respetable de las quejas tramitadas por los 
diferentes ombudsmen. En este sentido, resultan habitualmente 
abundantes las quejas que se presentan a causa de las molestias 
producidas por establecimientos públicos, molestias frente a las 
cuales la autoridad corr�spondiente, generalmente municipal, no 
adopta las medidas oportunas. Dentro de estos casQs revisten 
especial importancia por su número las quejas motivadas por 
ruidos excesivos. Además de las agresiones acústicas, otro tema 
ambiental que motiva un grupo importante de protestas ciudada­
nas es el de la existencia ilegal de vertederos de residuos sólidos 
urbanos y tóxicos o peligrosos en espacios concurridos o ecoló­
gicamente relevantes. Se observa también un bloque de quejas 
relativas al incorrecto cumplimiento del régimen jurídico de 
determinados espacios naturales protegidos. · 

En cualquier caso, lo que puede constatarse con la revisión 
de las memorias anuales del Defensor del Pueblo y de los 
ombttdsmen autonómicos es el aumento, en importancia y en 
número, de las quejas ciudadanas sobre aspectos relacionados de 
forma directa o indirecta con el medio ambiente. Con frecuencia, 
el actor procura la satisfacción de un interés directo, pero en no 
pocas ocasiones se ·actúa, ya individual ya colectivamente, en 
defensa de un interés difuso a un ambiente adecuado. 
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Como consecuencia de este awnento en el número de· quejas en 
materia ambiental presentadas ante los diferentes ombudsmen del 
Estado, tambiéJl se ha producido un incremento en eJ tratami�nto 
que ésto han ofrecido a la temática de protección del entorno en 
sus informes anuale y en sus recomendaciones al Parlamento. Así, 
son habituales los consejo del Defensor del Pueblo a las Cortes 
Generales de reorganizar y ordenar el cuerpo nonnativo vigente 
que afecta al medio ambiente y que cada vez adquie¡:e- mayor 
extensión. Por otra parte, la nonnativa referente a actividades clasi­
ficadas y su cumplimiento suelen ocupar una importante sección en 
los infonnes de los ombudsmen de las Comunidades Autónomas. 
En los dos casos suele criticarse también el actual reparto compe­
tencial en la materia, así como los incumplimientos· del principio de 
eficacia por parte de las administraciones actuantes. 

· 

Por todo lo expuesto, podemos concluir que la existencia de 
un comisionado del poder legislativo que vela pé>r los intereses d 
Jos ciudadano frente a la actuación o pasividad de la Administra­
ción pública, deja abierta otra via de participación popular cuan­
do la labor pública y· el interés _particular o colectivo de los ciuda­
danos entran en colisión. Se trata, por tanto, de una vía reolamato­
ria, que parte de la existencia  de un conflicto, pero en la gue la 
trascendencia del asunto con:creto que procura resolverse puede 
trasladarse a otras actuaciones del ejecutivo, o puede, en su ca�o. 
dar lugar a una intervención del legislativa a través de las funcio­
nes de recomendación que ejerce el Ombudsman. Por tanto, pese 
a no ser un mecanismo de panicipación dii:ecta en las decisiones 
tomadas por los poderes público� este cauce de entrada de las 
preocupaciones y opiniones ciudadanas merece ser señalado. 
Máxime, si tenemos en cuenta la facilidad con que los particula­
res pueden acceder a la utilización de este mecanismo para resol­
ver problemas ambientales de muy diferente contenido. 

Por último, cabe hacer una referencia a cierta proposición de 
algún sector de fa doctrina en orden a la creación de una figura 
similar al Ombudsman, específicamente dedicada a los temas 
relacionados con el medio wnbiente (66). La instauración de este 

(66) JADOT, B., Les procédures garantissant le droit ó l'environnement, p. 61 .  
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Defen or del qmb,iente ha sido e tudiada por alguno pa.j:ses, 
mientras que- en otro ex.isten ya organi smos similares (61). En 
cualquier caso, hoy por hoy, todo hace indicar que un correcto 
funcionamiento de la institución del Ombudsman hace innecesa­
rio este debaté. El de gajamiento de·ciertos ámbüos objetivos de 
los cometidos actuales de esta institución probablemente €0Iltri­
buirla a alterar su propiq naturaleza, difuminando su imagen ante 
la población lo cual resu ltaría especialmente inconveniente en 
un sistema en el que no dispone sino de una aún breve presencia 
temporal Finalmente, por lo que respecta al tema particwativo 
'°º parece que la creación de un Defensor específicamente dedi­
cado a los temas ambientales uponga un aumento de las dosi 
de participación que hoy ofiece el Ombudsman convencional del 
(LUe disponemos en nuestro sistema. 

' 

(67) Especialmente, en el área latinoamericana. A este modelo parecé respon­
der, por ejemplo, �a Procuraduría del Ambiente, en Venezuela. 
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LA PARTICIPACION EN EL PODER EJECUTIVO 

El análisis de las vías de participación �iudadana en las 
labores del poder ejecutivo, y por extensión de la Admii;iistra­
ción en general, sobre la temática de protección del entorno 
implica, en primer lugar y como requisito previo, la elabora­
ción de un esquema organizativo que ordene las tareas que en 
dicho sector acometen las diferentes administraciones públi­
cas. En un momento histórico en el que el tradicional ideal de 
equilibrio de poderes se ve· afectado por una acumulación de 
funciones y facultades en el poder ejecutívo, así como por el 
gran . sobredimensionamiento · de la Administración, no resulta 
extraño constatar que, también en este sector en el que se pre­
tende hacer valer el derecho del hombre a un medio ambiente 
adecuado, las lábores y cometidos que corresponden al apara­
to público sean variados y numerosos. La sintetización de 
estos cometidos es, pues, una tarea ineludible para poder ana­
lizar la virtualidad que hoy presentan en cada caso los meca­
nismos participativos previstos en nuestro ordenamiento, a 
través de los cuales debe proyectarse este derecho social pro­
clamado en la Constitución. 

Introducción: 
Labores de la Administración sobre el medio ambiente 

Entendido el derecho al ambiente como un interé de carác­
ter general, su defensa acti\fa se convierte en una obligación de' 
Ja Administración que para ello, y en colaboración con los ciu­
dadanos cuya real participación ha de l'esultar esencial , organiza 
sus propios recursos ejecutando con ello tareas de diversa na�u­
raleza, desde la elaboración de disposiciones vinculantes hasta 
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el ofrecimiento directo de determinados servicios, pasando por 
la imposición de. sanciones administrativas a los agresores de 
determinada normativa ambiental. 

Es,. en conse'euencia, necesario tanto para el estuQ.io de la 
actividad administra iva, orno por interés exposirivo, tomar 
como propio un esquema de funciones y labo,res administrativas 
en relación con el medio ambiente. Lógicamente, la asunción de 
criterios distintos para la discriminaci6n de las tareas dará luga1· 
a esquemas o cuadro diferentes. Sin embargo, a nuestros efec­
tos, lo realmente importante es diferenciar campo. de actuación 
admfuistrati·va obre la materia ambiental, sierr¡.pre y cuando el 
esquema recoja todos los ámbitos po ibles, para po teriormente 
e ' tudiar los cauces participativos existentes en cada une de 
ellos. Por ello, en principio, cualquier sistematización realizada 
por la doctrina puede ser útil a nuestros intereses, sin perjuicio 
de la elaboración de un cuadro propio. 

En primer lugar, constituye una función administrativa  
netament� diferenciada la elab ración de  disposiciones nor­
maliva . obre la materia. El ejercicio de la _pot stad regla­
mentaria de la  Admini tra ión de cauce, pues, a Ja  primera 
func· ón ejecutiva importante sobre el medio ambiente, con­
si tente en la redacción de los reglam�tos que complementan 
y desarrollan la legislación ambiental emanada del Parlamen­
to. Reglamentos y di pqsiciones, que pueden tanto revestir 
carác ler e crictamente v inculante como contener criterios 
orientativos y recomendaciones. Por medio de los reglamen­
to · se fijan en gran medida las normas que rigen las restantes 
actividades administrativas así como la organización de la 
propia Administración. 

Como segunda tarea administrativa en la materia ambiental 
que nos ocupa, se encuentra la elaboración de planes y progra­
mas ambientales. La finalidad de los mismos es dar un marco de 
actuación sobre el entorno que ofrezca certeza a los sujetos 

públicos y privados A su vez, determinados planes atienden a 
los problemas de coordinación administrativa, lo cual resulta 
más necesario si cabe en un ·panorama de difuso reparto compe­
tencial. Estos planes y programas pueden contener tanto normas 
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vinculantes como meras recomefldaciones, adoptando en oca­
siones la naturaleza de verdaderas normas jurídicas. Reglamen­
tos y planes componen, en consecuencia., un bloque de actua­
ción administrativa consistente en declaraciones de voluntad, y 
por tanto cronológicamente previo a la incidencia directa de la 
Administración sobre el medio ambiente .. 

Donde esta incidencia directa se plasma es en la ejecución 
GQncreta de proyectos previstos en nonnas o programa ya ela-. 
borado . L.as obras públicas básicamente las grande obra, de 
infraestructura, componen, por tanto la tercera tarea administra­
tiva en la materia •ambiental. Son estas labores de ejecución las 
que denominamos actos no normativos, en contraposición a los 
actos normativos elaborados a la luz de las dos primeras labores 
administrativas señaladas. 

En cuarto lugar, una función especialmente relevante y tra­
dicional de la Administración ambiental es la llamada función 
de pol icía ambiental. Dentro de este cometido se engloba por 
un lado Ja actividad fi calizadora o de control de los elementos 
potencialmente contam1nantes. Por otra parte, entra también en 
este apartado la tarea sancionatoria de la Administración. En 
efecto, e l  sujeto público debe velar por el cumplimiento de 
determinados e tándares ambientales, lo. cual real iza bá,s.icamen­
te mediante la llamada policía industrial, consistente en el con­
trol, tanto inicial como permanente, de las actividades suscepti­
bles de alterar dichos estándares. La facultad de sancionar a los 
transgresores de las condicione impue ta normativamente es 
el complemento natural y preciso al control administrativo 
ambiental. No en vano, la escasa efectividad que en la actu�­
dad exhibe el Derecho penal como fuente de sanción en el sec­
tor ambiental provoca que la labor de sanción administrativa 
adquiera un protagonismo mayor. 

Por último, Ja qµinta labor de la Administración en relación 
con el medio es la de la gestión directa de bienes o . ervicios 
ambientales. Dentro de este bloque e comprenden, por un lado, 
las tareas encaminadas a la administración de los elementos 
naturales más estimados y, por otra parte, la prestación pública 
de servicios ambientales. Igualmente, debe considerarse inclui..: 
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da en esta tarea la gestión d las informaciones ambientales que 
obran en poder de las administracione y que se recogen en los 
diferente. archivo y registros administrativos. 

Por lo tanto, el esquema sobre el que estructuramos las dife­
rentes labores administrativas en relación con el medio ambien­
te puede ser ordenado en cinco apartados cada uno de los cua­
les encerrará uno o vario iDstrumentos de participación. Estos 
cinco apartados reciben en el pre ente estudio, los siguientes 
encabezamientos: 

1 )  Elaboración de reglamentos. 

2) Elaboración de planes y programas. 

3) Ejecución de actos no normativos. 

4) Función de policía. 

5) Gestión de bienes y servicios ambientales. 

A continuación, resta por ana1i7..ar el papel que el ciudadano 
de a pie, individual o colectivamente, puede jugar respecto a 
estas labores pública en defensa de sus intereses ambientales. 

l. La participación en la elaboración de reglamentos 

Abordar el tema de la participación ciudadana en la elabo­
ración de disposiciones normativa por parte del Gobierno y la 
Administración supone abordar la participación popular desde 
una perspectiva preventiva. Esta óptica preventiva resulta 
tanto más importante en cuanto se proyecta sobre una materia, 
como es el caso del medio ambiente que precisa la instaura­
ción por el Derecho de mecao.ismo jurídicos tendentes a ev i­
tar en el origen los perjuicio que, en su desenlace resultan 
muchas veces imposibles de reparar. Así si las 11ormas que 
componen eJ l lamado Derecho ambiental deben hacer gala de 
un claro componente preventivo ( 1 ), éste resultará tanto más 
reforzado cuanto más intensa y democrática resulte la inter-

(1)  MARTJN" MATEO. Trarado de derecho ambiental. Madrid: Trivium, 
1 99 1 ,  p. 93; JAQUÉNOD DE ZSOGON. El derecho ambiental y sus prin­
cipios rectores, DOMA-MOPU, 1 989, p. 208. 

' 
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vención de la sociedad en la elaboración de gran parte de esas 
normas sea des.de los mecanismos de participación en l as 
l abores del  poder l eg i s l ativo,  sea, come e1; aquí  e J  caso, 
mediante la  participación ciudadana en la e laboración - de lQs 
reglamentos que van a de. arrollar y concretar en gran medida 
la legislación ambiental. 

La reglamentación es una de las principales funciones qué 
competen a la A.dnllnistración con re�pecto al medio ambiente. 
-"Es preciso anunciar, además, que dicha competencia reglamen­
taria e extiende, en nuestro ordenamiento a los dos grandes 
niveles territoriales en que e vertebra el poder político, esto es, 
al Estado y a las Comunidades Autónomas. Aunque en princi­
pio pudiera parecer, a tenor del reparto comperencial, que la 
Coilstitución y los Estatutos establecen que la facultad {le dictar 
reglamentos pertenecería únicamente a las Comunidades Autó­
noma por asumir éstas la ejecución en materia de proteccién 
del medio ambiente, Jo cierto es que debe reconocérsele al Esta­
do igualmente un poder regl amen'tario en este campo. U na 
estricta interpretación l i teraJ de las norma constitucionales y 
estatutarias que regalan el repa.rto de competencias se riñe aquí 
con la práctjca establecida en otros Estado de configuración 
política sjmilar y también con la nece. idades coordinadoras de 
un·a, materia gue desborda lo Lúnites territoriaJes de las C0mu­
nídades Autónoma y del propio E tado. <<En tal sentido se hace 
preciso que la fünción normativa se coordine a nivel estatal y 
IcgionaJ por Ja vía de que, la legislación básica, a que hace refe­
rencia ]� Constitución se entienda fonnada, por una parte, por 
las d isposicienes parlamentarias, y de otras, por las normas 
reglamentarias estatales que fijen unos límites máximo y míni­
mos (en forma de estándares ambientales) a Los- niveles de exi­
gencia aplicables a todo el terri torio nacional» (2) (3) . Esta 
implieación de las diferentes administraciones en cuanto a- la 

(2) MARTINEZ MARTIN. Las funciones de las Administraciones Públicas 
en el medio ambiente: intento de sistematización. En DA n.2 190, 198 1 ,  
p. 303 

(3) MUÑOZ MACHADO. La distribución de competencias entre el Estado, 
las CCAA y las Corporaciones locales en materia de medio ambiente. En 
DA n.2 190, 1 98 1 .  
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elaboración de reglamentos ambientales, subraya más claramen­
te la importancia que J·eviste en este campo la temática de la 

'· participación ciudadana. 
· 

Las norma reglamentarias o de rango inferior á la ley que 
versan sobre la materia ambiental responden, a nuestros efectos, 
a dos grande modelos. Un primer grupo de estas disposiciones 
es el configurado por las normas que llamamos concertadas. En 
e te bloque quedarían in luida toda aquellas di�osiciones 
cuyo contenido ha sido previamente pactado o negociado entre 
la·Adrninistración correspondiente y un sujeto de naturaleza pri­
vada, generalmente una empresa o grupo de empre a . En el  
segundo grupo qµedarfan i nc luidos los restantes reglamentos 
ambientales, en los que no ha existido ese pacto previ<> y que 
por ello podríamos designar como disposiciones unilaterales. 
Martínez Martín se refiere a esta división cansiderando los dos 
bloques resultantes como producto de dos foanas de ejercicio 
de la fun ión r glamentaria (4). 

Lógicamente, ambos t ipos de d i spo$ i c iene · poseen l a  
misma naturaleza jurídica. E l  criterio que emplearnos para efec­
tuar esta separación no es, en rigor, un criterio jur(dico, sino de 

. orden sociólógico. No obslante, resulta relevante para nuestro 
interés sacar a la luz esta distinción, en la que se ponen de maní-.· 
fiesto dos tipos de participaciones. Una de ellas, de carácter 
informal, da lugar al contenido pactado de varios reglamentos. 
La participación formal, por su parte, única relevante desde el 
punto de vista jurídico, es la prevista con anterioridad por otras 
nonnas y que ·resulta de aplicación, en principio, a todo tipo .de 
reglamentacione . 

El diferente nivel de eficacia que obtienen en su interven­
ción los distintos agent� sociales mediante uno y otrQ tipo de 
participación va a �esultar ser e l  más claro exponente de la insu­
ficiencia manifiesta de que adolecen los cauces participativos 
normativamente previstos, Esta insuficiencia quiere ser en parte 
paliada, por razones de eficacia mediante los usos de' participa-

(4) MARTINEZ MARTIN, Las funciones de las administraciones Pública8 en 
el medio ainbiente: intento de sistematización, p. 298. 
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ción informal, que, sin embargo, no pueden ser vistos como un 
remedio global, por cuanto sólo dan pie a la incorporación de la 
opinión de agentes con un peso económico muy específico o 
con una capacidad de presión manifiesta. 

Entrando someramente en lo que hemos llamado participa­
ción informal, parece claro que el objetivo princip1d de este 
típo de colaboradón privada en la elaboración de un reglamen­
to responde a la necesidad de. asegurar la eficacia de éste. 
Como señala Martínez Martín, «la falta de vigencia real .de las 
normas tiene en la legislación ambiental unos ejemplos cotidia­
nos que tienden a ser evitados por la fórmula de la legislación 
compartida» (5). La misma idea es subrayada por Pérez More­
no (6), quien alude al ejercicio por la Administración de fun­
ciones arbitrales entre intereses contrapuestos en materia 
ambiental, que puedan nutrir finalmente el contenido de una 
no'rma reglamentaria. 

Toda esta actividad reglamentaria paccionada resulta un 
interesante campo de participación ciudadana en una importan­
te función pública de protección del ambiente. Muestra de ello 
es el relevante papel que este tipo de reglamentación juega en 
otros Estad.os, como es el caso de Francia o los Estados Uni­
dos. No obstante, sin olvidar el peso político de este modelo 
participativo, en ·tanto en cuanto esta intervención particular no 
quede normativizada y generalizada, resulta irrelevante desde 
el punto de vista de un estudio jurídico. Este debe orientar su 
atención al análisis de los mecanismos formales de participa­
ción y de •las posibilidades ofrecidas a los sujetos privados 
desde el Derecho para pretender influir en la elaboración de la 
normativa ambiental con rango inferior a la ley. Es preciso, 
además� afirmar que la existencia de estas participaciones 
informales en la elaboración de las disposiciones ambientales 
no sólo demuesti;a la insuficiencia de los instrumentos que el 
Derecho prevé para la participación de individuos y colectivos 

(5) MARTINEZ MARTIN, Las funciones de las administraciones Públicas en 
el medio ambiente: intento de sistematización, p. 300. 

(6) PEREZ MORENO, Alfonso. Reflexiones sobre la sustántividad del Dere­
cho ambiental. En RAP n.Q 100-102, 1983, p. 2.783. 
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